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INTRODUCCIÓN. 

Aclualmenle en nuestro sistema juridico penal, los ofendidos se 

encuenlran de cierta manera desprolegidos. I~1 comisión de delitos va en 

aumento, y al parecer las autoridades y leyes se han ocupado más por los 

delincuentes que por las personas que se ven afi:ctadas en sus derechos. 

Resulta indignante que ni nuestros legisladores y Juzgadores, 

tengan consideración con las personas que han sufrido un datlo, llámese 

materia o moral. La ineficacia de nueslras autoridades ha quedado en 

evidencia y no solo afccla el alma de los ofi:ndidos de los delilos, sino 

también el alma de nueslro país. 

La reparación del daiio, es una parte del derecho penal de suma 

im¡1ortancia, ya que los efectos de la mayoría de los dclilos, lrae como 

consecuencia una perturbación en el ámbito económico y moral de las 

personas ofendidas y víctimas del delito. 

Por ello, es el interés de estudiar la reparación del daño. 

Obviamente es dificil el estudiar cada caso en particular, por lo cual, con 

este trabajo pretendemos generalizar pam que la reparación del daño, 

pueda hacerse efectiva para cualquier caso que pudiera aplicarse, cslo al 

pretender el sentenciado dar cumplimiento con su condena. 
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En lo particular, y atendiendo a la experiencia personal, nos hace 

rellexionar y llegar a la conclusión de que en la realidad no existe nna 

total reparación del daiio en la mayoría de los casos. 

En el presente trabajo, ¡m:tendemos establecer que a pesar de que 

nuestras leyes penales establecen diversas nonnas tendientes a asegurar 

una reparación del daílo al ofendido o victima del delito, resultan 

insuficientes y a final de cuentas la reparación del daiio no queda cubierta 

satisfactoriamente, ello a pesar de que en muchas ocasiones el dolor, la 

angustia y el malestar que tienen que dejar a nn lado los ofendidos o 

víctimas, para poder enfrentarse a nn proceso penal largo y desgastantc, 

en el cual aparte del sufrimiento tienen que preocuparse por presentar 

pruebas y acreditar el daiio que les ha sido causado. 

Nuestro trabajo consiste de cinco capítulos, de los cuales el 

primero consistirá en analinir en fonna desglosada los conceptos 

utilizados en el articulo 572 en su párrafo segundo de la Fracción ll del 

Código de Procedimientos Penales, con el fin de que no exista duda 

alguna sobre la interpretación del mismo. 

El segundo capitulo esta dedicado a analizar en lo conducente a la 

reparación del daiio, nuestra legislación penal que le precedió al Código 

Penal Vigente, esto es a los Códigos de 1871, 1929 y 1931. 
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Dentro del capitulo tercero nos avocaremos a anali:r.ar la doctrina 

referente n las garantías para obtener la libertad bajo caución, el pago de 

la reparación del daño, y el cumplimiento de la senleneia, ello 

encaminado a señalar los puntos afectados al ofondido en cuanto a la 

reparación del dailo, es decir, que en estos lemas se encuentra inmersos 

aspectos que de manera directa o indirecta al'eetan la resolución final en 

donde el ofendido puede quedar o no satisfecho de la reparación del 

dailo. 

El eapilulo cuarto estará dedicado a sei\alar cuales son aquellos 

preceptos legales, dentro de nuestra legislación penal vigente, que regulan 

a la reparación del daño, eslablecicndo las diferencias con las refonnas 

inmediatas anteriores. 

Dentro del capítulo quinto, scñalaremos nuestro punto de vista en 

el cual expresaremos nuestros motivos por los cuales creemos que se 

debe refonnar el artículo 572 en su párrafo segundo de la Fracción 11 del 

Código de Procedimientos Penales, así como nuestrn propuesta de la 

fonna en que debería de refonnarse. 



CAPÍTULO l. 

CONCEPTOS GENERALES. 

En el presente capitulo anali:r.arcmos de manera desglosada los 

conceptos que se desprenden del texto del articulo 572 del Código de 

Procedimientos Penales para el Distrito Federal, con el objeto de que 

queden establecidos de manem exacta los puntos sobre los que en lo 

subsecuente se trataran en el presente trabajo, ya que algunos de los 

ténninos utili:r11dos por éste artículo, que ser.in manejados en éste trabajo, 

podrían ser aplicados dentro de nuestro derecho en distintas materias, 

como lo podrían ser la rama civil, mercantil, laboral, familiar, etc., por lo 

que los conceptos que se anali:r11ran se avocaran exclusivamente a la 

materia penal. 

El Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal 

vigente, en su artículo 572 Fracción 11, Párrafo segundo seilaln: 

"Articulo 572 ... 

l ... 

11 ... 

Cuando resulte co11de11ado el acusado que se encuentre en /ihertad 

hai<1 caución y se presente a cumplir su co11de11a, lns cauciones para 

garantizar la reparacicín del clmlo y las sanciom•s pecuniarias se harán 

efectivas, la primera en favor de la victima u ofendido por el delito y la 

segunda a favor del Estado. La otorgada para garanti:r.ar las obligaciones 



~crivndns del proceso se devolverán ni sentenciado o a quien indique éste, 

o en su cn~o;.se cancelarán." 

Del texto anterior se derivan los siguientes conceptos: 

1.1 DAÑO. 

Esta palabra se deriva del latín da1111111111, que es dailo, deterioro, 

menoscabo, destrucción, o dolor que se provocan en la persona, cosas, o 

valores morales o sociales de alguien de manera que el daño se ha 

definido como la destrucción o deterioro de una cosa mueble o inmueble, 

propia o ¡tjena en perjuicio de un tercero, derivado de una acción u 

omisión de otra persona, sea culposa o dolosa, o proveniente de un caso 

fortuito. 

Ya en la antigua Roma este concepto se regulaba, aunque de 

manera restringida se hablaba de un daño y que se refería a los hechos de 

matar o herir a un esclavo o animal, o destruir o deteriorar una cosa: El 

dailo por deterioro, robo, incendio, etcétera, lo considera solo con 

relación a los esclavos, animales que pasen en rebaños y objetos 

materiales, y detennina su indemni7,1ción, esto se le conoce como /.ex 

Aquilia, la cual consta de tres capítulos, dentro de la cual se regulaba 

tanto el concepto de dailo como la reparación del mismo, lo cual desde su 

antecedente remoto que lo es el derecho romano, a través del Código 

Napoleón, ha sido acogido por las legislaciones de los países del área 

latina, y lmnbién por México. 



El daílo entonces de manera estricta se puede decir que es el 

detrimento en la cosa ajena o propia en perjuicio de un tercer, tomando en 

consideración que algunos tratadistas lo definen como la destmcció11 o 

deterioro, esto a manera de sinónimos, podemos establecer que no solo es 

el detrimento, sino el provocar la mina, asolamiento o pérdida total e 

irreparable de un bien, asimismo el estropmr 11 el menoscabo de dicho 

bien, y que en el caso, para efectos del lema a lratnr, el da11o "es 

producido por el delito y no por la sola conducta humana" 1
. 

En materia civil, el concepto de dai\o esta relacionado en la 

legislación actual con el pc~juicio, que es todo da11o, deterioro, 

deslmcción, mal, sufrimiento, provoca un pc1j11icio, una pérdida 

patrimonial, y qne el Códi¡?o Civil hace ésta distinción en sus articulos 

2108 y 2109, y que éste dai\o puede ser producto de una obligación civil. 

Por su parte, Arturo Roceo, en sentido jurídico, entiende al dai\o 

como "sustracción o disminución de un hie11, el sacrificio o restricción de 

un interés ajeno que la nonua jurídica garanti1a. sea objetivamente, 

respecto al sujeto (interés o bien jurídico), sea subjetivamente, en la 

fonna de su derecho subjetivo concedido mediante el reconocimiento 

jnrídico de la voluntad individual que el interés jurídico persigue ".2 

Por lo que partiendo de ésta idea, en el que el dai\o es producto de 

un delito, en este caso se desprende que este es un resultado de la 

1 PAVÓN Vasconcclos. Fr.mcisco . .\(anual '1t• 1>1.·rrcho }',·,,al .\ft•:rirnno, 12a. 
edición, editorial Pomía, México. 19'15, p. 225. 
2 ROCCO, Anlonio, /. ''>J!..\!ellt1 111.·I n·ato t' dí'lla tutl'la quirtdica pt•nalr. edición de 
1913, p. 278. 



violación a un .orden jurldico, del cual se desprende mm consecuencia en 

el orden materiál y también de naturaleza jurldicu, por lo que podemos 

hablar de un daño material y un daño moral. 

1.1.1 DAÑO l\IATERIAL. 

El daño material entendido como la pérdida o menoscabo suliido 

en el patrimonio como resultado de un delito, es aquel que tiene un 

resultado material y objetivo, es decir, existe una mutación en el mundo 

fáctico, en donde el bien, sea ;tjcno o propio, resulta alterado, esto es 

sufre una destrucción, deterioro, y se alccla el patrimonio para su due1lo o 

poseedor derivado de una conduela ilícita. 

En este rubro el daílo material se concibe ya sea por la conducta de 

acción u omisión, de un sujeto que en perjuicio de olro reafüw o deja de 

hacer detenuinada conduela con la cual, de manera dolosa o culposa, 

afecta un bien jurldico qnc se encuentra protegido por la nonna penal, 

rcílejándosc esto en el patrimonio del titular o poseedor del bien, el cual 

trasciende en el mundo real, esto es, que es susceptible de apreciarse por 

los sentidos, aún cuando el dailo causado pueda no ser cuantificado en su 

afectación, dado que dentro de este concepto pueden verse afectados 

objetos de arte, históricos, etc., los cuales en ocasiones el daño que les 

recae es de dificil valoración económica: Y por otro lado, frente a esto, se 

encuentra el daño que se produce a bienes que son de simple valoración 

económica, los cuales no ofrecen mayor problema por ser aquellos que en 

la realidad son de uso común y actual. 



El daño material puede darse en un bien mueble o inmueble, y al 

respecto la distinción cnlre estos, en el derecho penal radica en el lipo de 

conduela que se lleva a cabo, eslo es delenninando el dm1o causado es 

como nuestro Códil!o Penal establece la gravedad del hecho, es decir, del 

delito y en razón de ello la penalidad aplicable, loda 1w. que mientras en 

un daño n un bien mueble establece penas mínimas como son de la pena 

alendiendo al monlo del dailo causado, hasla la pena privativa de libertad 

atendiendo de igual manera al monlo del daño causado, pero sancionado 

con las penas seiialadas para el robo simple, cslo es cuando el dai1o es 

causado por una conducta dolosa. Sicudo que por lo que hace al da11o 

material causado a bienes inmuebles el Códil!o Penal cslablccc penas mús 

agravadas en atención a la gravedad del dm1o causado. 

Por lo lanlo, podemos decir que la conducta rclcvanle para el 

derecho penal es aquella que produce un daño material en el mundo 

exterior al sujeto, y con ello coexiste lambién un resultado jurídico 

consistente en la lesión al bien jurídico prolcgido por la nonna penal. 

1.1.2 DAÑO MORAL. 

Por olra parte, el dailo no solamente se produce en el mundo real, 

sino que de igual manera se da de manera fonnal o de resultado jurídico, 

esto es, que de igual fonna resulta relevante para el derecho penal la 

conducta que lesiona un bien que también se encuentra protegido por la 

nonna penal, eslo es, que no solamente el daño que resulta susceptible a 

los sentidos es lomado en cuenta por la Ley, sino que se protege bienes 



que para su titular no tienen un esllicto valor de indolc palrimonial, 

aunado a que el daño moral puede derivar igualmcnh: de liientes 

contractuales, de una declaración unilateral de voluntad. de ti1entcs 

autónomas (enriquecimiento ilegitimo, gestión de negocios), de un hecho 

ilícito, o de un mandato legal por causas objetivas. 

El concepto de dailo ha experimentado una evolución a lravés del 

tiempo, partiendo de una evolución puramente materialista, hasta alcaimir 

elaboraciones abstraclas, de contenido mús espiritual, hasta llegar a 

distinguir entre el d:u1o material y el d:u1o moral. 

Este concepto es disrntido por algunos doclrinarios, en el sentido 

de que dicen que m:\s que un dm1o moral se debe de hablar de un agravio 

moral, ya que la p1imcra expresión sugiere un car:ícter objelivo y malerial 

en el dm1o que no va de acuerdo con su naturaleza afectiva. 

En ténuinos del Código Civil en su articulo 1916, el daño moral lo 

define como "la ajectaci1í11 que 1111<1 persona .rnfre 1•11 sus st•11ti111ic11tos, 

qfectos, creeucias, dccom, /umor, rep11taciá11, 1•ida pril'tlda, 

c01¡/ig11ració11 y aspectos .fisicos, o bien en la co11sideraci1i11 que de sí 

misma tie11e11 los demás. Se presumirá 1¡1ie i111ho dmlo moral c111111do se 

1'11l11ere o menoscabe i/cgíti11111111c11tc la /ibcrtml o la inte¡:ridad .fisica o 

pslquica de las personas". 

Aún y cuando se ha discutido si solamente subsiste el daño moral 

que se deriva del material, (por ejemplo la desfigurnción del rostro a miz 

de un accidente por tránsito de vehículos, del cual se deriva asistencia 

médica) o también puede indemnizarse el daño moral independiente o 

simple (por ejemplo la difmnación), al respecto la mayor de las teorías se 



inclina por aceptar que el <lmlo moral es autónomo, es decir, tiene 

independencia del <laño material, de tal manera qnc puede existir sin que 

éste último sé de, no obstante que el daño moral en algunos delitos su 

reparación se encuentra prevista de cierta manera (por ejemplo la 

publicación de sentencia), en la mayor de los casos se traduce en una 

indemni1.1ción pecuniaria, la cual será lijada por el juzgador hasmlo en 

dictiímenes periciales y adem;is tomado en cuenta los derechos 

lesionados, el grado de responsabilidad del sujeto activo y la victima, así 

como todas las circunstancias del caso. 

Esto no significa que en el dm1o moral se pretenda ponerle un 

precio en dinero o un valor crnnómico, al interés. sentimientos, afectos 

creencias, honor o a la reputación lesionados, sino que la cantidad de 

dinero que se entrcgne a la victima por el daño moral que le fue causado, 

es solo para resarcir el dolor, el descrédito, el deshonor o la desilusión 

ocasionado, según la naturale1Á1 del hecho delictuoso. al resp.:cto Colín 

Sñnchez señala: "el daño moral por su propia naturalc1.a es pcrsonalisimo, 

porque solo el agraviado es el único capaz de revelar la existencia y 

magnitud de la ofensa y por ende, no admite representación"' 

Aunado a lo anterior, también se considera como daño moral, los 

gastos que por tratamiento médico o curativos se hayan reali1,1do por la 

víctima. 

Establecido lo antes mencionado, aún y cuando se ha señalado que 

el daño moral puede ser traducido en una compensación o satisfacción 

3 COLIN S.1ncl1C1 .. GUILLERMO, /kredm M<'xicano cft f'nl(r!,f1mient11.t l'enales, 
Da. edición. editorial PorIÚ:I. Mé.\ico. 1992, p. 625. 



pecuniaria, en nuestro derecho es un problema muy di licil y complejo, y 

que probablemente por ello la generalidad ha considcnulo que la 

verdadera reparación de un dailo moral es una estricta aplicación de la 

Ley a la persona que produce tal dailo 111ornl. 

Por tanto pocle111os resumir que el dai\o moral, en sentido 

restringido, es tocio ataque, lesión o 111enoscaho inferido en la persona de 

otro, el cual en ocasiones la propia Ley sci\ala una reparación de él, pero 

cuando la nonna es omisa al respecto, su reparación scni en una cantidad 

econ6111ica dctcnninada. 

Pese a las diversas doctrinas y acepciones qne sobre el rnhro de 

dailo 111aterial y dailo moral existen, lo cierto es que en nuestro derecho 

penal vigente se encuentran regulados en la Fracción 11 del artículo JO del 

Código Penal, la cual sci\ala: " ... La reparación del dai1o comprende: ... 11. 

La indemni1.1ción del dailo matetial y moral causado ... ". Por lo que la 

distinción entre uno y otro, para efectos del presente trabajo es de suma 

importancia dado que el dailo en cualquiera de sus modalidades antes 

estudiadas es producto de una conducta delictiva y como tal es necesaria 

su diferenciación para poder rcali;r,1r una exacta rcparnción del dai\o. 

1.2 CONDENA. 

Derivada del latin co11dc11111a, la cual es una expresión imperativa 

empicada en las votaciones comerciales, o judiciales, al emitirse un voto 

condenatorio del acusado. 

En materia penal, se traduce como una resolución judicial 



impositiva de una sanción al procesado como autor del delito por el que 

ha sido juzgado. 

En este sentido debemos entender que ··1a condena se deriva 

esencialmente de una resolución judicial. en nuestro derecho penal 

vigente, esta debe ser la sentencia definitiva, entendida esta como el acto 

por medio del cual el Juez competente rcsuclw un asunto penal, 

condenando al reo''.'1 

En tales términos podemos sclialar que la condena cs aquella 

cuando el Juez impone al procesado la pena correspondiente, y cstc orden 

de ideas podemos retomar el concepto que apm1a l lcm:í11de1. Pliego al 

señalar que "hay scntcncia condenatoria, cuando se comprueban los 

elementos del cuerpo del delito y la responsabilidad del scntenciado 

imponiéndole, como consecuencia, una pena o medida de scguridad",5 

señalando además que confonnc al articulo 21 Constitucional, la 

imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad judicial. 

Consecuentemente la condena es el resultado de un fallo judicial 

negativo para el sentenciado, en donde se hace acreedor a nna pena, que 

puede ser de prisión, medida de seguridad o pecuniaria, impositiva 

derivada de la sentencia, y al particular es necesario señalar que respecto 

de la sentencia se han hecho diversas clasificaciones, de las cuales 

mencionaremos una que puede resultar importante para el punto que 

4 CARRARA, Fr.mccsco, Progrmm1 clr l>cn.·cho Crimint1/, pt1rti: ,l:t'flt•rid, Volumen 
11, reimpresión inaltcmda. editorial Tcmis·[}cp.1lma. Bogota·Ducnos Aires. l98ú, 
f.476. .. . . 
· HERNÁNDEZ Pliego, Juho A .. l'nt}:ranUJ 'k O..·Ncho l'roec.•.\11/ /1,•mr/, Sa. 
edición. cdilorfat Porrim. Mlxioo, 2000. p. 26l 
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estamos tratando, la cual se ha dicho que las sentencias pueden ser 

definitivas y finnes. Por lo que hace a las primeras, que son aquellas que 

resuelven el fondo del asunto, o lo principal de la controversia, asi como 

los accesorios a aquel, en este caso condenando al acusado tenninando 

con ello la instancia (primera), de la cual aún ~· cuando puede ser 

combatida por algún medio de impugnación. no pierde su naturaleza de 

sentencia condenatoria, pues si bien es cierto que por ejemplo sucede el 

caso de que sea combatida a través del recurso ordinario admisible por la 

Ley Adjetiva Penal (apelación), hasta que no se dicte la resolución 

correspondiente (sentencia de segunda instancia), y qnc esta, en su caso, 

sea favorable al sentenciado, se deber;i de hablar de condena, toda vez 

qne en la sentencia definitiva se impuso al sentenciado una pena 

respectiva al delito que se comprobó , asi como su responsabilidad en la 

comisión de éste; por otra parte, las sentencias finnes, o ejecutorias, 

poseen autoridad de cosa juzgada, es decir son aquellas que fueron 

consentidas por las partes, o bien contra las que no concede la Ley ningún 

recurso ordinario o, por último, las sentencias dictadas en segunda 

instancia, y en este caso con razón de más estamos ante una sentencia 

condenatoria, la cual es inmutable e irrevocable. 

Para poder llegar a ser una condena la imposición hecha a través 

de una sentencia, es necesario establecer los requisitos que establece la 

Ley, que estos deben ser de fonna y de fondo. Los requisitos de fonna 

son los que integran espccilicamente su estrnctura, encontrando su 

justificación en el articulo 14 Constitucional, así como en los artículos 12, 

13, 14 y 72 del Código de Procedimientos Penales Para el Distrito 
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Federal. 

"Cabe señalar que al respecto de los preceptos legales señalados 

en este apartado concernientes a la fonna de In sentencia no son los 

únicos que son aplicables, pero que para el caso se ha considemdo que 

son los más especllicos." 

Y que al respecto se puede mencionar que algunas de estas 

fonnalidades se hacen consistir en que serán escritas en idioma español, a 

máquina, a mano o por cualquier medio apropiado, ostentando el día, mes 

y año en que se pronuncie, anotando con letra y número la focha y 

cantidades, sin empicar abreviaturas ni raspaduras. Asimismo en cuanto a 

la fonna, algunos autores separan estos requisitos en el pn!á111h11/o (datos 

de identificación del asunto, lugar y fecha de la resolución, número del 

expediente, el tribunal que la emite, nombres y apellidos del procesado, 

sus datos generales !requisitos establecidos por la Ley], así como la 

mención del delito por el que se siguió proceso !principio de congmencia, 

sobre el que exclusivamente se va a resolver], datos que junto con otros 

requisitos procedimentales, son necesarios pam conocer la personalidad 

del procesado e individualizar la pena), los r<'.rnltanc/os (extracto de los 

hechos conducente a los puntos resolutivos, C\~tando la reproducción 

innecesaria de constancias), los co11sidera11do.1· (argumentaciones 

adecuadas con base en el cúmulo probatorio, para resolver confonne a las 

disposiciones legales, lo cual se traduce como la fundamentación y 

motivación), y los p1111tos 1vso/11til'0.1· (las conclusiones que de manera 

breve y clara llegó el juzgador y con las que se resuelve el conflicto que 

fue de su conocimiento). 
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Por otra parte, paralelamente a los requisitos fonnalcs se 

encuentran los requisitos de fondo, los cuales los constituyen la 

comprobación del cuerpo del delito, así como la plena responsabilidad 

penal del sentenciado. 

De lo anterior se llega a la conclusión de que la sentencia penal, en 

Ja cual el Juez resuelve acerca de si el delito por el c¡uc el Ministerio 

Público ejerció acción penal, ha quedado comprobado lcgahncnte durante 

el proceso, además de que el procesado es penalmente responsable de su 

colllisión, imponiéndole las penas y/o lllcdidas de seguridad respectivas, 

se estará hablando de una condena. 

1.3 ACUSADO. 

En realidad este concepto, al igual que algunos otros, en la 

legislación lllexicana, el Constituyente de 1917, al referirse al sujeto 

activo del delito, usó inapropiadalllentc los conceptos acusado, procesado 

y reo, sin tolllar en cuenta el momento procedilllcntal que afecta al sujeto. 

Misllla situación que ocurre con los redactores del Código de 

Procedilllientos Penales, pues en este ordenamiento se le llama 

indistintamente inculpado, procesado, presunto responsable, indiciado, 

acusado, cte. 

De lo anterior advertimos que la problemática de la utilización de 

las distintas dcnolllinaciones del sitieto activo, es un problellla técnico. 

De esta manera podelllos deducir que cuando cualquier persona 

realice una illlputación o acusación en contra de otro, ya que la conducta 



que se dice reali1.ó esta fuera de la Ley, haciéndolo del conocimiento del 

Ministerio Público, al sujeto en contra de quien se le imputa una conducta 

ilfcila, se le inicia una averiguación previa, y en este caso a nuestro 

parecer, es apropiado llamarlo indiciado, porque tal nombre deriva de 

"indicio", "dedo que señala", y como existen "indicios" de que cometió 

el delito, será objeto de la averiguación. 

Por otra parte, y al haberse concluido este periodo, en el cual el 

Ministerio Público realizó las investigaciones necesarias a su 

consideración, de las cuales la Constitución en su m1iculo 21, le otorga 

como órgano pcrseculor de los delitos y de los delincuentes, hasta llegar a 

la resolución que en caso de ser en el sentido del no ejercicio de la acción 

penal, el indiciado pierde dicha calidad; por otra parte, si la resolución del 

Ministerio Público es de ejercer acción penal, en ese caso turnara el 

expediente ante un Jnez, en donde funde y motive su resolución 

acreditando los elementos del cuerpo del delito, asl como la probable 

responsabilidad del indiciado. 

De ésta manera el sujeto que desde un principio fue "indiciado", al 

encontrarse a disposición de 1111 Órgano Jurisdiccional adquiere el carácter 

de procesado, ya que en contra del sujeto activo se llevara un proceso 

penal, y que durante dicho proceso penal al rcali1A1rse todos y cada uno 

de los trámites exigidos por la Ley Adjetiva Penal, el procesado tendrá el 

derecho de defenderse para desacreditar la imputación que desde un 

principio se hizo en su contra, así como el Ministerio Público podrá 

acreditar la imputación que le hace, y esto último lo hará al fommlar sus 

conclusiones acusatorias, en donde el que fuera procesado recibirá el 
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nombre de "ac11.mtlo" hasta que se dicte sentencia, y cuando esta se haya 

pronunciado, adquirirá el carúcter de sentenciado. 

Consecuentemente podemos decir que en razón de las distintas 

etapas del procedimiento penal, y atendiendo a sus fonuas y técnica legal, 

el sujeto activo del delito se va colocando en situaciones juridicas 

diversas, de tal fonua que a ello se debe el que reciba una denominación 

cspecílica, correspondiente al momento procedimental del que se trate. 

Por lo tanto, y tomando en cuenta la definición de Colín Sánchez, 

en donde "acusado es aquel en contra de quien se ha fonnulado una 

ncusnción,'.6 

/\ nuestro juicio es más !Cenico llamarle acusado cuando se ha 

fonnulado conclusiones acusatorias por parte del Ministerio Público, 

independientemente de que siga siendo objeto de imputación. 

1.4 CONDENADO. 

Este concepto, como ya se ha señalado en el apartado que 

antecede, es aquel acusado, que en especifico le fue imputada la comisión 

de un hecho ilícito por una persona, y que se ha llevado a cabo una 

averiguación previa por el Ministerio Público, el cual ejerció acción 

penal, y se le instrnyó un proceso penal ante un Juez, y que una vez que 

fueron comprobados los elementos del cuerpo del delito, así como sn 

plena responsabilidad penal en la comisión del mismo, se dictó en su 

'COLIN Sóncl1c1, ob. cit. p. IU. 

- --·-~---------· _._. -·· 
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contra sentencia condenatoria ( imponicndole una pena o medida de 

seguridad), al respecto de este concepto teóricamente hablando pocos 

autores lo refieren, tal vez sea porque como ya se ha dicho, nuestra 

legislación mexicana o en su caso los doc1rinarios. u1ili1;111 inapropiada e 

indistintamente los conceptos indiciado, presumo responsahk, impulado, 

inculpado, encausado, procesado. enjuiciado, acusado, reo. etc., por lo 

que la mayor parte de los autores lo manejan como sinónimos, pero a 

nuestro parecer el concepto de condenado es el adecuado lécnicamente 

hablando, para seilalar al sujeto que llie sentenciado, y de manera 

imperativa se le impuso una pena o medida de seguridad por su actuar 

ilicito. 

1.5 LIHERTAD llAJO CAUCIÓN. 

Esta libertad es un derecho fundamental del acusado, 

establecido en nuestra Constitución como garantía individual, dentro de la 

Fracción 1 del articulo 20, que seilala que: 

"Artículo 20. En todo proceso de orden penal. tendrá el inculpado 

las siguientes garantías. 

l. lmnediatamente que lo solicite. el Jue1. deberá otorgarle la 

libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos 

en que, por su gravedad, la Ley expresamente prohiba conceder este 

beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, 

el Juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido 

condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la 
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Ley o, cuando el Ministerio Público aporte elementos al Juez para 

establecer que la libertad del inculpado representa, por su conducta 

precedente o por las circunstancias y características del delito cometido, 

un riesgo para el ol'cndido o para la sociedad. 

El monto y la fonna de caución qul' se lije, dcberiÍn ser asequibles 

para el inculpado. En circunstancias que la ley detennine, la autoridad 

Judicial podrá modificar el monto de la caución. !'ara resolver sobre la 

íomm y monto de la caución el Juez deberá tomar en cuenta la naturaleza, 

modalidades y circunstancias del delito; las características del inculpado y 

la posibilidad del cumplimiento de las obligaciones procesales a su cargo; 

los dailos y perjuicios causados al ofendido; asi como la sanción 

pecuniaria que, en su caso pueda imponerse al inculpado. 

La ley detennina los casos graves en las que el Juez podrá revocar 

la libertad provisional...". 

La libertad bajo caución consiste en que el acusado conserve su 

libertad en el tiempo en que dure el proceso penal, como medida 

precautoria en beneficio del propio inculpado, esto siempre y cuando el 

acusado o un tercero otorgue una garantía económica con el objeto de 

evitar que el primero de los mencionados se sustraiga de la acción de la 

justicia. 

Este derecho del acusado ya cm concedido desde la vieja 

legislación española que se aplicó en la época colonial como en el 

México independiente (primera mitad del siglo XIX), solo que esta era 

demasiado restrictiva, ya que se concedía imicamente cuando la pena que 

pudiera imponérscle no tenia carácter corporal, contrario a ello ya en la 
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Constitución Federal de 1857 que en su articulo 20 establecía los 

derechos de los acusados en el proceso penal, no establecía el derecho a 

la libertad bajo caución, sin embargo éste derecho si se contemplaba en 

los códigos ele procedimientos penales durante la vigencia de dicha 

Constitución, sólo que esta libertad quedó siempre sujeta al arbitrio 

judicial, por lo que en la práctica se desvirtuó esta medida precautoria, la 

cual quedó consagrada en el articulo 20 Fracción 1 de la Constitución del 

5 ele febrero de 1917. la cual li1e derivada de los criterios de los códigos 

de procedimientos penales anteriores. solamente que en este caso se 

supri111ió el arbitrio judicial para concederla. 

Esta libertad bajo caución, adcmús de impedir la prisión preventiva 

a los acusados que la soliciten, se debe de cu111plir con los requisitos 

establecidos en la propia Ley. Por lo que para conceder dicha libertad se 

debe establecer la ¡micede11ciq (esto en razón de que si el delito que se le 

imputa establece una pena de prisión cuyo tér111i110 medio arit111ético no 

excede ele cinco años, tal y co1110 lo establece el articulo 268 del Código 

de l'rocedi111ientos Penales para el Distrito Federal). el [!J:Qn•di1111cll/o 

para obtenerla (esta libertad bajo caución puede solicitarse por el propio 

acusado o por su defensor, en cualquier mo111ento del procedimiento, y 

aún cuando ésta sea negada por el Juez, puede ser solicitada de nuevo y 

ser concedida por causa supervenientes, confonnc a los artículos 557 y 

559 del Código Procesal Penal), el 11101110 y la 11at11rall'za de la garantía 

(tratándose de los 111ontos, nuestra Ley Adjetiva Penal no establece 

ciertamente las cantidades que deberán de garanti1.arsc, ya que 

únicamente refiere que clebcnin ser suficientes para cubrir la reparación 
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del daño, las sanciones pecuniarias que en su caso puedan imponerse, así 

como parn el cumplimiento de las obligaciones que se deriven a su cargo 

en razón del proceso, por su parte el mismo ordenamiento legal antes 

mencionado establece la naturale1,1 de la caución la cnal podrá consistir 

en depósito en efectivo, hipoteca, prenda, lian1,1 o en fideicomiso de 

garantía formalmcnh: otorgado), los d_iT_to.1 y su n•wim(!Qt! (como ya se 

ha mencionado los efectos de la libertad bajo caución es que el procesado 

pemmnczca en libertad durante el tiempo que dure el proceso, sin 

embargo al concederle esta libe11ad el acusado adquiere las obligaciones 

que sei\ala el articulo 567 del Código de Procedimientos Penales, como 

son de que dchcni de presentarse las veces que sea citado o requerido, de 

infonnar los cambios de domicilio si los hubiere, asi como de presentarse 

el dia de cada semana que le sea scilalado, por lo que el incumplimiento 

de éstas obligaciones es causal de revocación de la liber1ad caucional, 

además de que el articulo 568 de la misma Ley en cita establece otrns 

causas de revocación, tales como desobedecer las órdenes legitimas del 

Órgano Jurisdiccional que conozca su asunto; cuando durante el proceso 

que se le sigue, sea sentenciado en otro diverso por un delito doloso; 

cuando amenace al ofendido o testigo que han de declarnr, o trate de 

cohechar a éstos, al Juez o al Secretario del juzgado; cuando lo solicite el 

mismo procesado; si durante el proceso se acredita que el delito que se le 

imputa es considerado como grave y; cuando la sentencia cause 

ejecutoria.). 

Por otra parte podemos decir que la libertad bajo caución, no solo 

se puede otorgar ante un Órgano Jurisdiccional, sino que también se 
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puede conceder por el Ministerio Público cluranle Ja averiguación previa, 

y a ésta se Je conoce como /ihertml ca11cio11a/ Jil'l!l'l!!.J! .. Pd1111111strati1•a, ya 

que esta es una facultad que se otorga al Ministerio Público para autorizar 

que el acusado pennauezca en libertad, siempre y cuando éste otorgue 

una caución para garanti1.ar su disposición ante la Representación Social, 

o en su caso, ante el Juez de la causa, que en éste caso se le prevendrá 

para que comparezca ante dicho Órgano lnvcstigmlor para la practica ele 

las diligencias de averiguación previa necesarias, y cuando se hayan 

concluido estas, si existe la detenninación de ejercer acción penal y hacer 

la consignación respectiva, ante el juez competente, el cual ordenará su 

comparecencia, y para el caso de que no se presente ordemmi su 

aprehensión. 

1.6 SANCIÓN PECUNIARIA. 

Doctrinalmente se ha definido como la disminución patrimonial 

impuesta en sentencia y que debe cubrir el condenado al Estado o como 

indemnización al ofendido o a su familia, exigida por la Ley como 

consecuencia de la comisión de un delito. 

En sentido genérico y del propio texto del artículo 29 del Código 

de Procedimientos Penales del Distrito Federal, se desprende que la 

sanción pecuniaria lo comprende la multa, la reparación del dailo y la 

sanción económica. Aunque para el presente tomaremos en cuenta el 

primero de los ténninos mencionados, ya que el legislador confunde 

ambos conceptos, pues en el artículo 572 del Código de Procedimientos 
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Penales, toma como sinónimo de sanción pecuniaria a la mulla, ya que 

se11ala que en la parte conducente que se estudia que " ... la reparación del 

daño y las sanciones pecuniari:~ se har;ín electivas, la primera en favor 

de la víctima u ofendido por el delito y la segunda a favor del Estado .. "; 

por lo qnc, para efectos del presente capitulo, manejaremos el concepto 

de multa como sinónimo de sanción pecuniaria. 

Quedando establecido In anterior, set1alaremos el concepto de 

multa, siendo esta a contrario se11.rn como la sanción pecuniaria que se 

impone al condenado, esto es el pago de una cierta cantidad de dinero en 

beneficio del Estado sin ninguna relación con el hecho ni con el daño 

sufrido por la victima del delito, ni con la corrcspomliente responsabilidad 

civil derivada de éste. De esta manera, mientras que para algunos autores 

la multa es también una fonna represiva, ya que disminuye el patrimonio 

del condenado y además tiene el carácter de pena, para otros como Diaz 

de León mas que una pena, "es un negocio o una fonna de recaudar 

ingresos económicos para el Estado, por la comisión de los dclitos."7 

Argumentando que la multa no previene ni intimada a nadie. Al 

respecto se ha dicho que la multa solo es una medida que afecta a los más 

pobres, ya que los que tienen posibilidades económicas no afecta tanto su 

patrimonio y por lo tanto la multa no la resienten como una medida 

represiva, ello en atención a que la multa, anterior al decreto de 1983, se 

fijaba en una cantidad cierta, lo cual alteraba la proporcionalidad de la 

cantidad de la multa impuesta, en virtud de las diferentes condiciones 

7 DIAZ de León, Mmco Antonio, Dicclomtrio 1/e Dcruhu /'roci'.tal /'~na/, T. 11, 
Ja. edición, editorial Pomia. México, 1997. p. 1408. 
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económicas del condenado, que finalmente se castiµaba 1111 mismo delito, 

al cual se le lmbia aplicado la misma sanción pecuniaria. 

Sin embargo, esla cin:unslancia lile relomad;1 con el objeto de 

asegurar una mayor proporcionalidad entre la cuantía de la mulla y las 

condiciones económicas del condenado, rcfom1ámlnse el arliculo 29 del 

Código Penal, medianle el Decrelo del JO de diciembre de l 98J, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el D de enero de 1984, 

para enlrar en vigor a los novenla días de su publicación, y que al 

respecto seílalaba: 

"La sanción pecuniaria comprende la mulla y la reparación del 

daño. L1 multa consistente en el pago de una suma de dinero al Eslado 

que se lijara por días mulla, los cuales 110 podnin exceder de quinientos. 

El día multa equivale a la percepción neta diaria del sentenciado en el 

momento de consumar el delito, tomando en cuenta todos sus ingresos. 

Para los efectos de este Código, el límite inferior al dia multa ser.i 

el equivalenle al salario minimo vigente en el lugar donde se consumó el 

delito. Por lo que loca al delito continuado, se alendeni al salario mínimo 

vigente en el momcnlo consumativo de la última conduela. Para el 

pennanentc, se considerará el salario mínimo en vigor en el momento en 

que cesó la consumación ... ". 

Esta refonna en relación a la cuantificación de la sanción 

pecuniaria en días multa, fue retomada de la idea pasajera del Código 

Penal de 1929, de la utilidad diaria (esto era que la cantidad de la multa 

se fijaba de acuerdo al salario, sueldo, rentas, intereses, emolumentos o 

cualquier otro ingreso), no obstante las refonnas hechas a éste Código, 
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muchos tipos penales siguieron conservando la multa en pesos, por lo que 

ante esta situación fue necesario legislar al respecto y así se emitió un 

Decreto el 30 de diciembre de 1983, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 13 de enero de 1984, en el que se refonnan, adicionan y 

derogan diversas disposiciones del Código Penal Para el Distrito Federal 

en Materia del Fuero Común y para toda la República en Materia del 

Fuero Federal, que a la letra dice: 

"Art. 3. Para la imposición de la multas bajo el sistema de días 

multa que se refiere el artículo 29 del Código Penal, refonnado en los 

ténnínos del presente Decreto, el Juez se ajustara a las siguientes reglas: 

J. Cuando se imponga multa en pesos, la conversión respectiva se haní 

tomando en cuenta el máximo de la mnlta fijada por la ley, con las 

correspondientes que a continuación se indican: cuando el máximo sea de 

500 pesos, por un día multa; si excede de esa cantidad, pern no de 10,000 

pesos, entre dos y veinte días multa; si es superior a 10,000 pesos, pero 

no pasa de 100,000 pesos, de 21 a 200 dlas multa y si excede de 100,000 

pesos, entre 201 y 500 días multa. 11 Cuando se establezca multa sobre la 

base de días de salario mínimo, se convertirú en razón de un día de salario 

por día multa." 

De esta manera la multa, que ahora se tomaba más proporcional 

ante la situación económica del sentenciado, para diversos tratadistas 

resultaba ya una sanción personali7,1da que consecuentemente resultaba 

intimidatoria para los condenados atendiendo a los inb'TCsos del 

sentenciado. 

"Con este Decreto se observa que el cambio cuantitativo consistió 
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en lijar el monto de la sanción pecuniaria (multa) no en una cantidad 

rid!cula de pesos, sino en relación con el monto de ingresos del 

condenado".8 

En cuanto a que la multa puede ser conjunta, es decir traer 

aparejada la pena de prisión por ejemplo, para Diaz de León resulta 

inusitada, ya que cnlrc otras razones señala que "el artículo 17 

Constitucional menciona que la impartición de justicia debe ser gratuita, 

resultando con ello que al imponer una pena conjunta resulta una especie 

de duplicidad de sanciones por un mismo delito .... , 

Lo cual desde nuestro punto de vista mny particular, dicha mulla, 

lejos de resultar inusitada como lo seilala Diaz de León, al encontrarse 

regulada en nuestro Código Penal, resulta ser acct1ada, pues la sanción 

pecuniaria no es de ninguna manera un cobro al condenado por los 

servicios Judiciales, sino como bien lo seí\ala el m1iculo 24 de dicho 

código punitivo, es una pena, la cual es consecuencia de un hecho 

delictuoso. 

Por otra parte, aún y cuando el sentenciado haya sido condenado 

con multa, la cual no pueda o no quiera cubrir, la Ley prevé el cobro de 

esta mediaule el sistema económico coactivo, el cual se reali711ra a través 

de los tramites fiscales aplicables. Asimismo, se establece en la propia 

legislación, para los casos en que exista prueba de que el condenado se 

encuentre en un estado de insolvencia, el condenado tiene la opción de 

11 OJEDA Vc111,que1, Jorgc, /Jaecho Punlli\•o, la edición, cdilori:i.I Trillas, 
México. 19'.ll. p.279. 

'DIAZ de León. Ob. ci1., p. 1408. 



cubrir el pago de la multa con trabajos en fovor de la comunidad, los 

cuales se rcali1.1r.\n en razón de una jornada de trabajo por cada día multa 

impuesto. 

1.7 ESTADO. 

Proviene del latín .~tatus, lo que está, lo que cambia porque no es, o 

también como la condición en que se encuentra una persona ll caso sobre 

la que influyen detcnninados cambios. 

Al respecto, tanto la tilosofia política y los tratadistas no se han 

puesto de acuerdo sobre su concepto, esto hablando desde el punto de 

vista ele su naturaleza, origen, funciones y lines, ya que algunas 

disciplinas lo consideran como una comunidad política desarrollada, 

consecuencia natural ele la evolución humana, otras como la estmclura del 

poder politico de una comunidad. Algunos conceptualizan al Estado 

desde un aspecto ahistórico o li1era de tiempo como la agmpación política 

suprema de un pueblo o la fonna política suprema de nn pueblo. 

Jorge Jcllinck concibe al Estado como la agrnpación política 

sedentaria con un poder de mando originario, de donde se desprende que 

los elementos fundamentales del Estado se encuentran inmersos en esta 

definición, encontrándose a la población como la agrnpación humana, al 

territorio como la agmpación sedentaria, y la soberanía como poder de 

mando originario. 

Amaiz Amigo define al Estado como "la agmpacíón política 

especifica y territorial de un pueblo con su propio poder jurídico para 
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establecer el bien común, o bien la asociación política soberana que 

dispone de un territorio propio con una organización especifica y un 

supremo poder facultado para crear el derecho. "1
" 

Por su parte García Ma)11es concibe al estado como "la 

organización jurídica de una sociedad bajo un poder de dominación que 

se ejerce en detenninado territorio. " 11 

Consecuentemente, como ya se ha mencionado, tratar de definir al 

Estado con un concepto universalmente aceptado resulta un tanto 

complejo ya que la mayoría de los dochinarios aportan su propio 

concepto con variantes mínimas, pero que en ténninos generales podemos 

alirmar que coinciden en tres elementos esenciales del Estado, siendo la 

población, el territorio y el poder, la población entendida como los 

hombres que pertenecen al Estado, es decir, el grnpo de personan que 

confonnan la población de éste, al territorio como la porción de espacio 

en que el Estado ejerce su poder, y al poder como la voluntad de dirigir. 

Ahora bien, no siendo una persona fisica, el Estado sólo puede 

actuar por medio de sus órganos, que en nuestro derecho se divide en 

poderes, los cuales son el ejecutivo, el legislativo y el judicial. Los 

órganos estatales son, entes impersonalizados, que a nombre del Estado o 

en su representación efectúan las diversas funciones en que se desarrolla 

el poder público, teniendo como finalidad múltiples y variables fines 

10 ARNAIZ Amigo. Aurora, Eslructura di!! E..~tado. Jn. edición, l!mpo editorial 
Miguel Angel Ponita, Mé.,ico, 1997. p. 12. 
11 GARCIA Mayncs, Eduardo, Jmrnduccidn "/ f:.Slu1/io 1/1'1 Drrt•chu. 4.Ja edición, 
editorial Porrúa. Mé.xico, 1992. p. 98. 
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especifico, entre otros el bien común, la solidaridad social, la seguridad 

pública y jurídica, la protección de los intereses individuales y colectivos, 

la evaluación económica, cultural y social de la población, la solución de 

sus problemas nacionales, la satisfacción de sus necesidades. etc .. 

resaltando en éste mhro para nuestro h:111a el de la scgilfidad jurídica. 

En éste orden de ideas los órganos de l'.stado. p1incipalmente por 

lo que respecta a la timción administrativa y a la jurisdiccional, se 

encuentran colocados dentro de una situación jer:irqnica. de tal 111ancra 

que unos ordenan y otros ejecutan los actos decisorios en que el ejercicio 

funcional se 111aniliesta, esto es qne el Estado no puede perseguir otro lin 

que esté en contra, al 111argen o sobre el derecho, dirigida esta actividad a 

buscar el orden jurídico que tienda a conseguir el bien co111ún, en donde 

se pncde validamente i111poner al gobernado obligaciones, puesto que las 

contrae el sujeto en fovor del Estado o de la sociedad a la que pertenece, 

esto a través del único 111étodo que posee: el derecho, estableciendo 

nonuas jurldicas, para provocar un cierto co111po11a111iento ele los 

individuos, de 111ancra tal que el derecho ordena o prohíbe conductas a 

través de sanciones, siendo la coacción d elemento persuasivo que dirige 

el actuar de la sociedad. Al establecer sanciones (por ejemplo la privación 

de la libertad o en su caso la sanción pecuniaria). el orden jurídico que 

constituye al Estado induce a los individuos a actuar de confonniclad con 

la nonna establecida. 

En esta instnnncntación de fuerza radica el poder del Estado, 

poder que no es sino el orden jurídico en timción. 
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1.8 REPARACIÓN DEL DAÑO. 

En sentido lato, esta expresión se refiere a la obligación que la ley 

pone a cargo del delincuente, de resarcir al ofondido del menoscabo 

patrimonial sufrido por el delito, e imlemni1mlo en su caso respecto a las 

ganancias ilícitas que por esa razón haya dejado de percibir. Para Ojeda 

Vclazque7. la reparación del dai\o es "la cantidad que en dinero o su 

equivalente se debe pagar a la victima o persona ofendida y, en caso de 

renuncia, al Estado, por el dai\o directo y efectivo ocasionado al 

cometerse en contra de aquella un hecho antijuridico."11 

Argumentando que todo delito que haya ocasionado un dai\o 

patrimonial o diverso, obliga al autor del mismo a la reparación, y si este 

delito le es atribuido a un ini111putable, también obliga a las personas que 

de acuerdo con la ley deben responder por el hecho cometido. 

En México la reparación del dailo se da con el car:lctcr de sanción 

pecuniaria, como ya se ha analizado con antelación, que se impone al 

delincuente como pena pública y co111prende: a) la restitución de la cosa 

obtenida por el delito, y si esto no füerc posible, el pago del precio de la 

misma y, b) la indemni1.ación del dai\o material y moral causado a la 

victi111a. 

Esta reparación del dm1o es fijada por los jueces penales, según el 

daño que sea preciso reparar, de acuerdo con las pmebas obtenidas en el 

proceso. 

"OJEDA Vcl:u.q11e1, ob. cil p. 28.l 
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"El objeto de establecer una reparación del da11o, al sustituir el 

Estado al ofendido, para evitar entre otras consecuencias o reacciones, la 

venganza privada, al implementar lo necesario para realizar las gestiones 

ante el Órgano Jurisdiccional y lograr el castigo al infractor de la nonna 

penal y también la reparación del dai10 causado ··1' 

La doctrina mas generalizada se ha cmpci\ado en afirmar que al 

llevarse a cabo la ejecución de un delito se da lugar, no sólo a la acción 

penal, sino también a una acción civil, siendo esta última el medio 1rnís 

adecuado para hacer efectiva la reparación del da11o, tanto en el ambito 

material, como moral que el ofendido hubiese resentido, tal como lo 

señala Juventino Y. Castro, quien relicre que "de la comisión del delito 

pueden surgir dos acciones: la acción penal y la acción civil, haciendo la 

distinción de ambas accioucs, señalando que la accióu penal considera al 

delito como un dailo público que ataca primordialmente al orden social; 

en cambio, la acción ci\•il considera al delito como un acto que afecta al 

patrimonio del sujeto ofendido por el delito. "1·1 

Advirtiéndose que efectivamente como se seilala, ambas acciones 

son de naturaleza distinta al igual que su objcti\'o y fines, teniendo como 

único denominador que se derivan de la comisión de un delito. Esta 

controversia surge a partir de que el legislador considera a la reparación 

del daño como objeto principal del proceso, y únicamente cuando es 

exigible a terceros lo considera como objeto accesorio, ya que en el 

" COLIN Sánchc1, ob. cil., p. 621. 
u CASTRO. Juvcnlino V., El Minisleriu P1ihlicc1 en .\lex;co, Funtlone:r y 
/Ji.!funci11nes, lOa. edición. cdilorial Pomia. Mé.,ico, l 99K. p. 1 ~l. 
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primero de los casos la reparación del dmlo es una pena decretada por el 

Juez;. en cambio en el segundo de los casos da lugar a un incidente 

reglmnentado en los artículos 532 al 540 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal, ya que el propio artículo 3·1 del Código 

Penal para el Distrito Federal sefüila que la reparación del da1io exigible a 

terceros, tendrá el canicter de responsabilidad civil y se tramitará en 

fonna de incidente. 

Pese a las diversas posturas que existen sobre la reparación del 

daño, en cuanto a que es una pena pública, esto de naturaleza penal, y 

que cmmdo sea exigible a terceros adquiere un carácter de 

responsabilidad civil, esta doctrina gencrali7;1da la dejaremos a un lado, 

para en lo siguiente retomar sólo la idea proveniente de naturalew penal, 

y en ese orden de ideas y como lo señala el articulo 30 del Código Penal 

para el Distrito Federal scílala: 

''Artículo 30. La reparación del daílo comprende: 

1.- La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no fuere 

posible, el pago del precio de la misma; 

11.- La indemni7.ación del daílo nmterial y moral causado, 

incluyendo el pago de los tratamientos psicoterapéutieos y curativos que, 

como consecuencia del delito, sean necesarios para la recuperación de la 

salud de la víctima; y 

111.- El resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

Tratándose de delitos que afectl.'11 la vida y la integridad corporal, 

el monto de la reparación del daño no podrá ser menor del que resulte 

aplicándose las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo." 
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A este respecto podemos señalar que la restitución de la cosa, 

como acto rcparatorio es natural, esto es, imperativo. de manera que ante 

la imposibilidad de ello habni que pagarse el precio de la misma. 

Por lo que hace a la reparación del dailo nmterial y moral los 

mismos ya han quedado establecidos en el apartado respectivo al Dailo. 

Ahora bien, por lo que respecta al pago de tratamientos curativos, 

así como el pago de los tratamientos necesario para las victimas, el 

legislados es muy claro y preciso, sin dejar lugar a duda alguna, sobre lo 

que habrá de resarcirse a la victima. 

En cuanto a los pe1juicios ocasionados se traduce a los beneficios 

o ganancias que el ofendido deja de percibir con motivo del delito 11ue 

sufrió en su persona o patrimonio, resultando esto subordinado para el 

ofendido o en su caso para el Ministerio Público, de acreditar por los 

medios de pmcba idóneos tal perjuicio. 

De los que tienen derecho a la reparación del dailo, se eneuentrn 

establecido en el artículo 30 his del mismo Código Punitivo mencionado, 

siendo este en el siguiente orden: 1°.- la víctima o el ofendido; 2°.- en 

caso de fallecimiento del ofendido, las personas que dependiesen 

económicamente de él al momento del fallecimiento o sus 

dcrechohabicntcs. 

Por otro lado se encuentran los terceros qnc tienen obligación a 

reparar el daño, señalados en el articulo 32 de la Ley Sustantiva de 

referencia, y que son los siguientes: 1.- los ascendientes, por los delitos 

de sus descendientes que se hallaren bajo la patria potestad; 2.- los 

tutores y los custodios, por los delitos de lo incapaces que se hallen bajo 



Ji 

su autoridad; 3.- los directores de internados o talleres, que reciban en su 

establecimiento discípulos o aprendices menores de 16 años, por los 

delitos que ejecuten éstos durante el tiempo que se hallen b;~jo el cuidado 

de aquellos; 4.- los dueños, empresas o encargados de negociaciones o 

establecimientos mercantiles de cualquier especie, por los delitos que 

cometan sus obreros, jornaleros, empicados, doméslicos y m1esanos, con 

motivo y en el desempeño de su seivicio; S.- las sociedades o 

agmpacioncs, por los delitos de sus socios o gerentes directores, en los 

mismos ténninos en que, confonnc a las leyes, sean responsables por las 

demás obligaciones qnc los segundos contraigan, C\ccptuúndosc de esta 

regla a la sociedad conyugal, y 6.- el Estado, solidariamente, por los 

delitos dolosos de sus servidores públicos rcalirndos con motivo del 

ejercicio de sus fimcioncs, y subsidiariamente cuando aquellos fueren 

culposos. 

En este caso al referirse dicho articulo a terceros obligados no se 

pretende que sea cualquier persona extraña al procesado, sino a aquellos 

s1tjetos que, por dctcnninados hechos o circunstancias, tuvieran o sigan 

manteniendo una vinculación directa e inmediata con el sujeto activo. 

Así pues, en toda sentencia condenatoria, el Juez de la causa debe 

resolver sobre la reparación del daño, ya sea absolviendo o condenando a 

pagar cantidad específicamente detcnuinada, ello con el propósito de que 

el derecho a la reparación del daño en nuestra legislación penal no sea 

letra muerta, lográndose al ofendido o víctima del delito una justa 

satisfacción frente a la lesión patrimonial o moral causada por el hecho 

ilícito. 



CAPÍTULO 2. 

ANTECEDENTES LEGISLATIVOS EN J\lltXICO. 

/l. nncstro parecer es importante tener una idea de la evolución qne 

a lo largo del tiempo la legislación penal ha tenido. con la finalidad de 

tener una visibilidad clara de lo que ha sido la normatividad penal en 

nnestro país, para así poder aprovechar las experiencias pasadas para la 

solución de los problemas que se presentan en la actualidad. Y 

precisamente nos avocaremos únicamente a la legislación penal mexicana, 

con el propósito de no incuffir en antecedentes legislativos de otro país, 

ya que podríamos caer en el error. que en caso de hacerlo sin nna 

minuciosa adaptación, no se acoplaría a la realidad actual en nuestro ¡mis 

y menos aún en nuestro Distrito Federal. 

/\.si las cosas, primeramente cabe hacer una rdlcxión sobre el 

articulo 73 Constitucional que enumera las materias sobre h1s que al 

Congreso de la Unión c1mesponck legislar, y entre ellas no se encnentrn 

la materia penal. Por lo tanto es de entenderse que a las legislaturas 

estatales son las que tienen la facultad de legislar sobre la materia penal, 

por lo qne a consecuencia de ello es que las treinta y un entidades 

federativas y el Distrito Federal cuentan con su propio Código Penal. 

Tal situación no ha sido modificada a pesar de las írecnentes 

criticas que por parte de doctrinarios y litigantes se han hecho a los 

múltiples ordenamientos penales. Pero lo que si se ha procurado es la 

unifonnidad de los textos a partir de la adopción y adecuación voluntarias 

de soluciones contenidas en los ordenamientos penales. De tal fonna que 
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· el Distrito Federal tiene sn propio ordenamiento punitivo, y del cual a 

continun.ción analizaremos el surgimiento ele la codificación punitiva. 

2.1 CÓDIGO PENAL DE 1871. 

Era ya tiempo que México independiente se ocupara sc1iamente de 

su legislación penal para poner lin a la arbitrariedad y a ese caos que se 

habla l'onnado con las diversas disposiciones que existían derramadas en 

las leyes sueltas y en los códigos ya inaplicables del antiguo Gobierno 

Colonial. 

La necesidad. de un Código era apremiante, dcs¡mcs de scilalar la 

necesidad de la codificación, para no continuar "como hasta aquí sin mas 

ley que el arbitrio, pmdente a veces y a veces caprichoso, de los 

encargados de administrar justicia", en su exposición de motivos sienta 

Martlnez de Castro que "solamente por una casualidad muy rara podní 

suceder que la legislación de un pueblo convenga a otro, según dice 

Montesquieu; pero puede asegurarse que es absolutamente imposible que 

ese fenómeno se verifique con una legislación fonnada en una época 

remota, porque el solo tnmscurso del tiempo será entonces causa bastante 

para que por buenas que esas leyes hayan sido, dejen de ser adecuadas a 

la situación del pueblo mismo para quien se dictaron". 

El 6 de octubre de 1862 el Presidente de la República Mexicana, 

Licenciado Benito Juárez nombró una comisión para que fonnam un 

proyecto de Código Penal para el Distrito Federal y Tenitorios de la Baja 

California; pero cuando esta Comisión habla tenninado el Libro I, 



interrumpio sus labores con motivo de la invasión francesa, hasta que 

reestablecido el Gobierno, el mismo Licenciado Benito Juárez, por 

conducto del Ministerio de Justicia, Licenciado Ignacio Mariscal, por 

decreto de 28 ele septiembre de 1868 mandó ··se integrase y 

reorgani1.1rse" la Comisión, con objeto de continuar los trabajos que se 

hablan internnnpiclo, recayendo dichos nombramientos en las personas 

del Licenciado Antonio Martinez de Castro como Presidente, y de los 

Licenciado Manuel Samacona, José Maria L1fragua, Eulalio Maria 

Ortega, Manuel Maria Ortiz de Montellano, como miembros de la misma 

y del Licenciado lndalccio Sánchcz Clavito, como Secretario. 

En noviembre de 1869 la Comisión presentó el libro 1 º del 

proyecto, cuyo libro por indicación de la Comisión misma, se remitió al 

Congreso como fonnal iniciativa, pues estando consignados en él los 

principios e ideas fundamentales del derecho penal en que debía basarse 

todo el Código, la continuación de los trab¡tjos dcpcndia ele las 

modificaciones o rcfonnas que a dicho libro se hiciesen. El Congreso, sin 

embargo, no tuvo tiempo para ocuparse del asunto, y los trabajos 

continuaron para no tardar la rcali1,1ción de tan importante rcfonna, como 

era la codificación de nuestro derecho penal. En diciembre del mismo 

año, quedó concluido el libro 2º del proyecto, en el que la Comisión 

consignó todo lo relativo a la responsabilidad civil originada ele los 

delitos, materia de que pudo ocuparse con independencia de los del libro 

1 º, cuya revisión estaba pendiente. 

No pudiendo esperarse que el Congreso se ocupara separadamente 

de los libros 1 º y 2º, se resolvió que continuase hasta concluir la 
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fonnación del proyecto del Código; y la Comisión con un celo e 

inteligencia que la honran, después de revisar y hacer algunas refonuas a 

los dos libros mencionados, presentó concluido el proyecto en mayo de 

1871. 

El Ministro de Justicia Licenciado l!o!nacio Mariscal. dirigió desde 

luego a la Representación Nacional, la iniciativa corrcs¡mndiente; y 

aunque no pudo ser tomada en consideración, en el periodo de sesiones 

en que se hizo, lo fue en el siguiente en el que el Congreso expidió su 

decreto de 7 de diciembre de 1871 mandando que se pusiera en 

observancia el 1 º de abril del alio siguiente el Código Penal para el 

Distrito Federal y Teniturio de la Baja California sobre delitos del füero 

comim y para toda la Repiiblica sobre los delitos contra la Federación. 

El Código Penal quedó en vigor desde la focha mencionada, y solo 

el articulo 13 de su Ley trnnsitmia, que ordenaba que los establecimientos 

conocidos con los nombres de Tecpam de Santiago y J lospicio de Pobres 

fueron destinados para la educación correccional de los jóvenes 

delincuentes, fue derogado por el Congreso en decreto de 5 de abiil de 

1872. 

El Código Penal de 1971 consta de 1152 artículos y 28 transitorios, 

debiéndosele como un documento de oiicntación clásica, influido 

levemente por un espíritu positivo con ambición: a) de medidas 

preventivas y correccionales, y b) de la libertad preparatoria y retención. 

Este Código Penal tomó como "jemplo próximo el español de 1870, que 

cómo es sabido, se inspiró a su vez en sus antecesores de 1850 y 1848. 

Por lo demás, la Comisión, en punto a doctrina, se guió por Ortolán para 

- --- -------- - ---------~·-·-·='·· 
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la parte gci1eral (Libros 1 y 11) y por Chauveau y l lélie para la especial 

(Libro 111). Responde asl, el Código Penal de 1871. a su época: 

clasicismo penal con acusados retoques de co1Teccionalismo. Se trata de 

un código bastante correclamcnlc redactado, como su modelo el español. 

Los tipos delictivos alcanzan, a veces, irrcprochahle juste1;1. 

La fundamentación clásica del Código se percibe claramente. 

Cmtjuga la justicia ahsolula y la utilidad social. Establece como base de 

la responsabilidad penal, la moral, timdada en el libre albedrío, la 

inteligencia y la volunlad (articulo 34 Fracción 1). Cataloga rigurosamente 

las nlenuanles y las agravantes (arliculos W a 47), dúndolcs valor 

progresivo malcmálico. Reconoce excepcional y limitadamenle el arbilrio 

judicial (artículos 66 y 231 ), seilalando a los jueces la obligación de lijar 

las penas elegidas por la ley (artículos 37, ó9 y 230). La pena se 

cnracleriza por su nola aflictiva, tiene cariicter rclribulivo, y se accpla la 

de muerte (artículo 92 Fracción X) y, para la de prisión, se organi7.a el 

sistema celular (artículo 130): No obslanle, se reconocen algunas medidas 

preventivas y correccionales (artículo 94 ). Por último, se fonnula una 

labia de probabilidades de vida para los efectos de la reparación del dailo 

por homicidio (artículo 325). 

Dos novedades importantes representa, sin embargo, el código 

penal para su tiempo. La una lo fue el cielito i11te11taclo, "es el que llega 

hasta el último acto en que debería reali1Á1rse la consumación, si esta no 

se verifica por tratarse de un delito irreali1Á1ble porque es imposible o 

porque evidenlemenle son inadecuados los medios que se empican" 

(artículo 25); grado que el legislador hizo inlennedio entre el conato 
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(ejecución inconsumada, artículo 19) y el delito frnstrado (ejecución 

consumada, pero que no logra el resultado propuesto, artículo 26 ). y que 

certera y expresamente justificó Martíne7. de Castro eou la di!Crcute 

peligrosidad acreditada. La otra novedad consistió en la lihate1cl 

preparatoria; "la que con calidad de revocable y con la rcst1iccioncs que 

expresan los artículos siguientes, se concede a los reos que por su buena 

conducta se hacen acreedores a esa gracia, en los casos de los artículos 

74 y 75, para otorgarles después una libertad delinitiva" (artículo 98). La 

institución de la libertad preparatoria constituyó, para su tiempo, un 

notable progreso, recogido después por la legislación europea a travcs del 

Proyecto sui7.0 de Carlos Stoos ( 1892). al que es aplaudida esa 

originalidad que en realidad corresponde a Martíne1. de Castro. 

El casuismo del Código de 1871 se puede advertir el esmero de sus 

disposiciones, de tal manera que por ejemplo prevé circunstancias 

agravantes de primera clase (once), agravantes de scguuda clase (trece), 

agravantes de tercera clase (catorce), agravantes de cuarta clase (quince). 

Respecto de la acción reparadora del Dailo, el maestro Arilla Das, 

hace un atinado señalamiento en cuanto a este Código Penal de 1871, 

refiriendo que "inspirándose, a semejanza del español como ya se ha 

mencionado, en los principios apuntados, independi7.ó la responsabilidad 

penal de la civil y puso en manos del ofendido la acción reparadora, la 

cual era, como cualquier otra acción civil renunciable y compensable 

(artículos 313 y 367)."15 

l!> ARILLA B.is, Fcm..1ndo, El /'rocetlimlento Pc:nal en .\Uxlm, 20a. edición, 
cdilorial Pornia, México, t999, p. 37. 
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El Código Penal de 1871, puesto en vigor en México con un 

designio de mera provisionalidad, como lo reconocieron sus propios 

autores, manluvo no obstante, su vigencia hasla 1929. 

2.2 CÓDIGO PENAL DE 1929. 

En 1903, duranlc el porfírialo se iniciaron los trabajos de la 

Comisión presidida por el Licenciado Miguel S. Maccdo que culminó en 

1912 con un proyecto de refonnas al Código Penal de 1871. La Comisión 

lomó como base de su labor la de respetar los principios generales del 

Código de 1971, conservar el núcleo de su sistema y de sus disposiciones 

y limitarse a incorporar en él nuevos prcccplos o las nuevas insliluciones, 

cuya bondad se puede estimar ya aquila1ada y cuya admisión es exigida 

por el estado social del país al presente (lales son, por ejemplo, la 

condena condicional, la proleceión a la propiedad de energía eléctrica, la 

protección a los leléfonos y su uso ) y a enmendar las oscuridades, las 

incoherencias, las contradicciones, aunque sólo sean aparenlcs y los 

vicios que han podido nolarsc en el texlo del código, por más que no 

afecten su sistema: Modesla labor de revisión con miras a coll'cgir 

erratas, a aclarar oscuridades, a modcmi;rÁ-¡r lo anticuado. No obslmllc lo 

cual reveló un espíri111 polílico-criminal bastante certero, según juicio de 

Jiménez de Asúa. 

Eslc proycclo del Código Penal no cristalizó porque el movimiento 

revolucionario no lo pennilió. 

Se lcnninó de elaborar el proyecto de referencia con fecha 11 de 
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junio de 1912, sin que se pusiera en vigor por las circunstancias en que se 

encontraba la Nación Mexicana. 

Los trabajos de revisión del Código Penal de 1871, íucron 

publicados en cuatro tomos. El lomo 1 contiene en su primera parle, las 

opiniones de Magistrados, Jueces, Agentes del Ministerio Público y 

Defensores de Oficio. En la parte segunda están incluidos los estudios y 

anteproyectos. Su fecha de publicación lile de 1912. El Tomo 11 publicado 

en 1912, se refiere a estudios y anteproyectos. El Tomo 111 de 1913, eslú 

compuesto de las actas de las sesiones e infonnes a la Secretaría de 

Justicia. Y el IV y último lomo de 1914, abarca el texto del proyecto de 

rcfonnas y la exposición de motivos. 

Al concluir la lucha annada de la Revolución se convocó a un 

Congreso Constituyente, del cual emanó la Constitución de 1917, 

documento que en la materia penal recoge las disposiciones que ya 

aparecían en la Constitución de 1857. con la inuovación muy destacada 

de separar claramente las funciones y el papel del Ministerio Público 

como el órgano pcrscculor de los delitos y de la Autoridad Judicial en la 

imposición de las penas. 

La Constitución de 1917 tampoco tuvo un efecto inmediato en la 

Legislación Penal Federal o de los estados de la República, seguramente 

por la inestabilidad política que todavía se vivió algún tiempo después de 

concluida la lucha revolucionaria. 

Al ir rccupcníndose paulatinamente la paz pública renacieron las 

inquietudes rcfommdoras. Las aulas universitarias, sobre todo, alojaron 

las esperanzas más impacientes de renovación. Ha podido decirse, con 



frase objetivamente sensible, que Luis Chico Gocmc una mm1ana en 

cátedra, logró que sus alumnos oyeran, materialmente, como un andar se 

apoya en muletas, el lento paso del derecho penal, que siempre llega a la 

zaga. 

A fines de 1925, el entonces Presidente de la República. nombró 

por conducto del Secretario de Gobernación una Comisión para que 

redactara un Código Penal para el Distrito y Territorios Federales, 

recayendo los nombramientos en los Licenciados Ignacio Ramirez 

Arriaga, Antonio Ramos Pedme1;1 y Licenciado Castm1eda. 

Posterionnentc en el mes de mayo de 1926, li1c nombrado para sustituir al 

Licenciado Castaiieda el Licenciado José Almarúz, quedando finalmente 

integrada la Comisión por los Licenciados Ramire1. Aniaga, Ramos 

Pcdmeza, Enrique C. Gudiilo, Manuel Ramos Estrada y José Almaráz. 

El Código Penal de 1929 tiene 1228 artículos y 5 transitorios, y no 

realizó intcgrahnente los postulados de la escuela positiva por: a) 

obstáculos de orden Constitucional, y b) errores de carjcter tccnico. 

El antecedente del Código Penal de 1929, es el proyecto de código 

penal de 1923, para el Estado de Veracrúz, redactado por una comisión 

nombrada por la 11. Legislatura del Estado de Veracrúz y fonnada por el 

Ingeniero Benigno A. Mata y Licenciados Rafael García Pei\a y José 

Almaráz; comisión que comenzó a trab;tjar con fecha 26 de febrero de 

1923 sustituyendo posterionnente al Ingeniero Benigno A. Mata, el 

Licenciado Alfonso M. Echcgaray, y tenninando sus trabajos el 20 de 

octubre de 1923 enviándose un ejemplar del proyecto mencionado a la H. 

Legislatura del Estado, para su aprobación. 



Con fecha 15 de diciembre de 1930 aparece finnado el 

anteproyecto de Código Penal para el Distrito Federal y territorios 

Federales por la comisión redactora integrada por los Licenciado José 

López Lira (por la Procuraduria General de la Nación), Luis tiarrido (por 

la Procuraduría de Justicia del Distrilo y Territorios Federales), Alfonso 

Teja Zabre {por el Tribunal Superior de Justicia del Distrito) y Ernesto G. 

Garza {por los Tribunales Penales). 

La comisión rcdaclora mencionada, manifestó que al ponerse en 

vigor el Código Penal de 1929, con sus leyes de procedimientos 

complementarias, se observaron serias dilicultades de aplicación y se 

hicieron críticas, tanto por la técnica del nuevo ordenamiento como por 

sus consecuencias materiales, sus defectos de funcionamienlo y hasla sus 

errores de redacción; inconvenienles que llteron advertidos desde los 

primeros meses de vigencia del nuevo código, con tales caracteres de 

notoriedad, que se juzgó necesario emprender una revisión de acuerdo 

con las bases fonnnlmlas por la Secretaria de Gobemación, sc11alando la 

comisión redactora dichas bases: 

1. Revisar el Código Penal, el de Procedimientos Penales y las 

Leyes conexas y proponer las refonnas indispensables para un bnen 

funcionamiento. 

2. Procurar la simplificación de la Ley, evitando las definiciones 

doctrinales, las confusiones de redacción, las contradicciones y las 

dcliciencias prácticas. 

3. Enmendar los errores en materia de procedimiento, para que la 

justicia Penal sea más expedita y pronta. 



4. Estudiar la manera de que se resuelvan los problemas relativos a 

la delincuencia de menores, a la relegación de las colonias penales de los 

delincuentes habituales, el reestablecimiento de los Juzgados de Pa1., la 

conveniencia o inconveniencia de la suspensión del Jurado y de la pena 

de muerte, y la definición de los limites del arbitrio judicial. 

5. Aclarar y simplificar las disposiciones del Código Penal y del de 

Procedimientos Penales, eliminando lodo lo que constituya declaraciones 

doctrinales, así como las enumeraciones demasiado prolijas, teniendo en 

cuenta las restricciones especiales que, para una legislación como la 

mencionada existen en nuestro medio, tanto desde el punlo de vista 

económico, como por el respeto que dehc tenerse a la tradición jurídica y 

a la opinión y sentimientos generales, tenninando la comisión, precisando 

que, en cousecucncia, las hases generales para las refonnas de las leyes 

penales, debeu ser las siguientes: a) aplicación racional del arbitrio 

judicial, sujetándose a las restricciones constilucionales; b) disminución 

del casuismo: c) simplificación de las sanciones; d) efectividad de la 

reparación del dailo; e) simpliticación del procedimiento; t) organi1.:1ción 

del trabajo de los presos; g) cstablccimicnlo de un sistema de 

responsabilidades, fücilmente exigibles, a los funcionarios que violen la 

ley; h) dejar a los niilos completamente al margen de la función penal 

represiva, sujetos a una política tutelar y educativa; e i) completar la 

función de las sanciones por medio de la readaptación a la vida social de 

los infractores. 

El Presidente Portes Gil, en uso de facultades que al efecto le 

concedió el Conb'feso de la Unión, por decreto del 9 de febrero de 1929, 



expidió el Código Penal de 30 de septiembre de 1929, para entrar en 

vigor el 15 de diciembre de ese mismo aílo. Se trata de un código de 1233 

artlculos de los que 5 son transitorios. Buena pa11e de su articulado 

procede del anteproyecto para el Estado de Veracruz. que fue promulgado 

como Código Penal hasta el 10 de junio de 1932. 

Muy al contrario del Código Penal de 1871, el de 1929 padece de 

grandes deficiencias de redacción y estructura, de constantes reenvíos, de 

duplicidad de conceptos y hasta de coutradicciones llagrantcs, todo lo 

cual dificultó su aplicación práctica. 

El mús enérgico deli:nsor del Código Penal de 1929, lo ha sido 

quien también íue su principal autor, el Licenciado José i\lmaraz, quien 

ha producido un autori1.1do comentario sobre el Libro 1, comentario 

redactado, no se sabe si por encargo del Subsecretario o Secretario de 

Gobernación, y el propio Licenciado José i\l;11nan11. reconoce que el 

Código es un código de transición y como tal plagado de deíectos y 

s1\jeto a enmiendas importantes, si bien entre sus mcritos señala el haber 

roto con los antignos moldes de la escuela clásica, y ser el primer cuerpo 

de leyes en el mundo que inicia la lucha concieute contra el delito a base 

de defonsa social e individuali1.ación de sanciones. 

El sistema adoptado para la individuali1,1ción judicial de las 

sanciones resulto un progreso, mediante los mínimos y máximos 

señalados para cada delito, los que se cm\jugaban con la regla siguiente: 

"dentro de los limites fijados por la ley de los jueces y Trib1males 

aplicaran las sanciones establecidas para cada delito, considerado este 

como lUI síntoma de la debilidad del delincuente" (artículo 161 ). Regla 



general que· quedó a su vez limitada o cuando menos estorbada por el 

catálogo de atenuantes y agravantes. 

·Resulta de lo anterior que la inspiracióu positiva que guió a los 

redactores del código no tuvo fiel traducción en su articulado positivo, el 

que fundamentalmente no modificó el sistema anterior de 1871. 

Esto y dilicultades practicas en la aplicación del código, 

particulannente en lo tocante a la Reparación del D:u1o (lo cual este 

código rompió con este viejo sistema, disponiendo, en su articulo 291, 

que "la reparación del d:u1o fonua parte de toda sanción proveniente de 

delito, tal y como lo señala el maestro Arilla Bas"1
'') 

Y a la individualización de la pena pecuniaria, hicieron sentir a los 

Órganos del poder la necesidad de una nueva rcfonna que diera 

salisfacción a las inquietudes científicas recogidas por el mismo Código 

de 1929, pero sólo muy limitadamente. De esta suerte el mérito principal 

del Código de 1929, no foc otro que el de proyectar la integral refonua 

penal mexicana derogando el venerable texto de Martínez de Castro y 

abriendo cause legal a las corrientes modcmas del derecho penal en 

México, todo lo cual, ciertamente, no ha sido poco. 

16 1dcm. 



2.3 CÓDIGO PENAL DE 1931. 

El mal sucedo del Código Penal de 1929 detenninó la inmediata 

designación, por el propio Licenciado Portes Gil, de una nueva Comisión 

Revisora, la que elaboró el Código Penal de 1931 del Distrito Federal en 

Materia del Fuero Común y de toda la República en Materia Federal. Este 

código fue promulgado el 13 de agosto de 1931, por el Presidente Ortiz 

Rubio, en uso de facultades concedidas por el Congreso por Decreto del 

2 de enero del mismo aiio. 

El Código Penal de 1931 para el Distrito Federal y Territorios 

Federales en materia del fuero común y de aplicación en toda la 

República en materia del fuero Federal, se basó en el proyecto fonnulado 

por la comisión redactora que fue integrada por destacados juristas de esa 

época, y en la exposición de motivos del proyecto elaborado por el 

Licenciado Alfonso Teja / .. abre, uno de los miembros de la Comisión, se 

pronuncia en el sentido de que "ninguna escuela, doctrina o sistema es 

válida para fündar íntegramente un Código Penal pues la realidad puede 

dictar la conveniencia de adoptar diversas soluciones pr:1cticas y 

realizables", por lo que el proyecto se declara en ese sentido ecléctico, e 

invoca lns frases: 'no hay delitos, sino delincuentes', superada por la 

fonnula de Quintiliano Saldaiia: 'no hay delincuentes sino hombres'. 

El proyecto agrega que encuentra el fundamento de la pena en que 

es "un mal necesario" y por ello se justifica, para fines intimidatorios, 

ejemplificativos, preventivos, por la necesidad de conservar el orden 

social. 



El Código de 1931, corno lo lmbia sido el de 1871, lile ndoplado 

práciicnmente por todos los estados de la República, que lo reprodi\ieron 

casi a la letra. 

Este Código contiene dos libros, con un tola! de 400 Bis ai1iculos y 

tres artículos transitorios. 

Con relación a ésle ordenamiento existen a tratar cuestiones de 

suma importancia: la relalim a la Constitucionalidad del Código, la 

referente a la exposición de motivos, a la re de erratas y a las reformas de 

dicho cuerpo de leyes: 

Sobre la primera cuestión el distinguido jurista J. Ramón Palacios, 

es de parecer, que toda esta le¡üslación es absolnlamente inconslitucional, 

porque faltando la declaración de estado de guerra, de invasión, ele., con 

aprobación por el Congreso y la suspensión de garantías, y el estado real 

de anonnalidad del país, faltan los presupuestos del articulo 29 

Constitucional; delegación de facultades que no pude cobijarse en la 

teoría de la colaboración, porque tampoco es licito que el Poder Judicial 

sea envestido verbigracia de poderes ejecutivos o de poderes políticos, 

como el de calificar elecciones. a pretexto de autoriwcioncs. 

El Código de 1931, no fue acompañado de Exposición de Motivos, 

pareciendo en dicho ordenamienlo una exposición de motivos presentada 

al Congreso Jurídico Nacional por el Licenciado Alfonso Teja Zabre, en 

nombre de la Comisión Revisora de las Leyes Penales. 

Por otra parte aparece en las ediciones aludidas, la siguiente 

inserción: "Se debe hacer mención especial de que en los trabajos de 

revisión, corrección y redacción final de este Código, prestaron 



colaboración personal y directa:" 

El Licenciado Macedonio Uribc, miembro de la Comisión revisora, 

quien a pesar de no haber aprobado en su integridad el criterio de la 

mayoría, ayudó eficazmente en la tarea de depuración y redacción 

definitiva; y los Licenciados Jusc M. Orti1. Tiradn, Alhc110 R. Vela, 

Francisco Gotmilcz de la Vega y Emilio Pardo Aspe .. así como las 

gestiones y observaciones reali1adas por la Procuraduría (icneral de la 

Nación, Procurndutia dd Distrito y Tcrritmios Federales, Jueces de 

Cortes Penales y Correccionales, Departamento de Salubridad, Cuerpo 

Médico Legal, Departamento Consultivo de la Secretaria de Gobernación 

y Relaciones Exteriores, Comisión Redactora del Código de Comercio, 

Departamento Legal del Banco de México, Asociación de Propietarios de 

llotclcs y Confederación de Cúnmras de Comercio. 

En cuanto a la "fe de erratas" del Código de 1931, es muy 

numerosa, habiendo sido publicada en el Diario Oficial con fecha 31 de 

agosto de 1931, y posterionuente con fecha 12 de septiembre del mismo 

ailo, se publicó en el Diario Oficial, la "aclaración a la fe de erratas del 

Código Penal", estimándose por José Almaraz, que "como la llamada fe 

de em1tas de los códigos de 1931, es una lista de modificaciones 

substanciales de algunos preceptos ya promulgados, carece de valor legal, 

obligatorio (porque ya habían tenninado las facultades expresamente 

concedidas al Ejecutivo y a la Comisión) y justifica las censuras más 

acerbas para sus autores. 

Se trata de un código de 404 artículos de los que 3 sou transitorios 

y que a su correcta y sencilla redacción española une una arquitectura 



adecuada; 

La Comisión Redaclom tuvo en cucnla las siguientes orienlncioncs, 

resumidas por su Presidente el Licenciado Alfonso Tejn Zabre: "ninguna 

escuela ni doctrina ni sistema penal nlguno puede servir para limdar 

ínlcgramcnle la conslrncción de un código penal. Solo es ¡msiblc seguir la 

tendencia ecléctica y pragm;ílica, o sea, practica y n:ali1.ablc. l .a fonnula: 

"no hay delilo sino dclincuenles", debe complclarse asi: "no hay 

delincuentes sino hombres". El dclilo es principalmente un hecho 

contingente; sus cansas son múlliples; es un resullndo de fuem1s 

antisociales. La pena es un mal necesario: se juslifica por distinlos 

conceptos parciales: por la inlimidación, la ejemplaridad, b expiación en 

aras del bien colcclivo, la necesidad de evitar la venganza privada, 

etcétera; pero fundamenlalmenle por la necesidad de conservar el orden 

social. El ejercicio de la acción penal es un servicio público de seguridad 

y de orden. La esencia positiva tiene valor científico como crítica y como 

método. El derecho penal es la fase jurídica y la Ley penal el limite de la 

pol!tica criminal. La sanción penal es "uno de los recursos de la lucha 

contra el delito". IA1 manera de remediar el fracaso de la escuela clásica 

no lo proporciona la escuela positiva; con recursos juridicos y 

pragmáticos debe buscarse la solución principalmcnle por: a) ampliación 

del arbitrio judicial hasla los limites Constilucionales; b) disminución del 

casuismo con los mismos limites; c) individualización de las sru1cioncs 

(transición de las penas a las medidas de seguridad); d) efectividad de la 

reparación del dailo; e) simplificación del procedimiento, racionalización 

(organización científica) del trabajo en las oficinas judiciales y los 



recursos de una política criminal con estas orientaciones: 1.- organización 

práctica de los presos, rcfomia de prisiones y creación de 

establecimientos adecuados; 2.- dejar a los niños del margen de la timción 

penal represiva, sujetos a una política tutelar y educativa; 3.- completar la 

función de las sanciones con la readaptación de los infractores a la vida 

social {casos de libertad preparnloria o condicional, reeducación 

profesional, ele.); 4.- medidas sociales y económicas de prevención. Un 

cuadro muy suticicnlc las orientaciones seguidas por el Código Penal 

puede encontrarse en diversos trabajos del Doctor Josc Án¡tcl Ceniceros 

especialmente "el código penal mexicano", y '"la escuela positiva y su 

influencia en la le¡tislaeión penal 111exicana", cuadernos criminalia, bolas, 

México, 1941. 

El Código Penal de 1931 no es desde luego, un código ceñido a 

cualquiera de las escuelas conocidas respetuoso de la tradición mexicana, 

su arquitectura formal, con mús de una originalidad, sin embargo, es la de 

todos los códigos del 111undo, incluso el 111exicano de 1871; pero por otra 

parte en su dirección interna acusa importantes novedades a las que se 

agrega lo que de autentica modernidad había recogido el Código Penal de 

1929. Además de mantener abolida la pena de muerte, las principales 

novedades consisten en: la extinción unifonnc del arbitrio judicial por 

medio de mnplios míni111os y máximos para todas las sanciones, sin más 

excepción, muy debatida cicrta111cntc qne la señala el articulo 371, 

relativos a robos de cuantía progresiva, lijándose reglas adecuadas al uso 

de dicho arbitrio, en los artículos 51 y 52, los que seílalan a la justicia 

penal mm dirección antropo-social, que es fundamental en la teoría del 
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código, Además fueron lécnicamentc perfeccionados: la condena 

condicional (articulo 90), la tenlativa (artículo 12), el cnculnimicnlo 

(articulo 400), la participación (articulo 13), algunas excluyenles y se dio 

unifonuemente caráeler de pena piiblica a la mulla y a la !:\;paración del 

dailo (mticulo 29). Todo ello reveló un cuidadoso estilo legislativo para 

coJTcgir emires lécnicos en que habían incunido anlerinres legisladores. 

El Código Penal de l'H 1. es un código que ha pcnnilido 

cómodamente ir acopiando experiencias y datos para la elaboración final 

del código que se impone para lo porvenir: el Código Penal de los 

Estados Unidos Mexicanos, instnnnenlo juridieo adecuado de una 

moderna política criminal aplicada a lmlo el país. 

El maestro Arilla Bas, resalla la acción reparadora refiriendo "el 

articulo 29 del Código en vigor, eleva la rcparnción del dailo a la 

categorla de pena pilblica, convirtiéndola en un objeto accesorio de la 

acción penal".17 

n ldcm. 



CAPÍTULO J. 

ASPECTOS llOCTIUNALES. 

3.1 GAnANTÍAS PARA OBTENEn LA LlllEIUAD 

PnOVISIONAL. 

La libertad provisional es una garantía individual, y que 

originalmente la Fracción 1 del articulo 20 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos señalaba: "Inmediatamente qnc lo solicite 

(el acusado) será pncsto en libc11ml bajo de lia1m1 hasta de diez mil 

pesos, según sns circunstancias personales y la gravedml del delito que se 

le impute, siempre que dicho delito no merezca ser castigado con una 

pena mayor de cinco ai1os de prisión y sin m:is requisitos qne poner la 

suma de dinero respectiva a disposición de la autoridad u otorgar caución 

hipotecaria o personal bastante para asegurarla". 

De acuerdo a la primera interpretación de esta fracción se fija 

como límite para obtener la libe11ml provisional que el delito de qnc se 

trate tenga una pena máxima de cinco ai1os. Consecuentemente, el Código 

de Procedimientos Penales de 1931, en su artículo 556 dispuso: "Todo 

acusado tendrá derecho a ser puesto en libertad bajo canción, siempre que 

el máximo de la sanción corporal correspondiente al delito imputado no 

exceda de cinco ai1os de prisión ... ". 

Al respecto existió controversia entre los doctrinarios, pues 

sostenlan que concretamente no podla detcnninarse cual era la pena que 

correspondla al procesado, dentro de los limites mínimos y máximos 



establecidos por el Código Penal, por lo que en justicia deberla de 

entenderse que la Constitución se refcria al ténnino medio aritmético, 

situación que fue aceptada por la Corte, declarando inconstitucional el 

articulo 556 del Código de Procedimientos Penales y atinnó que la 

libertad bajo fian1,1 a la que se refería la fracción 1 del artículo 20 

Constitucional, debería concederse atendiendo al ténnino medio 

mitmético de la pena. 

/\si, por decreto publicado en el Diario Oficial de 2 de diciembre 

de 1948, se refonnó por primera vez la fracción 1 del artículo 20 

Constitucional, estableciendo el principio de que la libertad procede 

siempre que el delito merezca ser castigado con pena cuyo ténnino medio 

aritmético no sea mayor de cinco años de prisión, y llevando el monto de 

la fianza a $250,000.00 como m;\ximo, salvo que se trate de delitos 

patrimoniales, en cuyo caso la garantía serú, cuando menos, tres veces 

mayor ni beneficio obtenido o al dailo causado. 

Consecuentemente a lo anterior, por Decreto publicado en el 

Diario Oficial del 4 de enero de 1984, se refonnó el articulo 556 del 

Código de Procedimientos Penales para adecuarlo al texto Constitucional. 

El nuevo articulo disponía: "Todo inculpado tendrá derecho a ser 

puesto en libertad bajo caución, cuando el ténnino medio aritmético de la 

pena privativa de libertad que corresponda al delito imputado no exceda 

de cinco ai\os de prisión ... ". 

En esta redacción, como bien lo sei\ala Zamora-Pierce, que "el 

nuevo máximo de $250,000.00 vendria a ser insuficiente para garantizar 

la libertad del delincuente en los casos de delitos patrimoniales por 
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elevadas cuantías, ya que de antemano sabían que se le harú electiva al 

sustraerse de la acción de la justicia, para disímtar tranquilamente del 

producto de su delito."18 

Por Decreto publicado en el Diario Oficial del 14 de enero de 

1985, se reíonnó por segunda vez la íracción 1 de la Constitución, 

quedando como sigue: 

"Artlrn/o 211. En todo jnicio del orden criminal tcndra el acusado 

las siguientes garantías: 

lnmediatmnente que lo solicite sera ¡mesto en libertad provisional 

bajo caución, que fijarú el juzgador, lomando en cuenta sus circunstancias 

personales y la gravedad del delito que se le impute, siempre que dicho 

delito, incluyendo sus modalidades, mere1.ca ser sancionado con pena 

cuyo ténnino medio aritmético no sea mayor de cinco m1os de prisión, sin 

más requisito que poner la suma de dinero respectiva, a disposición de la 

autoridad judicial, u otorgar otra caución bastante para ascl\Urarla, IJ¡tjo la 

responsabilidad del Juzgador en su aceptación. 

La caución no excederá de la cantidad equivalente a la percepción 

durante dos años del salario mínimo general vigente en el lugar en que se 

cometió el delito. Sin embargo, la Autoridad Judicial, en virtud de la 

especial gravedad del delito, las particulares circunstancias personales del 

imputado o de la víctima, mediante resolución motivada, podra 

incrementar el monto de la caución hasta la cantidad equivalente a la 

111 ZAMORA·PIERCE, Jesús, (i,mmllat \' Pnl(t:.tt.1 l'rnal, 9a. edición. editorial 
Porrim, México, 1998. p. 166. · 



percepción durante cuatro ailos de salario mínimo vigente en el lugar en 

que se cometió el delito. 

Si el delito es internacional y representa para su autor un beneficio 

económico o causa a la víctima daño y perjuicio patrimonial, la garantía 

será cuando menos tres veces mayor al beneficio obtenido a los da1)os y 

perjuicios patrimoniales causados. 

Si el delito es preterintencimml o impnidcncial, bastará que se 

garantice la reparación de los daños y perjuicios patrimoniales, y se estará 

a lo dispuesto en los dos párrafos anteriores." 

En esta última refonna. se advierte la rcfonna al ténnino ya que 

antcrionncntc se refería a la libertad bajo {ia11;a, que incorrectamente era 

aplicado, ya que si bien la füum1 era la que con mayor frecuencia se 

utilizaba, no era la única fonna de garanti1;1r la libertad, ya que la fim11.1 

queda englobada dentro de la denominación genérica de caución. Al 

respecto en la iniciativa de refonna se dijo quc independientemente de 

que, por razones de técnica jurídica, es preferible hablar de caución y no 

de liani.1, puesto que ésta es solo una especie de aquella, es necesario 

definir, para encauwr el correcto otorgamiento de cste bcuclicio procesal, 

resolviendo dudas y evitando interpretaciones encontradas. 

Así las cosas, por razones de técnica jurídica, es de considerarse 

que el ténnino caución, como garantía patrimonial, entre sus conceptos 

abarca el de fianza y otros tipos de garantía. 

Sobre la cuestión mtalizada, coincidimos plenamente con la 

rcfonna que sustituyó la palabra "fianza" por "caución", en virtud de que 

ésta es el género y aquella la especie, de otra fonna, técnicamente se 



estaría hablando de que la libertad provisional únicamente se concederla 

otorgando una garantía consistente en fianw y no admitiría otro medio 

para garanti1N la libena provisional. 

De esta manera resulta acertado el concepto del maestro Silva 

Silva al refc1ir que "el disfrute de la liberta mediante caución implica que 

una persona se constituya frente al Estado (a través dcl tribunal o del 

Ministerio Público) como fiador de un proceso o potencial pniccsado, con 

la condición de que si incumple con las obligaciones que el Estado 

impone, perdcni el monto con el que aseguró el cumplimiento de las 

mismas."10 

La tercera refonna a la íracción 1 Constitucional, füe por Decreto 

publicado en el Diario Oficial en 3 de septiembre de 1993, para darle el 

siguiente texto: 

"Articulo 20. En todo proceso del orden penal, tendrá el inculpado 

las siguientes garantias: 

l. Inmediatamente que lo solicite, el Juez deberá otorgarle la 

libennd provisional bajo caución, siempre y cuando se garantice el monto 

estimado de la reparación del dailo y de las sanciones pecuniarias que en 

su caso puedan imponerse al inculpado y no se trate de delitos que por su 

gravedad la ley expresamente prohiba conceder este beneficio. 

El monto y la fonna de caución que se fije deberán ser asequibles 

para el inculpado. Eu circunstancias que la ley detennine, la autoridad 

judicial podrá disminuir el monto de la caución inicial. 

111 SILVA Sil\'a, Jorge Alberto, /Jatcho Procl!.ml Pt•nal. 2a. edición, editorial 
Oxfor Unin:rsily Pi= México. 19'J9. p. 519. 



El Juez podrá revocar la libertad provisional cuando el procesado 

incumpla en fonna grave con cualquiera de las obligaciones que en 

ténninos de la ley deriven a su cargo en razón del proceso." 

Para Zamorn-Pierce, esta rcfonua al compararla con su antecedente 

presenta ventajas y desvent~ias: "Lo p1imcro porque, dada su jerarquía de 

nonna Constitucional, constituye una garantía individual aplicable a todos 

los procesados en la República, en tanto que la refonna de los Códigos 

Adjetivos era aplicable, únícamenle, en la medida en que estos lo eran. 

Lo segundo, porque los requisitos que debían satisfacerse para invocar la 

nonna procesal no fücron recogidos por la nonua Constitucional, luego 

entonces, el Juez queda sujdo al dcher imperativo de conceder la 

libertad, aim cuando tenga razones para temer que tal concesión 

constituye un grave peligro social o que el procesado cvadieni la acción 

de la justicia. En lodo caso, debemos aplaudir la rcfonna por cuanto, al 

reducir el número de procesados sujetos a prisión preventiva, ajusta 

nuestro Derecho al principio de presunción de inocencia."~º 

A esta garnntía tienen derecho lodos los procesados de obtener la 

libertad bajo caución, siempre y cuando no se ubiquen dentro de la 

hipótesis en que la ley expresamente prohíbe conceder ese beneficio en 

tratándose de delitos graves. 

Para obtener esta libertad provisional el artículo 556 del Código de 

Procedimientos Penales, exige que el procesado otorgue tres diversas 

garantías: una por el monto estimado de la reparación del daño, otra por 

"'ZAMORA·PIERCE. Ob cil. p. 168. 
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las sanciones pecuniarias que, en su caso, puedan imponérsclc y una 

tercem para caucionar el cumplimiento de las obligaciones que a su cargo. 

se deriven en mzón del proceso. 

Para José Alberto Silva, "estas garantías las llama st•c1111daria.~. 

pnes refiere que estas son medios de contragarantia. y qne seilala qne son 

verdaderas medidas cautelares que evitan que se: aplique otra mc:dida 

cautelar principal, esto es que para dicho autor. la medida cautelar 

pri11cipal o primaria, es decir, la privación provisional de la libc11ad."21 

Al respecto podemos mencionar que tomando el punto de vista 

memmente de una garantía o caución, el razonamiento de José Alberto 

Silva es correcto, ya que la prisióu preventiva es una garantía de que el 

procesado no se evada de la acción de la justicia durante su proceso con 

objeto de asegurar el cumplimiento en caso de una sentencia 

condenatoria, no obstante ello, en tratándose de la libertad provisional la 

garantfa o caución para obtener esta, debe ser de manera económica. 

La cuarta refonna a la fracción 1 del artículo 20 Constitucional, lile 

la que por Decreto publicado en el Diario Oficial el 3 de julio de 1996, 

quedo en los siguientes ténninos: 

"Artículo 20. En todo proceso del orden penal, tendrú el inculpado 

las siguientes garantías: 

l. Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la 

libertad provisional bajo caución, siempre y cuando no se trate de delitos 

en que, por su gravedad, la ley expresamente prohíba conceder este 

21 SILVA Sih-a. José Alberto, Ob. cit. p. ~15. 



beneficio. En caso de delitos no graves, a solicitud del Ministerio Público, 

el juez podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido 

condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la 

ley o, cuando el Ministerio Público aporte elementos al juez para 

establecer que la libertad del inculpado representa, por su conduela 

precedente o por las circunstancia y características del delito cometido, 

un riesgo para el ofendido o para la sociedad. 

El monto y la fonna de caución, que se lije, deberán ser asequibles 

para el inculpado. En circunstancias que la ley detenuine, la autoridad 

judicial podrá modificar el monto de la caución. Para resolver sobre la 

fomm y el monto de la caución, el juez dcherú de lomar en cuenta la 

naturaleza, modalidades y circunstancias del delito; las caractedsticas del 

inculpado y la posibilidad de cumplimiento de las obligaciones procesales 

a su cargo; los daños y perjuicios causados al ofendido; así como la 

sanción pecuniaria que, en su caso, pueda imponerse al inculpado. 

La ley detenninara los casos graves en los cuales el juez podrá 

revocar la libertad provisional." 

A diferencia con el texto anterior, aquí podemos apreciar que la 

libertad provisional sigue siendo una garantía Constitucional para los 

inculpados, que en su caso debe ser otorgada por el juez, con la 

excepción de que ahora ya esa garantía esta limitada, además de que 

como ya se encontraba establecido con anterioridad a que no se trate de 

delitos que por su gravedad la ley expresamente prohiba conceder este 

beneficio, a que el Ministerio Público podrá solicitar se niegue la libertad 

provisional bajo caución cuando el inculpado haya sido condenado con 



anterioridad por un delito gmve, o cuando apol1e elementos al Juez para 

establecer que la libe11ad del inculpado constituya un riesgo para el 

ofendido o parn la sociedad. por la conducta precedente o por las 

circunstancias y características del delito que cometió 

A nuestro parecer, dentro del gran poder que ya esta foeultado el 

Ministerio Público, ahora tiene otra facultad más, lo cual resulta un tanto 

temerario, pues la hipótesis en que se señala que podni solicitar sea 

negada la libeJ1ad provisional en cuanto a que aporte elementos para 

establecer que el inculpado constituye un riesgo para el ofendido o para la 

sociedad, quedara a considcra.:iim del propio Miuistcrio l'úbliw, lo que 

podría llegar a caer en apreciaciom:s meramente sul~ietivas, claro esta que 

ello se pondría a consideración del Juzgador, pcrn esto implicaría de 

cierta manera influir en la decisión de este, aunque por otra parte, ello de 

cierta manern procura como bien lo señala el texto citado, una garantía 

para el ofendido de evitarle un riesgo, que interprct:imlolo puede ser que 

ese riesgo sea hacía su persona o a su patrimonio, en tratándose de que 

sea un delito patrimonial; siendo ya entonces tres circunstancias por las 

cuales el juez puede negar el beneficio de la libertad provisional bajo 

caución al inculpado, de tal mancrn que al respecto de esta circunstancia, 

diversos autores opinan que aleja al principio de presunción de inocencia 

de nuestro derecho penal, pues si bien es cierto que la Constitución otorga 

ya la facultad al Ministerio Público de solicitar sea negada esta libertad 

provisional por circunstancias precedentes a la conducta, también lo es 

que el principio de la presunción de inocencia se basa en que nadie es 

culpable hasta que se demuestre plenamente su responsabilidad penal en 
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la comisión del delilo que se le impute. 

Por otra parte, Gonz.11ez Dustamante, seílala que "las limitaciones 

impuesins por el Estado a la libertad de las personas son medidas 

necesarias que adopta el Poder Pi1blico. en beneficio de la colectividad, 

con el fin de asegurar la marcha nonnal del procedimiento".:: 

Además, podemos encontrar otra diferencia signilicaliva en 

comparación con el lexlo anterior a la relimna que ahora tratamos, esto es 

que ahora la autoridad judicial podní modificar el monlo de la caución, 

esto como lo establece el propio articulo Constitucional, en las 

circnnstancias que la ley detennine, con lo que se aprecia de este tcxlo 

que no solo queda abierta la posibilidad de disminuir el monto de la 

caución, sino que ahora queda abierta la posibilidad de incrementar la 

caución en las circunstancias que la ley detcnninc, esto cs. confonne al 

·Código de Procedimientos Penales. 

Cabe hacer mención que la Constitución no hace otra cosa que 

reconocer el derecho natural del hombre. que es la libc11ad, por tal 

circunstancia coincidimos con Mancilla Ovando, quien sc1lala que "la 

libertad es un derecho natural del hombre, que le es inherente a su propia 

naturaleza desde el momento en que nace, por tanlo, la ley sólo lo 

reconoce, no la concede".23 

Ahora bien, de igual manera se desprende de este texto a la última 

refonna hecha a la fracción 1 del articulo 20 Constitucional, que hemos 

:J GONZÁl.EZ ll11stam.1ntc. Ju.111 José, Pri'1cipws tle lk~cho l'rou.,a/ l'enal 
Aftoxicmw. l!a. edición, editorial Pomí:J. Mé.•ico, 1985. p. 109. 
" MANCILLA Ol~ndo, José Alberto, /AS Gara111/as lndn·/dualt> y su Aplicaci~n 
en el Proccsv Penal. 1a. edición, cdilcrial Pornia, Mé.•ioo, 1997, p. 157. 



referido, nuestro Código de Procedimientos Penales se encarga de 

complementarlo, es decir, al señalar dicha fracción primera que el juez 

podrá negar la libertad provisional, cuando el inculpado haya sido 

condenado con anterioridad, por algún delito calificado como grave por la 

ley, a lo cual el artículo 268 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal, que se encontraba ,;geutc anterior a la rclimna que por 

Decreto fue publicado en el Diario Oficial el día 17 de septiembre de 

1999, el cual en su penúltimo párrafo señalaba un listado de aquellos 

delitos que clasificaba corno graves por afectar de manera importante 

valores fundamentales de la sociedad, que adcmús de scfütlar los delitos 

previstos en diversos artículos del Código Penal para el Distrito Federal, 

también hacía referencia al delito de tortura previsto cu la Ley Federal 

para Prevenir y Sancionar la Tortura, por lo que de mancm categórica y 

1<tjm1te enunciaba los delitos considerados como graves y por ende una de 

las causas por las cuales el juez podr.i negar la libertad provisional b:tjo 

caución. Por otro lado, ya rcfonnado el artículo en mención. vuelve a 

retomar el concepto Constitucional, señalando: " ... son graves los delitos 

sancionados con pena de prisión cuyo ténníno medio aritmético exceda 

de cinco años. Respecto de estos delitos no se otorgará el beneficio de la 

libertad provisional bajo caución previsto en la fracción 1 dd artículo 20 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. El término 

medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la pena mínima y 

la máxima del delito de que se trate y dividirlo entre dos ... "; quedando de 

esta manera perfectamente establecido cual es el delito grave, lo cual es la 

principal circunstancia por la que la libertad provisional bajo caución 

-·------- --- - --- ------ :__,___ 



pueda ser negada ni procesado que la solicite. 

De esta manero, el texto de la fracción 1 del articulo 20 

Constitncionnl, que n lo largo de los años ha sufrido modilicaciones, se 

desprende que en ninguno de ellos señala de manera clara la caución, 

referente a cuales son los montos de las garantias que el procesado debe 

de cubrir para obtener la libertad provisional h<~io caución, ya que si en 1111 

principio se11alaba una cantidad cierta, dicha cantidad no se especificaba 

por que concepto era que se debería exhibir tal cantidad, y se 

fundamentaba únicamente, en algunos casos, al monto del daño causado 

al patrimonio del ofendido, sin embargo, al respecto nuestro Código 

Procesal Penal establece la caución que han de cubrirse para poder 

obtener el beneficio que le concede a todo procesado, que se encuentre 

dentro de la hipótesis prevista por la fracción 1 que nos hemos referido, 

esto es, los conceptos que deberán quedar cubie11os para go1;1r de la 

libertad provisional (obligaciones procesales, posible sanción pecuniaria y 

reparación del daño). 

Para establecer lo anterior es necesario dejar muy claro en que 

consiste la caución, por lo que veremos distintos criterios al respecto. 

Para José Alberto Silva, "es un bien con respaldo económico, esto 

es, que In privación provisional de In libertad, y concebir a In libertad 

como un bien jurídico, es cmtjendo por otro bien de carácter 

económico. "24 

Para Gonz.'ilez Bustnmnnte "In caución es aquella que tiende n 

"SILVA Sil\'a, ob. cil. p. 518. 
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garantizar que el inculpado no se sustraiga de la acción de lajusticia."11 

Mientras que Colín Sánchez, agrega a lo anterior que también lo es 

para que el acusado comparezca a participar en los actos 

procedimentales, cuantas veces sea requerido. 

Mancilla Ovando señala que "la caución es una garantia económica 

que tiene como lin el arraigo del procesado en el lugar donde se le 

cnjuicia."26 

A nuestro parecer, estos conceptos son correctos, ya que 

ciertamente como lo se11ala Gond1lcz Bustamante la caución es un bien 

económico que el procesado debe de exhibir, tal y como el articulo 562 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal establece 

que la caución podrá consistir en depósito en efectivo, hipoteca otorgada 

por el inculpado o por tercems persmrns, prenda, lianrn per:mnal bastante, 

o en fideicomiso de garantia fonnalmentc otorgado. 

Y de igual fonna, lo sc11alado por Colin Sánchez es acertado, al 

referir que también lo es para que el acusado compare1.ca a participar en 

los actos procedimentales, toda vez que la misma Ley adjetiva en su 

diverso artículo 567 le impone al indiciado ciertas obligaciones, entre las 

que señala la de presentarse ante el Ministerio Público o Juez cuantas 

veces sea citado o requerido para ello, obligación de In cual su 

incumplimiento es sancionado con la revocación de la libertad caucional, 

como se advierte de lo establecido por el articulo 568 del mismo 

ordenamiento legal antes citado, y consecuentemente la caución que 

'' GONZÁLEZ Bustanianlc, ob. cil. p. 300 y 301. 
"MANCILLA Ovando, ob. cil. p. l<>I. 



exhibiera para oblener la libertad provisional se hará c!Ccliva. 

En razón de lo antes mencionado, y confonnc al Código Procesal 

Penal, y a los conceplos antes referidos, es acertado el establecer que la 

caución es una garantía purnmcnlc "económica" con el fin de "asegurar" 

que el indiciado se prcsenlc a cumplir con sus obligaciones procesales, 

sea esto ante el Ministerio Público o ante Órgano Judicial. 

Una vez que ya ha quedado establecido el conccplo de caución, es 

necesario saber en que consiste esa caución. 

Originalmente como lo establecía el lexto original de la Fracción 1 

del articulo 20 de la Constitución de 1917, a la interpretación literal, se 

advertía que la caución únicamente era medianlc fimm1, ya que 

textuahnente sel1alaba: " .. .Inmediatamente que lo solicite (el acusado) 

será puesto en libertad bajo de lian1.1 hasta de diez mil pesos ... ", lo cual, 

ello era cuestión de un e1Tor técnico juridico al sc11alar el legislados que 

se trataba de una lihcrtml bajo fimm1, y no bajo caución, lo cual después, 

con las rcfonnas que ya han sido mencionadas anlerionncnte, 

acertadamente se cambia el ténnino fianza por caución, lo cual el Código 

de Procedimientos Penales regula, ya que el texto vigente, en su articulo 

562, establece: 

"Articulo 562. La caución podrá consistir: 

l. En depósito en e!Cctivo, hecho por el inculpado o por terceras 

personas, en la institución de crédilo autori1A1da para ello. El certificado 

que en estos casos se expida, se depositará en la c:\ia de valores del 

Ministerio Público, del tribunal o juzgado, tomándose razón de ello en 

autos. Cuando, por razón de la hora o por ser día inhábil, no pueda 



constituirse el depósito directamente en la institución mencionada, el 

Ministerio Público o el juez recibirán la cantidad exhibida y la mandar;in 

depositar en las mismas el primer día hábil. 

Cuando el inculpado no tenga recursos económicos suficientes 

para efectuar en una sola exhihiciún, el depósito en efectivo, el juez podril 

autori1,1rlo para que lo cfoctlie en parcialidades, de confonnidad con las 

siguientes reglas: 

n. Que el inculpado tcuga cuando menos un aiio de residir en fomm 

efectiva en el Distrito Federal o en su zona conurhada, y dcnmcstre estar 

descmpeilando empico, prol'csión u ocupación licitns que le provean 

medios de subsistencia; 

h. Que el inculpado tenga fiador personal que, a juicio del ju.:z, sea 

solvente e idóneo y dicho fiador proteste hacerse cargo de las 

exhibiciones no efectuadas por el inculpado. El juez podrá eximir de esa 

obligación, para lo cual dcber.i motivar su resolución; 

c. El monto de la primera exhibición no podril ser inl'crior, al 

quince por ciento del monto total de la caución lijada, y dcbeni efectuarse 

antes de que se obtenga la libertad provisional; 

d. El inculpado deberá obligarse a eíeetuar las exhibiciones por los 

montos y en los plazos que le fije el juez; 

11. En hipoteca otorgada por el inculpado o por terceras personas, 

sobre inmuebles cuyo valor fiscal no sea mayor que el monto de la 

caución, más la cantidad necesaria para cubrir los gastos destinados a 

hacer efectiva la garantía en los ténninos del articulo 570 del presente 

código. 



111. En prenda, en cuyo caso el bien mueble deber.i de tener un 

valor de mercado de cuando menos dos veces el monto de la suma lijada 

como caución; y 

IV. En fianza personal bastante, que podrá constituirse en el 

expediente. 

V. En fideicomiso de garantla fonnalmente otorgado." 

Antes de continuar, cabe abrir un paréntesis aquí, para hacer 

mención que la libertad provisional bajo caución, no únicamente puede 

ser solicitada y otorgada por un juc1~ sino también podrá solicitarse ante 

el Ministerio Público, esta situación no se encuentra regulada por nuestra 

Constitución, sin embargo el Código de Procedimientos Penales en el 

articulo 556 seílala que " ... todo inculpado tendrá derecho durante la 

averiguación previa y en el proceso judicial, a ser puesto en libertad 

provisional b;tjo caución. inmediatamente que lo solicite ... ", por ello es 

que el articulo 562 que hemos citado en el párrafo anterior, menciona que 

el certificado que se expida ··se depositarán en la caja de valores del 

Ministerio Público, del tribunal o juzgado"; y de ninguno de dichos 

preceptos se desprende cual es el tipo de caución que se debe e.xhibir ante 

el Ministerio Público, al respecto, a nuestro juicio, coincidimos con lo 

señalado por Colin Sánchez quien acertadamente refiere que "aunque no 

se señala en que consiste la caución, cuando ésta es lijada por el 

Ministerio Público, durante la averiguación previa, debcrú atenderse al 

contenido del artículo 562, antes mencionado, ya que la redacción tan 

amplia impresa a este precepto, aunque no haya sido ese el propósito 

.-- - ------------·-------------~---'-' 
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original, resuelve el problema",27 

Con respecto al Depósito en Efectivo, al respecto el Código 

Procesal Penal refiere que se hará en la institución de crédito autori.-.ada 

para ello, "la única institución oficial autori1.1da para la custodia de los 

depósitos judiciales, civiles o penales, es la Nacional Financicrn, 

S.N.C."28 

Esta expide los certificados respectivos llamados billetes de 

depósito. "Debe reali1A1rse el depósito en el Banco de México o en la 

institución de crédito autori7.:1da para cllo".2
'' 

Acertadamente el precepto legal que estamos analizando establece 

una variante, la cual tomando en cueuta la uaturale:m juridica de esta 

caución, la cual será depositada ante dicha institución y que por razón de 

la hora o día inhábil no sea posible depositar el efectivo, el mismo podni 

ser exhibido ante el Ministerio Público o Juez, con la disposición de que 

se mandará a depositar en la misma institución el p1imer día hábil 

siguiente. 

Creemos qnc esta disposición es una medida para asegurar que no 

se viole la garantía constitucional que todo inculpado que tenga derecho a 

ella, pueda go1i1r de su libertad provisional, esto atendiendo a uno de los 

bienes jurídicos más preciados y protegidos que es precisamente la 

libertad. 

Zl COLiN S:'111chc1 .. ob. cit. (IJ('rcclu1 ,\fcxirmw de J•mutl1111ie11to: .. p,•n11/r.\), p. 
581 l' 582. 
=- PEREZ Palma. Rafücl, Gulu ,/t• Dt•n•clw /'rocc.'.\1.1/ J'rnal, Ja. edición. editorial 
Cárdenas Edilor }'Distribuidor, MC.xico, 1991, p. 550 
n GARC[A Ramil'Cl, Sergio, Curso de IÑrtclm Proce.ml Penal, Sa: edición, 
editorial Pom'•i, México, 1989, p. 624 



Por otra parte se encuentra la hipoteca, la cual puede ser otorgada 

por el inculpado o por terceras personas, sobre inmuebles, que además de 

. que el valor fiscal de éstos no sea menor que el mouto de la caución, nuís 

la cantidad necesaria para cubrir los gastos destinados a hacer efectiva la 

garantfa, este inmueble debe estar libre de gravamen alguno "Se dchc 

presentar certificado de libertad de gravámenes y constancia de pago de 

contribuciones ... .io 

En el caso de la premia, debe ser sobre un bien mueble y que el 

valor de este sea de dos veces el monto de la suma lijada como caución. 

Por lo que hace a la limm1, esta será de manera personal, esto que 

el afianzador debení de responder con el monto total de la liaimt que 

expida a íavor del inculpado para el caso de que este incumpla con las 

obligaciones que contrne con motivo de la libc11ad provisional, y que 

además debe ser bastante, esto es, que debe de cubrir el monto de la 

caución que se le haya lijado al inculpado, la lianza dcbcrú de ser 

expedida por la institución debidamente autori1;ida por la Comisión 

Nacional de Seguros y Fian1.1s. 

El fideicomiso de garantía fi.mnalmentc otorgado, debe ser 

mediante el previo contrato en el cnal una persona lisien o moral 

transfiere la propiedad sobre parte de sus bienes a una institución 

fiduciaria, para que con ello se otorgue la caución. 

Una vez que hemos establecido, en que cosiste la caución que el 

inculpado o procesado debe exhibir para que pueda obtener la libertad 

"' lbldcm. p. 625. 
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provisional bajo caución, y que se ha dicho que la caución es una cierta 

fonna de. asegurar que el inculpado no se sustraiga de la acción de la 

justicia, con la consigna de que en caso de que lo haga, la caución que 

exhibiera, se hnr.i efectiva; por lo que en ese orden de ideas, ahora resulta 

pertinente que entremos a anali1.1r que es lo que realmente se debe 

garantizar con la exhibición de la caución al momento de solicitar y 

obtener la libertad provisional. 

"Al igual que la prisión preventiva, la libertad provisional se ha 

ligado entre nosotros, como es natural, al supuesto de la pena corporal"J 1 

El articulo 556 del Código de Procedimientos Penales, sellala los 

requisitos que halmin de cubrirse para que el inculpado o procesado sea 

puesto en libertad provisional, estableciendo lo siguiente: 

"Artículo 556. Tódo inl'Ul¡mdo tendrá derecho durante la 

averiguación previa y en el proceso judicial, a ser puesto en libertad 

provisional bajo caución, inmediatamente que lo solicite, si se reúnen los 

siguientes requisitos: 

l. Que garantice el monto estimado de la reparación del dallo; 

Tratándose de delitos que afecten la vida o la intcgrid;ul corporal, 

el monto de la reparación no podrá ser menor del que resulte aplicándose 

las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo; 

11. Que garantice el monto estimado de las sanciones pecuniarias 

que en su caso puedan imponérsclc; 

111. Que otorgue caución para el cumplimiento de las obligaciones 

" lbldcm., p. 587. 
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que en ténninos de ley se deriven a su cargo en razón del proceso; y 

IV. Que no se trate de delitos que por su gravedad están previstos 

en el párrafo último del articulo 268 de este Código." 

Para cumplir con los requisitos señalados en las fracciones 1, 11 y 

111, el inculpado lo dcbcni hacer mediante la caucion de la que ya hemos 

hablado, y esto en cualquiera de las fonnas que el propio Código 

establece como caución. 

Por lo que hace a la garnntía relativa a la rc1111ración del dnilo, 

esta sen\ lijada por el Ministerin Público o por el Juez. atendiendo al dailo 

causado, que a primera instancia aparezca, esto es, que se estahleeerá el 

bien jurídico que ha sido afectado, dctenninando el monto estimado de la 

reparación del daño, aqul cabe hacer mención que pm lo que hace a 

bienes muebles o inmuebles, la mayoria de estos se pueden cuantificar sin 

problema alguno, pero existen otros que, por ejemplo siguen siendo 

bienes nmeblcs los cuales su valuación re¡m.:senta un problema, esto es el 

caso de objetos de arte, históricos, etc., los cuales en ocasiones el daño 

que les recae es de dificil valoración económica, en todas estas 

circunstancias es posible tener el auxilio a través de peritajes que 

penuitnn tener un apoyo jurídico para cuantificar el monto del daño que 

se ha ocasionado, lo cual por otra parte, el mismo Código Procesal Penal 

scilala que para cuando se trate de delitos que afcctm1 la vida y la 

integridad corporal, el juez deberá de cuantificar el monto de la 

reparación del dailo aplicando las disposiciones conducentes de la Ley 

Federal del Trabajo (articulo 556 del Código de Procedimientos Penales). 

Por otra parte existe el dailo que no es susceptible a los sentidos de 



11 

los demás, esto cuando se aícctau sentimientos, honor, integridad moral, 

etc., lo cual en nuestro derecho penal es de dificil euantilicación, y que en 

esto lo que se busca es un resarcimiento moral imicmncntc en la victima. 

"Una medida cautelar procesal, como lo es la libc11ad cancional, 

pretende asegurar, en la mayor medida factible, el propósito del proceso: 

en orden a la justicia general, y a los intereses sociales que en ésta se 

depositan; y con respecto a la victima del delito, cuyos bienes jurídicos 

han sufrido menoscabo. Por ello es plausible la posición, congruente con 

la tutela real a la victima, de sujetar la garantía a la rcparnción de dm1o y 

perjuicio". 32 

Por lo que hace a la sanción pccuninriu. se atcnder.i precismnente 

a In mulla que el delito de que se trate tenga prevista, tomando en cuenta 

los mínimos y máximos que el tipo penal establezca para el delito de que 

se trate, es por ello que la írncción 11 del artículo 556 de la Ley Adjetiva 

Penal señala que será un monto estimado que pudiern imponerse en 

cuanto n la sanción pecuniaria. 

En cuanto a las obli¡:acioncs 11roccs11lcs, estas son las 

obligaciones que en ténuinos de Ley, se derivan a cargo del inculpado o 

procesado, en razón del proceso, lo cual nos lleva a la misma opinión ya 

señalada anterionnente, esto es, que la caución que es tendiente a 

asegurar la presentación del inculpado o procesado ante el Ministerio 

Público o Juzgado, con el fin de evitar que se evada de la justicia. Aquí 

cabe mencionar que la mayotía de las veces, los juzgadores al lijar el 

" tbldcm. p. 5%. 
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1nont0 de. la caución concerniente a este concepto toman en cuenta la 

pena de prisión prevista para el delito de que se trate, esto es, que de 

.·acuerdo a los mínimos y máximos establecidos, y la pena de prisión 

. estimada que pudiera imponérscle, es como lijan el monto de la caución 

por concepto de obligaciones procesales. 

Cabe hacer mención aquí, que en cuanto a la fonna en que deberá 

ser presentada la caución, existe un precepto procesal que pcnnite al 

inculpado elegir ésta, esto al momento de solicitar su libertad provisional, 

aunque a este respecto en la practica es poco común que se lleve a cabo, 

ya que el Órgano Jurisdiccional generalmente es quien al !\ja el monto de 

la caución, señala cual es la fonna en que deber;í de presentarse, esto 

qui7 .. 'ÍS se delm a que el precepto legal a que nos rcl'crimos sea en relación 

a una de las causas por las cuales el Juez puede disminuir el monto de la 

caución respecto a las obligaciones procesales, es decir, por la 

circunstancia de que racionalmente conduzcan a crear seguridad de que 

no procurará sustraerse a la aeción de la justicia, seilalamlo así el articulo 

561 del Código de Procedimientos Penales que : "La naturalc:r .. "l de la 

caución quedaní a elección del inculpado, quien al solicitar la libertad 

manifestará la fonna que elige, para los efectos de la fracción V del 

artículo anterior. En el caso de que el inculpado, su representante o su 

defensor no hagan la manifestación mencionada, el Ministerio Público, el 

juez o el tribunal, de acuerdo con el articulo que antecede, fijará las 

cantidades que correspondan a cada una de las fonnas de la caución.". 

Consecuentemente a la concesión de la libertad provisional, el 

inculpado o procesado adquieren obligaciones con el Ministerio Público o 
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. el juez, de acuerdo a la autoridad que siga conociendo de los hechos, asi 

el articulo 567 del Código de Procedimientos Penales se11ala: " ... al 

notificarse ni indiciado el auto que le concede la libertad caueioual, se le 

hará saber qne contrae las siguientes obligaciones presentarse ante el 

Ministerio Público o juez cuantas veces sea citado o reqm:mlo para ello; 

comunicar a los mismos los cambios de domicilio que tuviere, y 

presentarse ante el Ministerio Público, juzgado o tribunal que conozca de 

su causa el din que se le señale de cada semana. En la notificación se hará 

constar que se hicieron saber al indiciado las anh:riores obligaciones, pero 

la omisión de este requisito no libra al indiciado de ellas ni de sus 

consecuencias.". 

Respecto a la obligación de presentarse las veces que sea citado o 

requerido para ello, se encuentra íntimamente relacionado con lo que ya 

hemos comentado, esto es, que al obtener la libertad provisional el 

inculpado o procesado debe de presentarse, esto con el tin de asegurar el 

correcto desarrollo del proceso, al asistir puntualmente a las audiencias 

que sean necesarias, a no ti Ílcarse de todas y cada una de las resoluciones 

que se dicten, y en cualquier otra circunstancia que sea necesaria su 

presencia ante el Ministerio Pí1blico, juez o tribunal. 

Por olro lado, en cuanto a la obligación de comunicar los cambios 

de domicilio que tuviere, esto se deriva de la seguridad que debe de tener 

el Ministerio Público, juez o tribunal para poder notiÍlcar al inculpado o 

procesado de las resoluciones que sean necesarias, así como de 

locali7~1rlo de manera fácil y evitar se sustraiga de la acción de la justicia. 

Por último, respecto de la obligación del inculpado o procesado de 



presentarse un día que el Ministerio Público, juc1. o Tribunal scj\ale, de 

cada semana, ello con la finalidad de tener un control sobre aquel que 

obtiene su libertad provisional, y de igual manera también asegurarse que 

no será evadida la acción de la justicia. Por lo general el Ministerio 

Público, juzgado o tribunal lleva un control sobre el inculpado o 

procesado, 1mra tal electo 1lt: asegurarse que se presente un día a la 

semana, ello indepemlientcmente de que deba de presentarse el día en qne 

sea requerido. 

Por otra pm1e, y si bien nuestra Constitución contierc la garantía 

individual que lo es la libe11ad provisional, y que el Código de 

Procedimientos Penales, es una Ley secundaria que regula tal libertad, al 

igual que se condiciona sn concesión, también es que existen diversas 

circunstancias por las cual se revoque la libertad provisional, y pam ello 

el artículo 568 del Código Procesal Penal, sellala seis hipótesis, además 

de que cuando el juez a su criterio, el procesado incumpla en fonna grave 

con las obligaciones que ya hemos sellalado antcrionneute, es decir, no 

comparezca cuando sea requerido para ello, no se presente el día que se 

seílalc a la semana o que no infonne los cambios de domicilio que hiciere, 

y a éste particular el numeral 568 ya citado seílala: 

"Articulo 568. El juez podrá revocar la libertad cauciona! cuando a 

su criteiio el procesado incumpla en fonna grave con cualesquiera de las 

obligaciones previstas en el artículo anteiior. Asimismo, se revocará la 

libertad cauciona! en los siguientes casos: 

l. Cuando desobedeciere, sin causa justa y comprobada, las 

órdenes legitimas del Tribunal que conozca de su asunto, o no efectue las 
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exhibiciones dentro de los plazos fijados por el tribunal, en caso de 

habérsele autorizado a eíectuar el depósito en parcialidades; 

11. Cuando íuere sentenciado por un nuevo delito intencional que 

merezca pena privativa de libertad, antes de que la causa en que se le 

concedió la libertad esté concluida por sentencia ejecutoriada: 

111. Cuando amena1.1fc a la parte oícndida o a algun testigo de los 

que hayan depuesto o tengan que deponer en su contra, o tratare de 

cohechar o sobomar a alguno de estos últimos. al juez, al agente del 

Ministerio Público o al secretario del juzgado o tribunal que conozca de 

su causa; 

IV. Cuando lo solicite el mismo inculpado y se presente a su juez: 

V. Si durante la instrncción apareciere que el delito o los delitos 

materia del auto de fonnal prisión son de los considerados como graves; y 

VI. Cuando en su proceso cause ejecutoria la sentencia dictada en 

primem o en segunda instancia." 

Por cuanto hace a la primera hipótesis de la Fracción 1, esta se 

refiere a cuando el procesado desobedeciera una orden legítima del juez, 

proveniente de una resolución íundada y motivada, y como ejemplo se 

puede citar aquella resolución en donde el juez ordena la identificación 

administrativa (ficha signalética) o el estudio criminológico del 

procesado, los cuales son indispensables para el juzgador al momento de 

resolver su sentencia para contar con elementos suficientes e idóneos que 

pennitan eícctuar una adecuada individualización de la pena que 

procediere imponerle, o en su caso para proveer lo procedente en su 

resolución definitiva, y para el caso de que el procesado haga caso omiso 
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de ello o se niega a practicarse su identificación y estudio criminológico, 

estarla con. ello desobedeciendo una orden legitima. 

Por lo que hace a la segunda parte de la fracciún 1, esta se refiere a 

cuando el juez haya autorizado efectuar el depósito de la caución en 

parcialidades (a lo cual se refiere el artículo 5ú2 del Código de 

Procedimientos Penales, en su párrafo segundo de la fracción 1 ), y el 

inculpado o procesado, no haya efectuado tal depósito. 

En cuanto a la fracción 11 del citado artículo 5(18, esta se rclicrc a 

la hipótesis de que el procesado que se encuentre en libertad provisional, 

rucrc senteuciado por un delito doloso que prevea una pena privativa de 

libertad, esto aún cuando el proceso en el que se le concedió la libertad 

no haya concluido por sentencia ejecutoriada. 

La fracción 111, se11ala que la libertad provisional se podrá revocar 

cuando el procesado amenace al ofendido o a algún testigo que haya 

declarado o vaya a declarar en sn proceso, ello es cntendiblc en el 

aspecto de asegurar, por una parte, la integridad del ofendido o testigos, y 

por otra parte el asegurar un buen proceso. Asimismo se podni revocar la 

libertad al procesado cuando este trate de sohomar o cohechar a alguno 

de los anteriores, al Juez, al agente del Ministerio Público al Secretario de 

Acuerdos del Juzgado, obviamente cuando estos sean los que conozcan 

de su proceso, para asegurar una imparcialidad, y claro está, por la 

comisión de algún otro delito. 

En cuanto a la fracción IV, que es cuando el propio inculpado o 

procesado lo solicite y se presente a su juez, aquí la ley procesal pennite 

que su propia voluntad intervenga por así convcnirle al inculpado o 
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procesado, lo cual deviene por motivos propios a sus intereses. 

Por su parte la fracción V, señala que si llurante la instmcción se 

acredita que el delito por el cual inicialmente se le instmyó proceso. es de 

los considerndos como grave, lo cual se pod1fa dar al resultar pruebas 

supervenientes que así se llegare a conligurar la ¡:mvedad del delito. 

En la frncción VI hace referencia que cuando ya se haya dictado 

sentencia en primera o segunda instancia, esto es, cuando ya la sentencia 

no admita ya recurso alguno, la libertad provisional qnc le fue concedida 

al procesado podrá ser revocada por el jue1 .. 

3.2 EL PAGO DE LA ltEl'AHACIÓN DEL llAÑO. 

La reparación del daílo, es una de las penas enumeradas en el 

articulo 24 del Código Penal. La reparación implica una sanción que 

reacciona contra el acto u omisión (delictuoso) que produce un daílo. Es 

una pena o castigo para el infractor que recae principalmente sobre sn 

patrimonio. Tiende a reparar la injusticia que ha sufrido la victima. 

Nuestra legislación penal establece que será pena cuando sea exigida 

directamente al delincuente. 

La reparación del daílo "es un derecho subjetivo del ofendido y la 

víctima del delito, para ser resarcidos de los perjuicios causados en sus 

bienes jurídicamente tutelados como consecuencia del ilícito penal". )I 

Es decir, que no solamente el ofendido es el titular del derecho 

" COLIN S.1nchcz, Ob. cit p. 621. 
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subjetivo, sii;o qüe tambiéu las victimas del delito, esto es, que también lo 

son los herederos del ofendido o los que acrediten ante la autoridad que 

conoce del asunto los derechos de indemniwción. 

El delincuente tiene la obligación de reparar el dm1o que causó con 

su conducta. Existen dos deberes: el primero es no causar daño, y el 

segundo en caso de que se cause, surge la obligación de repararlo. Por la 

no reparación del dm1o causado por una persona (delincuente) puede 

responder a otra (tercero obligado); en cuyo caso esta segunda ha de 

tolerar la responsabilidad civil, en caso de que el dclincueute no haya 

cumplido con su deber de reparación. 

Los daños deberian ser evitados. porque cada uno responde por las 

consecuencias de su obrar, y de ahí el miedo que el individuo debería de 

tener a la infracción del derecho. Por otro lado, el causante del daño ha de 

indemni7.arlo en su totalidad, siempre y cuaudo este daño sea real y 

existente. 

Una vez producido el daño, las nonnas jurídicas penales, pretenden 

como solución ideal restablecer la situación en que se hallaba el 

perjudicado al cometerse el ilícito productor del daño, de manera que 

aquél se encuentre en la misma situación en que se encoutraba si el hecho 

dañoso no se hubiese producido. Si el restablecimiento de la situación 

originaria no es posible, se acudirá, entonces, a la indenmi7.1ción en 

dinero. 

"La acción en pago de la responsabilidad exigible a terceros es de 

competencia del juez penal que conoce del proceso. Por excepción serán 

competentes para conocer de ella los jueces de lo civil, en el caso 



previsto en el articulo 539".:1-1 

La reparación del daño tiene un doble car:ictcr: de pena pública, 

cuando deba ser hecha por el delincuente y solicitada de oficio por el 

Ministerio Público en el proceso, pero cuando la misma n:paración deba 

ser exigida a terceros, tendrá el carúctcr de responsabilidad civil, y el 

ofendido o la victima la podnin hacer valer a trnvcs de un incidente ante 

el Órgano Jurisdiccional que conoce de la causa peual hasta antes del 

cierre de instrucción, o bien. por la ,;a civil, después de que se haya 

dictado la sentencia en el procedimiento penal, de lo cual el maestro 

Rivera Silva se pronuncia de la siguiente fonna '"no se puede exigir la 

reparación del daño anle autoridades civiles. cuando el proceso no se ha 

tenninado, teniendo forzosamente que acudir a éste". 11 

Lo cual nos hace creer que para CI seria ideal el poder acudir a la 

instancia civil, independientemente de que el proceso penal tennine o no, 

con lo cual estamos medianamente de acuerdo, sin embargo consideramos 

que lo ideal sería que el proceso penal diera solución a la reparación del 

daño, lo cual es el punto central de este estudio. 

De esta manera la reparación del daño, al tener el carácter de pena 

pública su exigibilidad es ajena a la voluntad del ofendido, y como ya se 

dijo, debe ser solicitada de oficio por el Ministerio Público, con el cual 

podrá coadyuvar el ofoudido, su derechohabicntes o su representante 

legal, y además como coadyuvantes podrán comparecer a las audiencias, 

" PIÍREZ Paln.i. llnfacl. Oh. cit. p. 525 
1~ RIVERA Sih·a. Manuel fl l'rocedimlenlo Penal, 22a. edición, editorial Porrúa. Mé:dco. 191Jl, p. 
393. 
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alegar y apelar en lo relativo a la reparación del daño, la cual por otra 

parte no esta sujeta a transacciones o convenios entre ofondidos o 

responsables, ya que está será lijada por el juez, sin que nada tenga que 

ver la capacidad económica del obligado penal a pagar el monto de los 

daños, aunque por otrn parte la reparación es renunciable por el ofendido, 

sin que ello implique una absolución al obligado penal, sino que el único 

efecto que produce es el que su importe se aplique al Estado. Aquí es 

necesario hacer un paréntesis para reflexionar sobre este punto, en donde 

consideramos es vcnhtjosa la ley en ese sentido ya que como bien lo 

reliere el maestro Ramírcz Delgado "el Estado no puede (o a nuestro 

criterio no debería) atrngarsc inmediatamente este benclício sin antes 

velar por los intereses de la comunidad, de manera qne existiendo 

familiares que subsistan o dependan del ofondido no se podría renunciar a 

la reparación del dmio, excepto obviamente cuando no haya familiares 

dependientes de él, entonces sí se podrú renunciar en favor del Estado. 

Además que a éste ya le esta asignada cspeeialmente la mula". 1
" 

Además, el crcdito por la sanción pecuniaria como reparación del 

daño, es preferente a cualquier otra obligación contraída con 

posterioridad al delito de que se trate, aún y en presencia del crédito al 

Estado por la pena pecuniaria relativa a la multa, ya que si no se llega a 

cubrir todo el importe de la multa, se cubrirá preferentemente la 

reparación del daño, y su cobro será administrativo, es decir, por el 

procedimiento económico coactivo. 

"'RAMiREZ Delgado, 11.in Manncl, /'en11/ogla, 1n. edición. editorial l'orrúa. México, 1997, p. 8t 
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En caso de participación de varios responsables del delito, la 

reparación del daño será mancomunada y solidaria. 

La muerte del delincuente que extingue la acción penal y las 

sanciones, no lo es el de la obligación de reparar el da1io. 

Asimismo la sustitución y conmutación de sanciones, la libertad 

preparatoria, la condena condicional, la amnistia y el indulto no extinguen 

ni liberan de la reparación del dai\o. 

Asi las cosas, y retomando la idea de que la reparación del dai\o es 

una pena pública, y como tal el Ministerio Público tiene la obligación de 

solicitar, en su caso, se condene a tal pago tal y como lo establece el 

propio articulo J 1 Bis el cual se1\ala "En todo proceso penal el Ministerio 

Público estará obligado a solicitar, en su caso la condena en lo relativo a 

la reparación del dai\o y el juez a resolver lo conduci:nte", esto en 

ténninos procesales, el juez es solicitado por el Ministe1io Público para la 

imposición de las sanciones penales, aunque la Ley sea omisa al respecto, 

pero en el artículo mencionado, la pretensión punitiva es una solicitud 

expresa que hace el representante social al Órgano Jurisdiccional, de que 

se condene a la reparación del dai\o, en el caso de demostrarse la 

responsabilidad penal, ello sin dejar de tomar en cuenta, que la reparación 

del dailo junto con la multa, es parte de la pena pecuniaria, la cual queda 

comprendida dentro del ténnino generico de las sanciones. 

De esta manera al ser solicitada la condena al pago de la 

reparación del dai\o el juez debe de tomar en cuenta las pmebas que al 

respecto obren en el proceso, y consecuentemente al Ministerio Público le 

incumbe la aportación de las prnebas durante el proceso, para dctcnninar 
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la naturale1A1 y monto del daño causado, para que el Órgano 

Jurisdiccional al momento de dictarse sentencia delinitiva condene al 

sentenciado al pago de la misma en favor del ofendido o la víctima del 

delito, ya que si el juez que conoce de la causa no encuentra elementos en 

el proceso para cuantilicar el dai\o causado, por ende absolverá al 

responsable del delito del pago de la reparación del dai\o. 

/\ nuestra consideración cuando el Ministerio Público aporta las 

¡machas suficientes al proceso para detcnninar la naturaleza y monto de la 

reparación del da11o causado y, al lijar la pretensión punitiva en sus 

conclusiones, está cumpliendo con sn obligación constitucional y 

procedim.:ntal de solicitar al juez condene al sentenciado a la reparación 

del daño. 

Por su parte el articulo 30 del Código Penal establece: "La 

reparación del daño comprende: 1.- La restitución de la cosa obtenida por 

el dclilo y si no li1cre posible, el pago del precio de la misma; ll.- La 

indemni1A1ción del daño malcría! y oral causado, incluyendo el pago de 

los tratamientos curativos que, como consecuencia del delito, sean 

necesarios ¡mra la recuperación de la salud de la victima. En los casos de 

delitos contrn la libertad y el nonnal desarrollo psicosexual y de violencia 

familiar, además se comprenderá el pago de los tratamientos 

psicotcrapéuticos que sean necesarios para la víctima; 111.- El 

resarcimiento de los perjuicios ocasionados.". 

/\si pues, la rcparnción del dai\o queda satis!Ccha con la 

devolución de la cosa obtenida por el delito y cuando ello sea imposible, 

con el pago del valor de la cosa, esto basado en una valuación intrínseca 
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de In cosa, como ejemplo podemos citar el delito de robo en el que se 

diera un apoderamiento de un vehículo, en donde el responsable penal 

resultara condenadn a restituir dicho vehículo y que en caso de no ser 

posible esto, debení de pagar el impm1e del mismo, basado en una 

valuación pericial. 

Por In que hace a la fracción 11 dd articulo que nos encontramos 

comentando, en donde establece la indemnización del dai\o malerial. que 

comprende los dai\os y perjuicios, esto es, que como dmio entendamos 

como ya ha quedado precisado en el apartado respectivo, a la pérdida o 

menoscabo sufrido en el patrimonio del ofondido, y asimismo el daiio 

moral como la afectación que una persona sufre en sus sentimientos, 

afectos, creencias, decoro, honor reputación, vida privada y aspectos 

llsicos, o bien en la considcrnción que de sí mismos tienen los demás. Por 

ello consideramos que habrá dai\o mornl cuando se vulnere o menoscabe 

ilegítimamente la libertad o la integridad llsica o psiquicas de las 

personas. 

El monto de los dai\os mornlcs, por sus características no tangibles, 

es dillcil su cuantificación, pero se puede acreditar, aunque al respecto 

nuestro Código Penal vigente no regula de fonna expresa una base sobre 

la cual se pncda cuantificar el monto de dicho dai\o para proceder a su 

pago en cantidad liquida. A este respecto Díaz de León se pronuncia en el 

sentido de que "la adición a esta fracción 11 es equivocada e innecesaria, 

por estar comprendida en la primera parte de la misma. ,,J? 

11 DIAZ De León, Marco Antonio, Código l'tnal }'ara el /Ji.r;trilo FeJem/ Com~ntado, la. cdiciétn,. 
editorial Pomia, Méxioo. 2001. p. IH. 



Ahora bien, en todos los delitos al sujeto pasivo se le ocasio1rn un 

dnílo moral, sin embargo, en la práctica el Ministerio Público al rcali1A1r 

sus conclusiones no hace nn verdadero rawnamiento jurídico para 

solicita~ la condena al pago del daño moral, por lo que en consecuencia. 

si el Ministerio Público no solicita su pago y precisa también s11 monto, el 

juez se verá imposibilitado para invadir esa limción y subsanar tal 

deficiencia. Por otra parte el articulo 55(i fracción 1 párrafo seg11ndo del 

Código de Procedimientos Penales establece que: " ... tratúndose de delitos 

que afecten la vida o la integridad corporal, el monto de la reparación del 

daño no podrá ser menor del que resulte aplicándose las disposiciones 

relativas de la Ley Federal del Trabajo ... ". 

Por lo que hace al resarcimiento de los perjuicios causados, a 

nuestro criterio, éstos se hallan comprendidos en la inde111ni1;1ción del 

daño material, razón por la cual, resulta superfluo la fracción 111 del 

articulo 30 del Código Penal en comento. 

El fundamento legal de lo mencionado con antelación se cncncntrn 

establecido en el artículo 29 del Código Penal el c11al dispone lo 

siguiente: 

"ARTICULO 29.- La sanción pecuniaria comprende la multa, la 

reparación del daílo y la sanción económica. 

La multa consiste en el pago de una cantidad de dinero al Estado, 

que se fijará por días mulla, los cuales no podrán exceder de quinientos, 

salvo los casos que la propia ley sc11alc. El día multa equivale a la 

percepción neta diaria del sentenciado en el momento de consumar el 

delito, tomando cu cuenta todos sus ingresos. 
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Para los efoctos de este Código, el límite interior del día multa será 

el equivalente al salario mínimo diario vigente en el lugar donde se 

consumó el delito. Por lo que toca al delito continuado, se atenderil al 

salario mínimo vigente e11 el mmncnlo consumativo de la última conduela. 

Para el pcmrnncnlc, se considerará el salario 111imn111 en vigor en el 

momento en que cesó la consumación. 

Cuando se acredite que el sentenciado no puede pagar la mulla o 

solamente puede cubrir parte de ella, la autoridad judicial podrá 

sustituirla, total o parcialmente, por prestación del trabajo en favor de la 

comunidad. 

Cada jornada de trabajo saldará un día mulla. Cuando no sea 

posible o conveniente la sustitución de la multa por la prestación de 

servicios, la autoridad judicial podrá colocar al seuteuciado en libertad 

bajo vigilancia, que no excederá del número de dias mulla sustituidos. 

Si el sentenciado se negare sin causa justificada a cubrir el importe 

de la multa, el Estado la exigirá mediante el procedimiento económico 

coactivo. 

En cualquier tiempo podrá cubrirse el importe de la multa, 

descontándose de ésta la parte proporcional a las jornadas de trabajo 

prestado en favor de la comunidad, o al tiempo de prisión que el reo 

hubiere cumplido tratándose de la mulla sustilutiv;1 de la pena privativa de 

libertad, caso en el cual la equivalencia será a razón de un día multa por 

w1 día de prisión. 

Tratándose de los delitos contemplados en el titulo décimo de este 

Código, cuando como consecuencia del acto u omisión se obtenga un 
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lucro ,o ·se.causen daños y perjuicios se aplicará la sanción económica que 

·consistirá en la aplicación de hasta tres tantos del lucro obtenido y de los 

daños y perjuicios causados. 

, Para los efectos de este Código se entiende por salario mínimo el 

salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal". 

Siendo en este sentido la multa de alguna mancrn un cobro que 

hace el estado al reo, y al respecto el maestro Dia1. de León señala "Se 

trata propiamente no de una pena, sino una especie de medio que le 

produce dinero al Estado por la comisión del delito.".is 

Ahora bien por cuanto hace a las personas que tienen derecho a la 

reparación del dailo, los son en el siguiente orden: 

1.- El ofendido: 

2.- En caso de fallecimiento del ofendido, las personas que 

dependiesen económicamente de él al momento del fallecimiento, o sus 

derechohabientcs. 

De aquí se desprende que d ofondido o la victima, son los que 

tienen en primer lugar el derecho a la reparación dd dailo, debido a que 

son ellos quincs resienten directamente la acción dai\ina, y en segundo 

lugar aquellos que a pesar de no ser víctimas directas, son terceros que ya 

sea en lo económico o en lo moral, tienen o tenían una dependencia 

directa con quien falleció o quedó inhabilitado para seguir 

proporcionándola (cónyuge, concubina, concubina, hijos, ascendientes, 

descendientes), lo cual se encuentra perfectamente estabk-cido en el 

" lbldcm., p. 141. 
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articulo 30 BiS del Código Penal, 

Et articulo 31 del mismo Código Penal señala: 

"La reparación del daño será lijada por los jueces, según el dm1o 

que sea preciso reparar, de acuerdo a las pruebas obtenidas en el proceso. 

Para los casos de reparación del dal1o causado con motivo de 

delitos culposo, el ejecutivo local reglamentara, sin pc~juicio de la 

resolución que se dicte por la autoridad judicial, la fomm en que. 

administrativamente, deba garantizarse mediante seguro especial dicha 

reparación." 

La primera parte de este articulo, establece cierto arbitrio judicial 

en la fijación de la cantidad de la reparación; el juzgador para adecuar la 

sanción correspondiente al delincuente, no sólo debe atender a la 

valuación del daño mismo, sino dcbeni tener en cuenta las condiciones 

económicas que se hayan establecido durante el proceso. 

El juez deheni "tomar conocimiento directo del sujeto 

(delincuente), de la víctima y de otros elementos dl' juicio."''' 

La reparación del dm1o será lijada por los jueces. La ligurn de la 

coadyuvancia, no llega a ser del todo fücil ya que en principio e 

independientemente de aportar pmebas que hagan responsable al 

procesado de la reparación del dal1o, también tiene que acreditarlo para el 

efecto de poder repararlo. El dal)o material puede ser cuantiiicable, su 

fijación debe estar detenninada en cantidades, que encuentren su 

fundamento en las pmebas del proceso. Su monto se encuentra 

" CÓ[)JGO N:N..tl. A,\'01;1Do. Conicnt1do por llaúl Cnmmca )' Trujillo )' Raúl Cnnanca y Rims. 
12a. edición, cdilorial Pomm, México. 199R, p. IR3 
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debidamente acreditado en autos, tanto como con el diclmnen pericial 

sobre el valor de los dmlos causados, como por los documentos exhibidos 

y que demuestren los gastos erogados por los ofendidos con motivo del 

delito. El proble111a se encuentra en el daño 111oral. que por su naluralc1a 

no es fácil cuantificar. En una de las tantas rcfonnas que ha sufrido 

nuestro Código Penal, se suprimió el articulo 31. cu lo referente a la 

fijación del 111onlo de la reparación del datlo atendiendo a In c:ipacidad 

económica del delincuente. aunque en la práctica algunos de nuestros 

juzgadores la utilimn en lo que respecta a la indemnización del dai\o 

111oral, ya que el juzgador no tiene otra base para lijar su monto, lo único 

que tiene es su prudente arbitrio, por lo que es de gran trascemlcncia la 

situación cconó111ica del acusado. 

El segundo púrrafo del articulo 31 del Código Penal, establece un 

seguro obligatorio, que como ejemplo lo es el caso de delitos cometidos 

por lrúnsilo de vehículos. "En muchos paises europeos, runciona un 

seguro obligatorio de accidentes administrados por el Estado y que lodo 

automovilista debe contratar para poder transitar en el país. " 111 

En México no se le ha dado cu111plimicnto al úlli1110 púrrafo del 

articulo 31 del Código Penal, en virtud de que no se ha reglamentado el 

seguro. En 1997 se creó un seguro lla111ado Seguro Único de Vehículos 

Automotores (SUYA). este seguro tenia el canlcter de obligatorio (debla 

entrar en vigor el 1 º de julio de 1998), y su finalidad cm amparar al 

automovilista contra dmlos iisicos a terceros, se concibió como 1m apoyo 

'"lbldcm, p. 185 
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cuya finalidad era proleger económicamenlc a las víctimas de los 

accidentes de lránsito en el Distrito Federal y a sus familias, que 

generalmente son las más desvalidas de la sociedad. El SUVA no cnbria 

el dnño moral, ni material, solo se hacia responsable de los gastos 

médicos, hospitalización, indcmni1"1ción por incapacidades, pérdidas de 

miembros, fallecimienlo y gaslos fünerarios. Sin embargo este seguro, no 

se llegó a aplicar como obligalorio, debido que para aplicarlo se 

neccsilaba la obligaloricdad del mismo en todo el territorio nacional. En 

la aclualidad se sigue discutiendo su aplicación. debido a la gran 

magnitud de accidentes de tnínsito que a diario se el'cctimn. 

El articulo 31 Bis del Código Penal eslablecc: 

"En todo proceso penal el Ministerio Público estar:í obligado a 

solicitar, en su caso, la condena en lo relativo a la reparación del daño y 

el juez a resolver lo conducente. 

El incumplimiento de esta disposición sera sancionada con multa 

de 30 a 50 días mulla." 

Por lo qne rcspecla al a11ículo antes citado, ya nos hemos referido 

con anterioridad. 

Ahora bien, nos referiremos al tercero obligado, quien es la 

persona civilmente responsable de la reparación del daño producido por 

el delito, este tiene qnc responder de las consecuencias inherentes del 

delito (de orden patrimonial). cometido por un sujeto por el cual deba 

responder. "Es la persona que por llamamiento o espontáneamente se 

introduce en el proceso penal como objeto secundario del mismo, 

atribuyéndosele responsabilidad indirecta, por causa del dailo que habría 



producido el imputado al cometer el hecho objeto del proceso (delito), 

cuya indemnización o reparación se prclende.'..i 1 

El articulo 32 del mismo Código Punitivo señala a los obligados a 

reparar el dailo, lo cual lo hace en el siguiente orden: 

1.- Los ascendientes, por los delitos de sus descendientes que se 

hallaren bajo su patria potestad. 

2.- Los tutores y los custodios , por los delitos de los incapacitados 

que se hallen bajo su antoridad. 

3.- Los directores de internados o talleres, que reciban en su 

establecimiento discípulos o aprendices menores de 16 ailos, por los 

delitos que ejecuten éstos durante el tiempo que se hallen bajo el cuidado 

de aquellos. 

4.- Los dueños, empresas o encargados de negociaciones o 

cstableeimicntos mercantiles de cualquier especie, por los delitos que 

cometan sus obreros, jomalcros, empicados, domésticos y ar1esanos, con 

motivo y en el desempeño de su servicio. 

5.- Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o 

gerentes directores, en los mismos ténninos en que, confonne a las leyes, 

sean responsables por las demás obligaciones que los segundos 

contraigan. 

Se exccptim de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en todo 

caso, cada cónyuge responderá con sus bienes propios por la reparación 

del dailo que cause. 

41 CLARIA-OLMEDO, citado por Sergio Garcla Rmnlrcl y Vicioria Ad.1to de lb;ura. /,ro11tudrü1 dtl 
Proce.'io /'en~/ Mexicana, cd. Ponua. Mé..xico, 1985, p. 59.f. 
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6.- El Estado, solidariamente, por los delitos dolosos de sus 

servidores públicos realizados con motivo del ejercicio de sus funciones, 

y subsidiariamente cuando aquellos fueren culposos. 

Para algunos autores. este aspecto resulta muy cuestionable, como 

tal es el caso del maestro RamirCI. Delgado, quien sei\ala al respecto que 

"esta enumeración que hace la propia ley de las personas que deben 

responder por los dailos causados por otra, se viola la prohibición del 

Articulo 22 Constitucional de que las penas no pueden trascender más 

allá del responsable del delito. "11 

Sin embargo, nosotros consideramos que esta situación garantin 

de cierta fonna el pago de la reparación del daño al ofendido o victima, 

estando éstos últimos en la posibilidad de obtener dicho pago de 

cualquiera de las personas antes mencionadas, y aunque los que arriba se 

enumeran no son responsables del delito, si tienen la obligación a reparar 

el daño, tal y como lo sei\ala Gmmllcz de la Vega al rclcrir: " ... se 

enumera a los terceros no responsables del delito pero obligados a reparar 

el daño en fonna de responsabilidad civil. Como esta obligación no tiene 

el canícter de pena pública, no puede hablarse de que los preceptos que la 

rcglmncntan sean, por su trasccndentalidad, violatorios al artículo 22 de la .. 
Constitución"1J 

Por lo que como ya se dijo, y si bien la reparación del dai\o 

exigible a terceros no tiene el carácter de pena pública, la misma puede 

" RAMIREZ Delgado. Ob. cil., p. 83. 
0 GONZÁLl!Z De Ln Vega, Francisco, f.1 Cótl1~cJ Penal Comrn1aclo. 7u. edición. editorial Pomi.1, 
México, 1985. p.126. 
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ser exib~da por el Ministerio Público, en donde el ofendido o sus 

dcrcchohabientes podrán aportar las prncbas que estimen necesarias al 

Ministerio Público o al juez, ello para demostrar la procedencia y monto 

de dicha reparación. 

La reparación del dailo exigible a terceros, se tramita por vía 

incidental. "El incidente de reparación del dailo exigible a persona 

distinta del inculpado, consiste como su nombre In indica, a pedir la 

reparación del dailo, no al sujeto activo del delito, sino a alg1ma de las 

personas que el articulo 32 del Código Penal señala. "1
' 

El incidente dcbení de promoverse ante el jne1. o tribunal que 

conoce la acción penal, en cualquier estado del proceso hasta antes del 

cierre de instmcción, la responsabilidad civil solo se declamrú a instancia 

de la parte ofendida, contra las personas que seilala el articulo 32 del 

Código Penal (artículos 532 y 533 del Código Procesal Penal). 

Si la re1mración del daño no se obtiene por la via penal, entonces 

se rccurriní a la vía civil. "Cuando la parte interesada en la 

responsabilidad civil no promoviere el incidente a que se refiere el 

presente capítulo, después de fallado el proceso respectivo, podrá exigirla 

por demanda puesta en la fonna que detenninc el Código de 

Procedimientos Civiles, según fuere la cuantía del negocio y ante los 

tribunales del mismo orden" (articulo 539 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal). 

En el escrito que inicie el incidente se expresaran sucintamente y 

"GARCÍA Ramhc1. Sergio y Victoria Adato de lbarrn, Ob. cit.p. 183 
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numerados, los hechos o circunstancias qne hubieren originado el dai\o y 

se fijará con precisión la cuanlia de éste, así como los conceptos por los 

que proceda (artículo 534 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal). 

Con el escrito a que se refiere lo anterior. y con los documentos 

que se acompai\en, se dará vista al demandado, por nn plazo de tres días, 

transcurrido el cual se abrirá a prueba, en su caso el Juez, a petición de 

cualquiera de las partes, dentro de tres días oirá en audiencia verbal lo 

que estas quisieran exponer para linular sus dcn:d1os, y en la misma 

audiencia declamni cerrado el incidente que fallani al mismo tiempo que 

el proceso o dentro de 8 llias, si en este ya se hubiera pronunciado 

sentencia (articulo 536 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Federal). 

Las notificaciones, asi como las providencias precautorias que 

pudiere intentar el ofondido se regimn por lo dipsuesto en el Código de 

Procedimientos Civiles (articulo 537 del Código de Procedimientos 

Penales para el Distrito Federal). El fallo que se dicte será apelable en 

ambos erectos, por las partes que en el intervengan (articulo 540 del 

Código de Procedimientos Penales para el Disllito Federal). 

Es importante hacer un señalamiento al respecto de este incidente, 

en el cual persigue intereses particulares o privados, siendo que la 

naturaleza del derecho penal es el de perseguir el intcrcs social o público, 

de lo cual hace notar acertadamente Rivera Silva, set1alm1do que con el 

fin de corregir esta situación el legislados incorporó la reparación del 

dm1o al ámbito del derecho penal, y le "otorgaron la calidad de pena, sin 

-·-------'-



hacer hincapié en que las penas trascendentales están prohibidas y que si 

In reparación del daño es pena, en cuanto que es exigible a terceros, 

resulta trascendental, n pesar de lo que en contrario se diga en el mismo 

Código Penal".'ª 

3.3 CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA. 

Respecto al cumplimiento de la sentencia, el maestro Arilla B•L~ ha 

planteado dos hipótesis: "¿tienen el condenado el deber jurídico de 

cumplir con la pena o es el Estado quien tienen un den:cho de ejecutarla?, 

señalando que la solución a este problema se encuentra en la propia 

legislación mexicana, y en lo conducente a las penas pecuniarias, multa y 

reparación del daño, originan un crcdito a fovor del Estado o el ofendido, 

respectivamente. "1
" 

Ahora bien, el papel de la sentencia en el proceso penal, es simple 

de comprender, pero para ello es indispensable establecer su contenido, 

fin y objeto. 

Por lo que hace al contenido esto es todas las actuaciones hechas 

durante el proceso, esto es, la fonna concreta en que el juez plasma su 

decisión. 

En cuanto al fin de la sentencia, este se traduce en la aceptación o 

negación de la pretensión punitiva, a través de la valoración que el juez 

hace del cúmulo probatorio, siendo esto la comprobación o no del cuerpo 

"RIVERA Sil\11, Manuel, Ob. ci1., p. J92·394. 
.. ARILLA IJ.'lS, Femando, Ob. cil. p. 249. 
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del delito y la responsabilidad penal del sujeto activo. 

Por su parte el o~jeto, en sentido amplio, abarca los siguientes 

aspectos: 

"11) la pretensión punitiva, h) la pretensión del acusado a la 

declaración de inocencia, e) el encuadramiento de su conducta dentro de 

una especie o modalidad del tipo, y d) la pretensión del ofendido a ser 

resarcido del dmio" .'17 

Siendo n éste último aspecto al cual nos avocaremos, ya que para 

nuestro tema es de suma importancia la pretensión no sólo del ofendido, 

sino además la pretensión del Ministerio Público al respecto, esto en su 

calidad ele representante social. 

Es prescindible retomar la legislación penal. ya que el articulo 33 

del Código Penal señala: 

"La obligación de pagar la sanción pecuniaria es preferente con 

respecto a cualesquiera otras contraídas con postc1ioridad al delito, a 

excepción de las referentes a alimentos y relaciones laborales." 

Aquí cabe recordar que nos referimos a la sanción pecuniaria en su 

doble interpretación, tanto la multa impuesta, como a la reparación del 

daño, esto es que la reparación del daño, tendrá preferencia frente a otras 

obligaciones, impidiendose en lo posible, la burla o frandc a los ofendidos 

por parte del delincuente. Desde que el Juez dicta el auto de fonnal 

prisión en donde se encuentra acreditado el cuerpo del delito, cnando este 

preve pena privativa de libertad, claro está, y además se concede la 

"COLIN S.inchc1. ob. cil. p. 486. 



libertad provisional, se toman las providencias necesarias para restituir al 

ofendido en sus derechos, con el fin de gamnti7N la reparación del dai1o. 

Aquí se trata de proteger a la víctima del delito de posibles insolvencias 

del delincuente, que le impidan el pago de la reparación del da11o."" 

Cuando la sentencia condenatoria causa ejecutoria, nace la acción 

del cobm del importe de la reparación a que el sentenciado hubiere sido 

condenado, haciéndose electiva dicha acción con preferencia de las 

obligaciones que se hubieran adquirido con posterioridad. 

"La preferencia cxccptíia a las obligaciones rd'crcntcs a alimentos 

y a las relaciones laborales ya que los acreedores tanto alimentarios como 

laborales no tienen porque sufrir en agravio de sus legítimos intcn~ses, en 

cuanto es posible evitarlo, las consecuencias de la conducta delictiva del 

deudo". 49 

La disllibución del importe de la sanción pecuniaria se encuentra 

establecida en el ai1ículo 35 del Código Sustantivo, el cual seílala que la 

sanción pecuniaria impuesta por el juigador al sentenciado, se distribuirá 

entre el Estado y el ofendido por el delito, al primero se aplicará el 

importe de la multa impuesta. y al segundo la reparación del daílo que 

haya sufrido, pero cuando el sentenciado no cuenta con la suficiente 

capacidad económica para pagar ambas sanciones, se daní preferencia a 

la reparación del daílo, y en su caso, proporcionalmente entre los 

ofendidos, esto al se11alar expresamente que: 

411 DIAZ de León, Marro Antonio, <'ód1j.!t1 /'r1111/ Pam ti /)isrrito Fftlrral Comrnlado, Ob. cit p. 
163. 
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Mé.,ico.1994, p. 119. 



"El importe de la sanción pecuniaria se distribuirá: entre el estado 

y la parte ofendida; ni primero se aplicará el importe de In multa, y a In 

segunda el de la reparación. 

Si no se logra hacer electivo todo el importe de la sanción 

pecuniaria, se cubrirá de preferencia la reparación del da1)0, y en su caso, 

a prom1ta entre los ofondidos. 

Si la parte ofendida renunciare a la reparación, d importe de esta 

se aplicará al Estado. 

Los depósitos que garanticen la libertad cauciona! se aplicarán 

como pago preventivo a la reparación del dai1o cuando el inculpado se 

substraiga a la acción de la justicia. 

Al mandarse a hacer electivos tales depósitos, se prevendni a la 

autoridad ejecutora que conserve su impm1e a disposición del tribunal, 

pnrn que se haga su aplicación confonne a lo dispuesto en los párrafos 

anteriores de este articulo." 

"La circunstancia de que este articulo se11ale como crédito 

preferente a la reparnción del daño, cuando exista incapacidad económica 

del delincuente para pagar también la multa, ratifica los principios de 

derecho social que caracteri1A1n a nuestro Derecho Penal vigente, mismo 

es tambicn instnunento reim~mlicador de los intereses de las víctimas de 

dclito."511 

En lo referente a la renuncia a la reparación del daño, esta debe 

hacerse por el ofendido o su legitimo representante y constar en las 

.'IO DiAZ de Lcx\n, Marco Anlonio, Código l't•nal Paro el /Ji.~trllo F'etltml Comrnlath1, Ob. cit. p. 
167. 
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actuaciones judiciales, esto mediante la correspondiente comparecencia o 

escrito ratificado, lo cual pocas veces ocurre en la practica. 

La preferencia de la reparación de dai\o al ofendido, esta por 

encima de la mnlla qnc le corresponde al Estado, ya que si no se logra 

hacer efectiva completamente la sanción pecuniaria. se le dar:i prioridad a 

la reparación. 

El articulo 36 del Código Penal establece que en casos de 

participación de varios responsables del delito, la deuda de la reparación 

del daño es mancomunada, es decir hay una pluralidad de culpables y 

estos tienen la obligación de reparar el dailo. 

La naturaleza solidaria de la obligación de reparación. implica la 

facultad de exigir su monto total a cualquiera de los responsables penales, 

sin perjuicio de que el que pague pueda n:pelir contra lns otros en la parte 

proporcional que les corresponda. L1 responsabilidad solidaria de reparar 

el daño alcan,.,1 a lodos los que intervienen en el ddito, en las fonnas 

establecidas en el artículo LI del Código Penal (personas responsables de 

los delitos). 

Es indiscutible que el cumplimiento de la sentencia abarca lodo lo 

que es la pena impuesta por el juzg¡1dor, pero principalmente lo es la pena 

privativa de libertad, la mulla que en su caso sea impuesta y el pago de la 

reparación del dailo, ello con la salvedad que en los casos específicos se 

impongan confonnc al artículo 24 del Código Penal. 

Por cuanto hace a la pena de prisión, esta se da por cumplida una 

vez que se ha compurgado la privación de la libertad corporal, la cual su 

duración será de tres días a cuarenta ailos, a excepción de lo previsto por 



los articulas 3 J 5 Bis, 320, 324 y 366 del Código Penal, en que el máximo 

de la pena será de cincuenta años, y la misma se cxtinguini en las colonias 

penitenciarias, establecimientos o lugares que al efecto se1lalen las leyes o 

el órgano ejecutor de las sanciones penales, ajustúndose a las 

resoluciones del Órgano Judicial que las dicte. 

En cuanto a la nmlta impuesta, está se tendrá por cumplida cuando 

el sentenciado ha cubierto el importe de la misma, esto a través del pago 

que haga ante la Autoridad Tributaria respectiva, la cual se hará efectiva 

en favor de esa misma dependencia. 

Para el caso de que el sentenciado no se encuentre en la 

posibilidad de pagar la mulla, previa acreditación de ello, esta le podrá 

ser sustituida total o parcialmente por jornadas de trabajo en favor de la 

comunidad, lo cual se hani tomando en cuenta que por cada jornada se 

entenderá un día multa. 

Por otra parte, y para el caso en que el sentenciado se negare a 

pagar la multa que se le haya impuesto, esta se hará efectiva a través del 

procedimiento económico coactivo, el cual será encargada su ejecución al 

la autoridad administrativa correspondiente. 

Regresando a la reparación de dailo, el cobro de la misma se 

encuentra regulado por el articulo 37 del Código Penal, señalando que la 

reparación del dailo se mandará hacer efectiva, en la misma fonna que la 

multa. Ello claro esta, una vez que la sentencia que imponga tal 

reparación cause ejecutoria, el tribunal que la haya pronunciado remitirá 

de inmediato copia certificada de ella a la autoridad fiscal competente y 

ésta, dentro de los tres días a la recepción de dicha copia, iniciará el 
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procedimiento económico coactivo, notificando de ello a la persorrn en 

cuyo füvor se haya decretado, o a su representante legal. 

Esto quiere decir qnc el cobro de la reparación del darlo al igual 

que la multa se hará a través de nn procedimiento administrativo. 

En cuanto al contenido del precepto antes mencionado coincidimos 

con el acc11ado comentario de Diaz de León al scilalar que .. hahr:"1, de una 

vez por todas, establecerse que la reparación del daño, debe ser cobrada y 

pagada a la victima del delito, en el mismo proceso penal sin necesidad 

de supletoriedad fiscal o concurrencia a autoridades fiscales que son 

totalmente itjenas al problema del ofendido por el ilícito penal en este 

sentido".51 

Otra fomm de cubrir el pago de la reparación del dallo es a través 

de los bienes del sentenciado, o bien en caso de no cubrirse con ellos, se 

hará con el producto de su trabajo en la prisión, lo cual se encuentra 

establecido en el articulo 38 del Código Penal el enal a la letra señala: 

"Si no alcan1.1 a cubrirse la responsabilidad pecuniaria con los 

bienes del responsable o con el producto de su trabajo en prisión, el reo 

liberado seguirá sujeto a la obligación de pagar la parte qne falte." 

Lo anterior con la salvedad de qnc el reo declarado responsable 

penalmente por una sentencia ejecutoriada, puede verse liberado, siempre 

y cuando repare el daño, es decir, podrán concederle los sustitutivos de 

prisión que se encuentran establecidos en el articulo 70 en sus fracciones 

1, 11 y 111, así como el beneficio de la condena condicional a que se refiere 

" lbldcm., p. 172. 



el articulo 90 del Código Penal, ello relacionado con el articulo 76 e 

inciso "e" fracción 11 del mismo articulo 90 del Código Sustantivo 

referido, ya que estos refieren: 

"Artículo 76. Para la procedencia de la sustitución y la 

conmutación, se exigirá al condenado la reparación del daílo o la garantía 

que señale el juez para nsegurar su pago, en el plazo que se le lije." 

"Articulo 90. El otorgamiento y disfrnte de los hcnclicios de In 

condena condicional, se sujetará a las siguientes normas: 

... 11 . 

... e Reparar el dm1o causado ... ". 

Por otra parte, y ya una vez estando el sentenciado cumpliendo con 

la pena de prisión que se le haya impuesto, aún nuestra le¡úslación sigue 

procurando resarcir al ofendido del daño que le fue causado, ya que al 

pretender le sea otorgada la libertad preparatoria, dehcni de asegurar el 

pago de la reparación del daño, lo cual se cncueutra establecido en el 

articulo 84 lh1cción llI del Código Penal, señalando este: 

"Artículo 84. Se concederá la libe11ad preparatoria al condenado, 

previo el inlbnne a que se refiere el Código de Procedimientos Penales, 

que hubiere cumplido las tres quintas partes de su condena, si se trata de 

delitos intencionales, o la mitad de la misma en caso de delitos 

impmdenciales, siempre y cuando cumpla con los siguientes requisitos: 

.... lll Que haya reparado o se comprometa a reparar el daño 

causado, sujetándose a la fonna, medidas y ténnino que se le fije para 

dicho objeto, si no puede cubrirlo desde luego ... ". 

Al respecto de la libertad preparatoria, de igual manera el Código 
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Sustantivo hace una regulación especial respecto de los delitos que hayan 

sido cometidos por los servidores público, esto al señalar que: 

"Artículo 85 ... 

Tratándose de los delitos comprendidos en el Titulo Décimo, la 

libertad preparatoria solo se concederá cuando se satisfoga la reparación 

del daño a que se refiere la fracción 111 del artículo 30 o se otorgue 

caución que lo garantice." 

Confimne a lo establecido a los artículos 91 y 92 del propio 

Código Penal, la reparación del daño no se extingue con la muerte ni por 

amnislla. 

Otra de las fonna que se pueden adoptar para efectuar el pago de 

la reparación del daño por parte del sentenciado lo es por medio de pagos 

parciales o plazos que detenninará el Juez, ello sin exceder dichos plazos 

de un año, lo cual se encuentra previsto por el ar1ículo 39 del Código 

Penal ni señalar: 

"El juzgador, teniendo en cuenta el monto del daño y la situación 

económica del obligado, podrá lijar plazos para el pago de la reparación 

del daño de aquel, los que en su conjunto no exceder.in de un año, 

pudiendo para ello exigir garantía si lo considera pertinente. 

La autoridad a quien corresponda el cobro de la multa podrá fijar 

plazos para el pago de ésta, tomando en cuenta las circunstancias del 

caso." 

Es lógico que el juez, tome en cuenta el monto del dat1o y la 

situación económica del delincuente, para fijar el plazo en el que este 

deberá cubrir la reparación del daño, con el fin de que en un plano de 
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equidad se puedan satisfacer los intereses del ofendido, focililando los 

pagos al sentenciado. "IA1 garanlia que prefcrcnlcmcnte dchc otorgar el 

sentenciado, para pagar a plazos el pago de la reparación del da1)0 o de la 

multa, debe ser real, v. g., la hipoteca, y en su defecto la lianza que al 

efecto de una institución alimmulora aulmiz.ada por el Estado para estos 

casos".52 

En lo que respecta a la mulla, el Estado es el que ejercita la 

facultad económica coactiva, para lo cual la Autoridad Ejecutora es quien 

persigue el trámite para hacerla electiva. y la autoridad con-csponclicnte 

de cobrarla es la t¡ue se encargará de fijar los plazos en que dcha ser 

pagada. 

"Cuando haya temor fondado de que el obligado a la reparación 

del dailo oculte o enajene los bienes en que dcha hacerse efectiva dicha 

reparación, el Ministerio Público, d otcndido o victima del delito, en su 

caso, podnln pedir ni juez embargo precautorio de dichos hienes. 

Para que el Juez pueda dictar el emhargo precautorio bastará la 

petición relativa y la pmcba de la necesidad de la medida. /\ menos que el 

inculpado otorgue fianza suliciente a juicio del juez, este decretará el 

embargo bajo su responsabilidad" (articulo ~5 del Código de 

Procedimientos Penales). 

"lbldcm., p. 175. 



CAPÍTULO 4. 

LEGISLACIÓN PENAL VIGENTE EN EL DISTRITO 

FEDERAL QUE REGULA 

LA REPARACIÓN DEL DAÑO. 
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4.1 CÓDIGO PENAL VIGENTE PARA EL lllSTRITO 

FEDERAL. 

El Código Penal para el Dislrilo Federal en maleria del Fuero 

Común y para toda la República en 111a1cria Federal. rue expedido en 

1931 por el Presidente ele la República y a la focha ha lcnido numerosas 

rcfonnas, no obslante en diciembre de 1998 el Congreso de la Unión 

asumió como Federal el mismo lextn y le cambio el nombre a Código 

Penal Federal, quedándose el Distrito Federal con el anterior. 

Eslando asl las cosas fue necesario elaborar nuevas rcfonnas al 

Código Penal, y füc considerado responder a la oportunidad que tiene el 

Órgano Legislativo del Dislrito Federal, de aportar en el campo de su 

competencia, lo que le corresponde para la lucha conlra la inseguridad 

pública, situación anlc la cual no debe manlcncrsc pasivo, resultando 

imperativo que los ordenamientos legales que rigen a esta entidad se 

ajusten a la realidad social, política y jurídica en la que nos encontrrunos 

inmersos. 

De esta fonna el Partido de la Revolución Democrática consideró 

la urgencia para que se legisle en materia penal refiriendo que dicha 

urgencia no es del Gobierno del Distrito Federal o ele ese partido, sino de 
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la sociedad ya que existía un urgente reclamo social para nbatir In 

inseguridad pública y para perseguir y cas1igar con cticncia a los 

delincuentes. 

Entre otras más razones, es que el Partido de la Revolución 

Democrática realizó In iniciativa de refonna al Código Penal, 

proponiendo los cambios indispensabli:s para <l\'a111N hacia una Ciudad 

segura para todos. De ahí el conlenido de las propuestas que se 

fommlaron de su parte, situando en ocho grandes ejes el conjunlo de 

refonnas urgentes que se propusieron hacer a la legislación penal en el 

Distrito Federal. 

Dentro de ese primer eje que fue propueslo se encuentra el de 

CAMBIO DE DENOMINACIÓN, Se propuso extraer de su articulado 

las referencias a materias de naturaleza Federal, cambiando su 

denominación a Código Penal para el Distrilo Federal. 

A nuestro parecer, creemos que dentro de uno de esos punlos 

planteados por el Partido que presentó la iniciativa que hemos comentado 

y para efectos de nueslro tema cenlral, es impm1a111e dislinguir el punto 

número 5, el cual se refiere a una MAYOR PROTECCIÓN A 

VÍCTIMAS DEL DELITO, en el cual soslnvieron que: 

"/'ara lograr un mejor equilibrio e/lln' los gorantíos de quienes 

clelinquen y los derechos de las víctimos, .~e precisan los mecanismos 

para garantizar la reparación del dmlo, oh/iganclo, entre otras co.ms, al 

Ministerio P1íh/ico y al .lue;; e1 tromitar y re.rn/1•er adecuadamellle .m 

reclamacicín, estahleciemlo 1111 parcímetm ha.nulo en la Ley Federal del 

Trabajo para determinar el 11101110 mínimo de la reparación. 
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Además, se i11c/11ye la roparaciti11 del clm1o como l'e11a l'rihlica, t'll 

el catalogo ele las mismas. 

Se e.wah/ece como parte de la roparació11 del dm1o lo relat11•0 cr 

los tratamierrtos psicoterapéuticm que requiera la 1•íctima ... ". 

De esta fonna, y respecto del cambio de denominación y los 

preceptos concernientes a la reparación del dai\o de la iniciativa 

presentada por el Partido de la Revolución Democrática quedaba como 

sigue: 

"DECRETO POR EL QUE SE DEROGAN, REFORMAN Y 

ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES DEL CÓDIGO PENAL 

PARA EL DISTRITO FEDERAL, EN MATERIA DEL FUERO 

COMÚN Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA DEL 

FUERO FEDERAL. 

ARTÍCULO PRIMERO.- El Código Penal para el Distrito Federal 

en Materia del Fuero Común y para Toda la República en Materia del 

Fuero Federal vigente, promulgado por decreto publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el catorce de agosto de 1931 con sus refonnas y 

adiciones publicadas hasta el 31 de diciembre de 1998, junto con las 

refonnas a que se refiere este decreto, en el ámbito de aplicación del 

Fuero Común, se denominaní Código Penal para el Distrito Federal. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se DEROGAN los artículos: 3; 4; 5; 

73; 95; 97; 123; 124; 125; 126; 127; 128; 129; 130; !JI; 132; 133; 134; 

135; 136; 137; 138; 139; 140; 141; 142; 143; 144; 145; 146; 147; 148; 

149; 149 Bis; 156; 161;162; 163; 172 llis; 176; 177; 188; 191; 192; 193; 

194;195; 195 Bis; 196; 196 Ter; 197; 198; 199; 200; 234; 235; 236; 237; 

··-------·-··~ 
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238; 240; la fracción 11 del Artículo 242; la fracción VI del articulo 246, 

la fracción 111 del articulo 250; 253; 254; 254 Ter, 273; 274; 275; 276; la 

tracción 1I1 del articulo 368; 400 Bis; 415; 416; 417; 418; 419; 420; las 

fracciones 111 y IV del artículo 421; 424; 425; 426; 427; 428; y 429; se 

REFORMAN los 11rtículos I; 2; el primer párrafo y los incisos b) y C) de 

la fracción 111 y las fracciones IV y VI del artícnlo 15; 23; el nnmeral 6 

del artículo 24; 25; 26; 28; el primer párrafo del artículo 29; el primer 

párrafo y la fracción 11 del a11ículo 30; 30 Bis; el segundo párrafo del 

articulo 31; el segundo párrafo del articulo 31 Bis; el párrnfo primero del 

articulo 34; el segundo párrafo del a11iculo 40; las fracciones 111 y V del 

artículo 52; la fracción V del artículo 60; 75; 77; el primer párrafo del 

articulo 85; 87; la fracción V del articulo 90; 94; 98; el primer pám1fo el 

articulo 1 15; el primer párrafo del artículo 150; 164: 170; 179; 181: 183; 

187; el primer pám1fo del articulo 199 Bis; 201; la fracción 1 del articulo 

207; 208; el primer pám1fo del articulo 212; 213; 213 Bis; la fracción 111, 

el segundo párrafo de la fracción IV y el segundo párrafo e la fracción V 

del articulo 214; el segundo párrafo del artículo 216; los incisos a) y c) de 

la fracción 1 del artículo 217; el último párrafo del articulo 221; las 

fracciones 1 y IV el artículo 223; los párrafos quinto y sexto del artículo 

224; en el articulo 225 se refonna la fracción XXI, los párrafos segundo, 

tercero y cuarto se recorren para ubicarlos después de la fracción XXVII 

y se refonnan los párrafos segundo y tercero; 227; el segundo pám1fo del 

articulo 239; la fracción 111 del artículo 241; la fracción Vlll el articulo 

242; el primer párrafo y la fracción V del artículo 247; la fracción 1, el 

inciso b) de la fracción 11 y la fracción IV del articulo 250; 259 Bis; el 
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primer párrafo del articulo 260; el primer párrafo del articulo 261; el 

segundo párrafo de In fracción 11 del articulo 282; 300; 336; 336 Bis; 343 

Bis; 343 Ter; 343 Quáter; el último púrrafo del articulo 350, el primer 

párrafo del articulo 352; 353; el primer párrafo del articulo 35'1: 360; 361; 

el primer párrafo del articulo 362; 363; 364; el último pá1rnfo del articulo 

366; el segundo )lárrafo del articulo 366 Ter; 414; y el último párrafo el 

articulo 421; se ADICIONAN: un último púrrafo al articulo 2'!; un último 

párrafo al articulo 30; un segundo púrrafo al articulo 34, y en 

consecuencia se recorren los subsecuentes; el articulo 164 Ter; el articulo 

183 Bis; el articulo 183 Ter; el articulo 201 Bis; el articulo 20-1 Bis; un 

último púm1fo al articulo 207; un segundo púrrafo al articulo 209; el 

articulo 240 Bis; un último púrrafo al articulo 247; el Titulo 

Decimoséptimo Bis denominado "Delitos contra la Dignidad de las 

Personas" con un Capitulo Único que contiene los artículos 281 Bis y 281 

Ter; el articulo 282 Bis; el articulo 390 Bis; el artículo 414 Bis; y el 

articulo 423 Bis, del Código Penal para el Distrito Federal e Materia del 

Fuero Común y para Toda la República en Materia del Fuero Federal para 

quedar como sigue: 

Articulo 1.- Este Código se aplicani en el Distrito Federal por los 

delitos de la competencia del fuero común cometidos en su territorio. 

Articnlo 2.- Se aplicará asimismo por los delitos: 

1.- Cometidos en alguna entidad federativa, cuando produzcan sus 

efectos dentro del tenitorio del Distrito Federal; y 

11.- Continuos o continuados, cometidos en alguna entidad 

federativa y que se sigan cometiendo en el tenitorio del Distrito Federal." 
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Por su parte dicha inicialiva se refería por lo que hace n la 

reparación del daiio de la siguienle íonna: 

"Articulo 24-... 

1.-.. . 

2.-.. . 

3-.. . 

4.-.. . 

5.-.. . 

6.- Sanción pecuniaria que comprende la mulla, la reparación del 

dniio y la sanción económica. 

Arlícnlo 29.- La sanción pecuniaria compreudc la mulla, la 

reparación del dailo y la sanción económica. 

Trnlándosc de los dclilos conlemplmlos en el lilulo décimo de esle 

Código, cuando como consecuencia del acto u omisión se obtenga un 

lucro o se causen dailos y perjuicios se aplicará la sanción económica que 

consistirá en la aplicación de hasta lrcs tantos del lucro obleniclo y de los 

daños y perjuicios causados. 

Artículo 30.- La reparación del daño comprende: 

l... 

II. La indenmi1,1ción del dailo material y moral causado, 

incluyendo el pago de los tratamientos psicolcrnpéutícos y curativos que, 

como consecuencia del delito, sean necesarios para la recuperación de la 



salud de In victima; y 

111 ... 
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Tratándose de delitos que afecten la vida y la integridad corporal, 

el monto de In reparación del daño no podrá ser menor del que resulte 

aplicándose las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo. 

Articulo 30 Bis.· Tienen derecho a la reparación del dailo en el 

siguiente orden: 

a) La victima o el ofendido; y 

b) En caso de fallecimiento de la victima, las personas que 

dependiesen económicamente de el al momento del fallecimiento, o sus 

derechohabientes. 

Articulo 31.-... 

Para los casos de reparación del dai\o causado con motivo de 

delitos culposos, el Ejecutivo local reglamentará, siu perjuicio de la 

resolución que se dicte por la autoridad Judicial, la fonna en que, 

administrativamente, deba garantizarse mediante seguro especial dicha 

reparación. 

Articulo 31 Bis.-... 

El incumplimiento de esta disposición será sancionado con multa 

de treinta a cincuenta días multa. 

Articulo 34.- La reparación del dai\o proveniente de delito que 

deba ser hecha por el delincuente tiene el carácter de pena pública y se 

exigirá de oficio por el Ministerio Público. L1 víctima, el ofendido, sus 

dependientes económicos o sus derechohabientes podrán aportar al 

Ministerio Público o al Juez, en su caso, los datos y pruebas que tengan 
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para demostrar la procedencia y 11101110 de dicha reparación, en los 

ténninos qnc prevenga el Código de l'roccdimicnlos Penales. 

En loda senlencia condenatoria el juez deheni resolver sobre la 

reparación del daño, ya sea absolviendo o condenando a pagar cantidad 

precisa y no dejar a salvo los derechos del otcmlido ni aplazar la 

delenninación del 11101110 a incidenle o resolución posterior. 

Articulo 40.-... 

La auloridad compclcnlc delcnninará el deslino de los 

instnnnenlos o cosas decomisadas, al pago de la reparación de daños y 

perjuicios causados por el delito, al de la multa o, en su defecto, según su 

ulilidad, para el mejoramiento de la procumción y la administración de 

justicia." 

Artículo 98.- El reconocimiento de la inocencia del sentenciado 

extingue la obligación de reparar el dai\o. 

Artículo 336.- Al qne sin motivo justificado abandone a sus hijas, 

hijos o a su cónyuge, sin recursos para atender a sus necesidades de 

subsistencia, aún cuando posterionnente cuenten con el apoyo de 

familiares o terceros, se le aplicara de nn mes a cinco ai\os de prisión o de 

180 a 360 días multa: privación de los derechos de familia y pago, como 

reparación del daño, de las cantidades no suministradas oportunamente 

por el acusado. 

Al respecto, el 30 treinta de agoslo de 1999, se llevó a cabo el 
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Di~tmnen respectivo, ante In COMISIÓN DE ADMINISTRACIÓN Y 

PROCURACIÓN DE JUSTICIA, In cual sometió al Pleno de esa 

Asamblea Legislativa dicho Dictamen, destacando los siguientes 

antecedentes: 

1.- En sesión celebrada el 23 de agosto de 1999, la Diputada 

Yolanda 'follo Mondragón presentó ante el Pleno de la 11. Asamblea 

Legislativa del Distrito Federal una Iniciativa de Decreto por el cual se 

Derogan, Refonnan y Adicionan Diversas disposiciones del Código Penal 

para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la 

República en Materia del Fuero Fcdcrnl, que füc turnada para su 

dielaminación a esta Comisión de Administración y Procuración de 

Justicia. 

La exposición de motivos de esta Iniciativa sci\ala que: "IA1 

importancia de la legislación penal deriva de manera directa en el caso del 

Distrito Federal, en el sentido problema de la seguridad pública que 

aqueja a sus habitantes .. ". Es por ello que la iniciativa que hoy se 

dictamina propone modilicacioncs que, en primer lugar, implican el 

cambio de denominación del Código Penal Vigente, y cambios de 

contenido tendientes a evitar la impunidad y al combate a la delincuencia 

organizada: a proporcionar mejores instmmcntos para combatir la 

com1pción y los delitos de cuello blanco: mayor protección a las víctimas 

de los delitos: mayor protección para las mujeres, menores e incapaces; 

mejor protección del medio ambiente; y protección a la dignidad de las 

personas. 

2.- Por acuerdo de la Mesa Directiva del Pleno de esa Asamblea 
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Legislativa se ordenó tnrnar a la Comisión de Administración y 

Procuración de Justicia la iniciativa de referencia para la elaboración del 

Dictamen correspondiente. 

3.- Con el fin de discutir y anali7A1r la iniciativa que nos ocupa, los 

integrantes de la Comisión de Administración y Procuración de Justicia 

del Distrito Federal, con techa 30 de agosto de 1999, se reunieron para 

emitir el presente Dictamen, ln\io los siguientes considerandos: 

PRIMERO.- Que a partir del 1" de enero de 1999 la Asamblea 

Legislativa es competente para legislar en materia Penal en el Distrito 

Federal de confonnidad con lo dispuesto por el artículo 122 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Apm1ado C, 

Base Primera, fracción V, inciso h), y por el articulo Décimo Primero 

Transitorio del Decreto mediante el cual se refonnan diversas 

disposiciones de la Constitución l'olitica de los Estados Unidos 

Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 

agosto de 1996. 

SEGUNDO.- Que, el 18 de mayo de 1999, el Congreso de la 

Unión asumió el texto vigente, hasta esa focha, del Código Penal para el 

Distrito Federal en Materia del Fuero Común y para toda la República en 

Materia del Fuero Federal, cambiándole el nombre a Código Penal 

Federal, por lo que el Distrito Federal se sigue rigiendo, en materia del 

fuero común, por el Código que aún conserva el nombre original. 

En efecto, en la iniciativa que d Ejecutivo Federal envió a la 

Cámara de Senadores y que dio pie a la refonna publicada el 18 de mayo 

de 1999 en el Diario Oficial de la Federación, se señala: "Finalmente., a 
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partir del primero de enero del presente año, las modificaciones que el 

Congreso de la Unión realice al Código Penal producirán efectos 

exclusivamente en el ámbito federal." A su vez, en el Dictamen 

correspondiente a esa iniciativa se estableció: "El contenido del se!(tmdo 

artículo transitorio propuesto simplemente reitera el contenido del artículo 

décimo transitorio del Decreto por el que se reforman diversos artículos 

de la Constitución del 25 de octubre de 1993. Por ello es que estas 

comisiones unidas consideran conveniente suprimirlo al considerar que 

basta la disposición contenida en el artículo transitorio citado para 

establecer que en el Distrito Federal. en tanto la Asamblea Legislativa no 

legisle sobre el particular seguirán vigenh:s las disposiciones del que 

hasta hoy se conoce como Código Penal para el Distrito Federal en 

materia de Fuero Común y para toda la República en materia de Fuero 

Federal ( ... ) estas Comisiones unidas quieren dejar claro que el hecho de 

cambiar de nombre el ordenamiento penal vigente hasta la fecha para el 

Distrito Federal, no significa de modo alguno que esta sede de los 

poderes federales deje de contar con un ordenamiento punitivo, ya que 

regirán en los ténninos de la disposición constitucional citada las 

disposiciones vigentes al 31 de diciembre de 1998." 

"En consecncncia, esta Comisión considera que es procedente, tal 

y como lo propone el Articulo Primero de la Iniciativa de Decreto que se 

dictamina, que se asuma el texto del Código Penal para el Distrito Federal 

en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero 

Federal vigente, con todas las rcfonnas y adiciones publicadas hasta el 31 

de Diciembre de 1998, y se le cambie el nombre para que a partir de la 
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refomm q11e. se diétainina se denomine "Código Penal para el Disllito 

Federal." 

"TERCERO.- Como consecuencia de la exislcncia de un Código 

Penal Federal, y en ejercicio de las facultades de esta Asamblea para 

legislar en materia penal en el ámbito local, esta Comisión considera que 

no solamente es necesario el cambio de denominación del Código 

vigente, sino que, además se requiere la dcsfcdcrali111ción de su 

contenido, por lo que es procedente la derogación, de los siguientes 

articulas: 3, 4, 5, 73, 95, 97, 123, 124, 125,126,127,128,129, 130, 131, 

132,133,134, 135, 136, 137, 138, 139, 140,141,142,143, 144,145, 146, 

147, 148, 149, 149 13is, 156, 161,162, 163, 172 Bis, 176,191,192,193, 

194, 195,195 13is, 196, 196 Ter, 197,198, 199, 234, 235, 236, 237, 238, 

240, 253, 254, 254 Ter, 368, fracción lll, 415, 416, 417, 418, 419, 420, 

421, fracciones 111yIV,424, 425, 426, 427, 428, 429; y la refonna de los 

articulas: 1º, 2, 25, 26, 28, 30, 60, 75, 77, 85, 87, 90, 94, 98, 115, 164, 

170,21313is, 214,217,223,239, 241, 242, 250, 364, 400 Bis, 414, en los 

ténninos propuestos en la iniciativa presentada por la Diputada 'l'cllo 

Mondrngón." 

Los artículos mencionados en el párrafo anterior se derogan o 

refonnan, según sea el caso, por estar relacionados o hacer referencia a 

los Poderes Federales o a materias reservadas exclusivamente para la 

competencia legislativa del Congreso de la Unión como traición a la 

patria, espionaje, sedición, rebelión, terrorismo, sabo1aje, conspiración, 

pirnteria, violación de los deberes de humanidad, genocidio, anuas 

prohibidas, delitos en materia de vías de comunicación, ultraje a las 
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delitos contra la economía pública, delitos en materia de derechos de 

autor o delitos relacionados con extranjeros. 

"CUARTO.- Otra de las caracteristicas sobresalientes de la 

iniciativa que hoy sl' dictamina está relacionada con la rclonna o adición 

de algunos articulas tendientes a proporcionar una mayor protección y 

respeto a los derechos de las victimas de los delitos." 

"/Je11tm ele este mbm se e11rne/l/rc111 /m artírnlos 2./ (1111/IH!ra/ 6) 

29, 30, 30 /lis, 31. 31 /lis y ./O, <'11 las que /a.1· "'./im11a.1· pmp1wsta.1· 

precisa11 y amp/ío11 lo c/~/i11iciá11 dt' fa n•pararníu cid c/11110 <'OllllJ pena 

plÍblica. Se i11c/11ye, además de la n~paracicí11 de los e/mios //.\leos y 

materiales, el pago de los tratamie/l/os psicoterapé11ticos Cfll<' l\'Cflliera la 

víctima. Cou los re.formas se h11sca gara1111::ar c¡1w tamo el Ali111.l°f<'rio 

l'IÍblico como la c111toridadj11dici11/ ,,c l'llC/1<'11111•11 obligados a .mlicitar o 

resofrer, seg1Í11 sea el cmo, sobre la reclanwcuíu de la ll'p111·acicí11 dd 

clm1o, tomcmc/o como base 111í11ima los parámetro., <'Stablccidos por la 

Ley Federal ele/ Trabajo. Asimismo, se garmlliw c¡11e 1•fcti11111y1fe11dido 

te11ga11 derecho a la reparacicíu del dmlo. y lJlll' e11 cmo de .fállt•c1111i<'11to 

de Ja 1•fctima seou las pcr.1·011as que d1rectame11te d<'pe11da11 

eco11ó111icame11te ele él o sus derec/111/111bic11tes q11ie11es, e11 ese orcle11, 

puedan solicitar/a ... ". 

En este sentido se llevó a cabo la discusión el día 2 de septiembre 

de 1999, en la cual el Diputado JOSÉ EDUARDO ESCOBEDO 

MLRAMONTES, Iras haber realizado su moción suspensiva, la sostuvo 

en el siguiente sentido: 
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"Estando claro cuál será el destino de esta moción lo que 

trataremos de hacer es de igualmente se11alar algunos puntos importantes 

que nos preocupan y que pueden visuali7m lo que falta para el efecto de 

poder tener una depuración en un documento tan importante como el t¡ue 

estamos comentando. Voy a refcrinnc a algunos arlicnlos en pai1icular y 

fundamentalmente a los siguientes. 

Si ustedes observan el articulo 2'1, que dispone que la sanción 

pecuniaria comprenderú no solamente la multa y la reparación del dai\o, 

como está el día de hoy, sino que se agrega incluso la sanción 

económica, verún ustedes que no se toca para nada el at1iculo 35 del 

Código vigente, por lo tanto la distribución de la sanción sigue siendo en 

los mismos ténninos, la multa va al Estado y la reparación del dai\o va a 

la victima. ¿A dónde va la sanción económica? Bueno, no lo dice en 

ningún momento, pero se entiende que la sanción económica va al Estado, 

por lo mismo el Estado va a recibir por uua misma conducta dos veces de 

hecho una sanción pecuniaria, y si no se precisa o si no se dilucida esto el 

punto medular estú en que en el !09 de la Constitución, en la fracción 111, 

y en el 113 de la Constitución, se establece que las sanciones económicas 

hasta por tres tantos del beneficio o dai\o causado cmTesponde siempre a 

responsabilidades de canieter administrativo. 

Ya tocó aquí Annando Salinas lo relativo al indulto. No solamente 

está la grave deficiencia de que ahora resulta que ya no se contempla la 

nonna para que en el indulto se prohíba como beneficiario de él a quien 

es inhabilitado, sino también que tampoco se exige que en el indulto se 

haga lo relativo a que no se exime de la reparación del daño. 
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Dice aquí el diclamcn que el nsunlo se manda a la fracción XIV 

del artículo 89 de In Constilución, porque ahí hay una focullnd del 

Presidcnlc para el efcclo de indullar a scnlcnciados del orden común, y 

los compañeros del PRD olvidan que claramenle dice ése at1ículo 89 

constilucional, fracción XI V, que ese indnlto será confonne a las leyes. 

¿A cuáles leyes, compa11cros'! No puede ser una ley del Congreso porque 

el Congreso ya no liene competencia en materia pen;il. 

Si ustedes no abordan aquí el 95 por ejemplo, cvidenlemenlc eslán 

dejando sin conlenido la posi!Jilidad de que uua persona sea imlullada por 

parte del Ejeculivo Federal. Tralan de conegir en el dictamen y anlc la 

critica que yn apareció hace unos días en los medios de comunicación, de 

cómo era posible que se suprimieran delitos que el Código vigente llama 

conlrn In seguridad de la nación, y que uslcdcs argumcnlan que por ser 

todos de carácler federal hahía que derogarlos, lo lrnlan de subsanar 

nilndicndo m:is adclanle un articulo rclalivo al molivo, ya se dieron cucnla 

hace 24 horas, a ver de qué se dan cucnla m:u1ann o pasado mañana; hace 

24 horas se dieron cucnln que eslnhan dejando sin nonna la posibilidad de 

que la auloridad local aelunra para sancionar penalmenlc de manera local 

a quien de manera hmmlluaria, sin annas, perturbando el orden público, 

sin derecho, fuera en conlra de la auloridad; se dieron cuenta hace apenas 

24 horas y hnccn nn intenlo de subsanar esla cucslión ... ". 

En nueslra opinión, coincidimos con el Diputado JOSE 

EDUARDO ESCOBEDO, que si bien es cierto se intentó añadir a la 

sanción pecuniaria, que ya comprendía la mulla y la reparación del daño, 

ahora se refcrlan a mm sanción económica, y como bien lo refiere el 
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Diputado citado, no quedaba establecido a favor de quien había de 

hacerse dicha sanción económica. 

Por su parte, el Diputado OCTAVIO GUILLERMO WEST SILVA, 

.dentro de la misma discusión celebrada el dia 2 de septiembre de 1999, al 

presentar de igual manera una moción suspensiva, la sostuvo 

argumentando lo siguiente: 

"Los derechos que el PRD dice falsamenle dar a las victimas ya 

existen, compañeros. Todo eso que le oyeron al compailero l lidalgo, que 

va a pedir de nncvo la palabra por alusiones, se encucnlran previstos en 

los artículos 20 Constitucional, 29, 30, 30bis.J1, 31 bis, 32, J4, 35, J7 y 

38 del Código Penal, de manera que la reparación del da1)0 ya es una 

pena pública, la victima ya tiene derecho a la reparación del dailo, ya 

existe sanción para el Ministerio Público qne no exija la reparación del 

daño, no se trata de derechos novedosos invenlados por el l'RD, el cual, 

por otra pm1e, no ha dictaminado la iniciativa prescnlada por el PR 1 al 

respecto de una ley de protección a las victimas del delito. Asi que no nos 

dejemos cngm)ar, esos delitos que dicen poslular, tipificar por primera 

vez, ya existen, ya les dijimos dónde est;ín, si quisieran tomarse la 

molestia de leerlos. 

El PRD plantea ahora supuestos nuevos derechos para las victimas, 

que como se dice o como dije anterionncntc no son tales, pero en 1996, 

en la LVI Legislatura del Congreso de la Unión, el PRO votó en contra de 

la Ley Federal Contra la Delincuencia Organi7.ada, que en su articulo 34 

obliga a la autoridad a prestar apoyo y protección suficiente a victimas, 

testigos y demás personas que lo requieren en 1m procedimiento penal. 
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También ése mismo ailo votó en contra de la adición del articulo 366 bis 

del Código Penal, oponiéndose a castigar pcnalmcnle con prisión de uno 

a ocho ailos a quien en un secuestro intimidara a la victima o a sus 

familiares o a sus represenlantes duranlc o después de éslc para que no 

colaboraran con las autoridades compelenles. Así pues, no es eslo más 

que una lomadura de pelo muy simpálica. 

Miren, tomaron las propueslas. son 'ridas', piral as, lomaron la 

parte buena de las cosas que ya exislcn y las melieron en el mismo 

paquete, para decir 'lo apmeban lodo o decimos que son los malos'. En 

realidad, compaileros. no es una manera adecuada de jugar. 

Tampoco hoy pueden cslar aqui exigiendo con la lógica del 

momento, lo que han violcnlado pennanenlemcnte. lo que han violentado 

durante todo el liempo y nada m:is porque a ustedes se les da la gana 

resultan ser secretarias." 

De igual manera la Diputada YOLANDA TELLO MONDRAGÓN 

sostuvo su moción suspensiva sobre el mismo tema y en la misma 

discusión, en la que señaló: 

"Por lo que respecta a la sanción pccnniaria, ésta se amplia parar 

abarcar a la multa, la reparación del daño y la sanción económica con el 

objeto de proteger a la victima; en estos ténninos se incluye la reparación 

del daño, lo relativo a los tratamientos psicotcrapéuticos que sean 

necesarios para recuperar la salud de la víctima. Cuántas mujeres están 

sufriendo las violaciones y ni siquiera habían sido atendidas en este 

sentido; o todo el dailo que se ocasiona cuando hay secuestro exprés, que 

aunque sea un minuto el que lo traigan a uno dando vueltas, finalmente el 



lll 

daño no se le quita, el dailo está hecho y eso ningunos 111illoncs de pesos 

podrfan lograr que esa reparación o ese dailo se pueda evitar. Pero si hay 

que dejar 111uy claro que nos interesan las víctimas, nos inlen:sa que haya 

esta reparación y que se les pueda ayudar en todo lo que sea necesario. 

Resulta trascendente la innovación que se hace tratándose de 

delitos que afoelan la vida y la inte¡,?ridad corporal, en los cuales el 111onlo 

de la reparación del dai\o no podrá ser 111enor al que resulte de aplicar las 

disposiciones relativas que se establecen en la Ley Federal del Trabajo. 

Ya no hay aqul qué decir, y en cuánto se puede tipilicar el dai\o que le 

hayan hecho a la vícli111a. Si se le privó de algún 111ic111hrn dc su cuerpo, 

esto está tipificado en la Ley Federal del Trabajo.·· 

Por su parte la Diputada ANA LUISA CÁRDENAS l'l!REZ, en la 

misma discusión tomo el uso de la palabra para hablar en pro del 

dictamen, y que respecto de la reparación del dailo dijo lo siguiente: 

"Asimismo, en las refonuas se contempla el derecho que tienen las 

victimas o sus familiares en su caso de ser resarcidas del mal que han 

recibido en su persona. Por ello se consideró la necesidad de incluir que 

en fonna oliciosa el Ministerio Público realice la solicitud para la 

autoridad competente para que el delincuente tenga la obligación de 

reparar el dai\o ocasionado por su conducta ilícita. como se contempla en 

los artículos 30 bis,31, 34 y 40." 

Haciendo uso de la palabra la Diputada LUCERITO DEL PILAR 

MÁRQUEZ FRANCO, señaló en lo conducente a la iniciativa que nos 

hemos rcf'crido lo siguiente: 

"En lo particular, reconozco que la aprobación de las rcfonnas ni 
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Código Penal vigente del Distrito Federal, que contempla la iniciativa 

que hoy nos ocupa, aunque pudiera parecer parcial, incorpora cambios 

muy si¡,>ttilicativos que de manera urgente nos estiÍ demaudando la 

sociedad. 

De esta fonna, aprobar estas primeras modificaciones nos pennitini 

empezar a avanzar en la constmcción de un sistema de procuración y 

administración de justicia, tendiente principalmente a proporcionar una 

mayor protección y respeto a los derechos de las víctimas de los delitos, 

pues las rcfomrns propuestas determinan y amplían la definición de la 

reparación del dai\o como pena pública, lo que implica que se contemple 

la reparación de daños tisicos, materiales, el pago de los tratamientos 

psicoterapéuticos que requiere la víctima en cuestión. 

Lo anterior adquiere una importancia sumamente relevante si 

consideramos que muchos de los delitos que se cometen en la Ciudad de 

México están relacionados Cllll la violencia familiar, violaciones, 

hostigamiento sexual, abuso sexual, que en su mayoria son cometidos en 

contra de miles de mujeres, niños y aucianos de esta gran ciudad, quienes 

por diversas causas no pueden defenderse y en los más de los casos son 

agredidos lisica, corporal y emocionalmente." 

Después de la larga discusión que se sostuvo en relación a la 

iniciativa presentada por el Partido de la Revolución Democrática, el 

resultado de la votación fue el siguiente: 3 7 votos a favor, 11 en contra, 

cero abstenciones, siendo entonces aprobado dicho dictamen. 

Detenninando en consecuencia el Presidente de la Mesa Directiva 

de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, la aprobación del 
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dictamen que presenta la Comisión de Administración y Procuración de 

Justicia con proyecto de decreto de refonnas al Código Penal para el 

Distrito Federal en materia del fuero común y para toda la República en 

materia del fuero Federal, en lo general y los artículos no reservados en lo 

particular, quedando resc1vados para su discusión en lo particular los 

siguientes artículos: Por la diputada Verónica Moreno: el artículo 171 bis, 

fracción 1 y 111 el m1iculo 207. 208, 281 bis, fracción 111 y 1 Y. l.a diputada 

Yolanda 'l'cllo se reservó el mticulo 15, el 139, el 191, el 164 ter, el 171 

bis, 224, 225, 281, 440, fracción X y XII, articulo 209, 207, 208, 414 y 

414 bis. El diputado Rafael López ele la Cerda se reservó el artículo 414, 

fracción 111, VIII, X, XIII y XIV. 

De esta fonna el texto actual del Código Penal, en lo relativo a los 

preceptos que se refieren a la reparación del daño quedó de la siguiente 

manera: 

"ARTICULO 24.- Las penas y medidas de seguridad son: 

1.- Prisión. 

2.- Tratamiento en libertad, semilibcrtad y trabajo en favor de la 

comunidad. 

3.- Internamiento o tratamiento en libertad de inimputables y de 

quienes tengan el hábito o la necesidad de consumir estupefacientes o 

psicotrópicos, o tratándose de violencia familiar, de quienes tengan 

necesidad de consumir bebidas embriagantes. 

4.- Confinamiento. 

5.- Prohibición de ir a lugar detenninado. 

6.- Sa11ció11 pec1111iaria q11e comprende la 11111lta, la reparació11 
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7 .- Derogado. 

8.- Decomiso de inslmmentos, objetos y productos del delito. 

9 .- Amonestación. 

10.- Apercibimicnlo. 

11.- Caución de no ofender. 

12.- Suspensión o privación de derechos. 

13.- Inhabilitación, destitución o suspensión de funciones o 

empleos. 

14 .- Publicación especial de sentencia. 

15.- Vigilancia de la autoridad. 

16.- Suspensión o disolución de sociedades. 

17 .- Medidas tulelan:s para menores. 

18.- Decomiso de bienes cmTespomlientes al enriquecimiento 

ilicilo. 

Y las demás que lijen las leyes." 

En realidad ésle artículo li1e rcfonna<lo únicamente en cuanto al 

punto número 6, establecicmlo lo que comprende la sanción pecuniaria 

como pena, siendo esto la multa, la reparación del daño y la s1111ción 

económica. 

"ARTICULO 29.- La sanción pecuniaria comprende la multa, la 

reparación del dru1o y la sanción económica. 

La multa consiste en el pago de una cantidad de dinero al Estado, 

que se fijará por días multa, los cuales no podrán exceder de quinientos, 

salvo los casos que la propia ley señale. El día multa equivale a la 
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percepción nela diaria del senlenciado en el momenlo de consumar el 

delito, tomando en cuenla lodos sus ingresos. 

Para los efectos de esle Código, el limile inferior del dia mulla scní 

el equivalente al salario mínimo diario vigcnle en el lugar donde se 

consumó el dclilo. Por lo que loca al dclilo conlinuado, se alendení al 

salario mlnimo vigenle en el momenlo eonsumalivo de la úllima conduela. 

Para el pennanenle, se considerará el salario mínimo en vigor en el 

momenlo en que cesó la consumación. 

Cuando se acrcdilc que el senlenciado no puede pagar la n111lta o 

solamenle puede cubrir parte de ella, la auloridad judicial podní 

susliluirla, lolal o parcialmcnlc, por prestación del trah;tjo en favor de la 

comunidad. 

Cada jornada de lmbajo saldará un dia muha. Cuando no sea 

posible o conveniente la suslilución de la multa por la preslación de 

servicios, la auloridad judicial podrá colocar al scnlenciado en libertad 

bajo vigilancia, que no cxccdení del número de días mulla suslituidos. 

Si el sentenciado se negare sin causa jnstificada a cubrir el importe 

de la multa, el Eslado la cxiginí mcdianlc el procedimicnlo económico 

coaclivo. 

En cualquier liempo podrá cubrirse el importe de la multa, 

descontándose de ésla la parte proporcional a las jornadas de trab;tjo 

preslado en favor de la comunidad, o al liempo de prisión que el reo 

hubiere cumplido lralándose de la multa sustiluliva de la pena privativa de 

libertad, caso en el cnal la equivalencia será a razón de un día multa por 

un día de prisión. 
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Tratándose de los delitos contemplados en el título décimo de este 

Código, cuando como consecuencia del acto u omisión se obtenga un 

lucro o se causen daños y perjuicios se aplicani la sanción económica que 

consistirá en la aplicación de hasta tres tantos del lucro obtenido y de los 

daños y perjuicios causados. 

Pura los efectos de este Código se entiende por salario mínimo el 

salario mínimo general diario vigente en el Distrito Fcdcrnl." 

En este artículo podemos advertir que el legislador repite lo que en 

el precepto anterior, esto es, que en el primer párrafo vuelve a establecer 

lo que comprende la sanción pecuniaria. encontrándose de nuevo con la 

multa, la reparación del cl;u1o y la sanción económica, únicamente que 

aquí, deja en claro lo que comprende esta última, es decir, la sanción 

económica, en el penúltimo párrafo adicionado, y la cual consiste en la 

aplicación de hasta tres tantos del lucro obtenido y de los daños y 

perjuicios causados, esto cuando se trate de los delitos contemplados en 

el título décimo de este Código. 

" ARTICULO 30.- La reparación del dm1o comprende: 

1.- La restitución de la cosa obtenida por el delito y si no fuere 

posible, el pago del precio de la misma; 

11.- La indcnmi1~1ción del daño material y moral causado, 

incluyendo el pago de los trntamicntos psicoterapéuticos y curativos que, 

como consecuencia del delito, sean necesarios para la recuperación de la 

salud de la víctima; y 

111.- El resarcimiento de los perjuicios ocasionados. 

Tratándose de delitos que afecten la vida y la integridad corporal, 
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el monto de la reparación del dailo no podrá ser menor del que resulte 

aplicándose las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trab¡üo." 

En este precepto se refonnó la fracción 11, incluyendo ya aquí lo 

concerniente a la reparación del dai\o por el da11o mateiial y moral 

ocasionado, así en lo relativo a los tratamientos, englohamlo aquí a 

aquellos que se reservaban p11rn los delitos contra la lilJ1:11ad y el nonnal 

desarrollo psicoscxual y de violencia familiar, adicionando él último 

párrafo en el cual se establece un pago de la reparación del dm1o 

remitiéndose a las disposiciones de la Ley Federal del Trabajo para 

aquellos delitos contra la vida y la integridad corporal. 

"ARTICULO 30 BIS.- Tienen derecho a la reparación del dai1o en 

el siguiente orden: 

a) La victima o el ofendido; y 

b) En caso de fallecimiento de la victima, las personas qne 

dependiesen económicamente de él al momento del fallecimiento, o sus 

dercchohabientes." 

El inciso b, ahorn prevé que no solo los cónyuges, o concubinas e 

hijos menores de edad tienen derecho a la reparación del dm1o en caso de 

fallecimiento de la victima, sino aquella persona que dependiera 

económicamente de él al momento del fallecimiento. 

" ARTICULO 31.- La reparación será lijada por los jueces, según 

el dru1o que sea preciso reparar, de acuerdo con las pruebas obtenidas en 

el proceso. 

Para los casos de reparación del daño causado con motivo de 

delitos culposos, el Ejecutivo local reglamentará, sin perjuicio de la 
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resolución . que se dicte por la autoridad judicial, la fonna en que, 

administrativamente, deba garanti1A1rse mediante seguro especial dicha 

reparación." 

Este precepto no tiene mayor problema. ya que la reforma aquí 

solo altero el concepto de impntdcncial por el de culposo, el cual desde 

nuestro punto de vista es acertado ya que el propio Cúdi¡,to Penal en el 

articulo 8° se refiere a acciones u omisiones delictivas dolosas o culposas, 

y en ningún momento habla de imprmlencialcs, !Cnnino que ha sido 

superado en este precepto. 

"ARTICULO 31 bis.- En todo proceso penal el Ministerio Público 

estará obligado a solicitar, en su caso, la condena en lo relativo a la 

reparación del daño y el juez a resolver lo conducente. 

El incumplimiento de esta disposición será sancionado con multa 

de treinta a ciucucnta días multa." 

De igual fonua que el articulo anterior, éste 110 tiene problema 

alguno, salvo que cu él se cambia el ténnino salaiio mínimo al de muta en 

la última parte del segundo pám1fo. 

"ARTICULO 32.-Están obligados a reparar el daño en los ténninos 

del articulo 29: 

1.- Los ascendientes, por los delitos de sus descendientes que se 

hallaren bajo su patria potestad; 

ll .- Los tutores y los custodios, por los delitos de los incapacitados 

que se hallen bajo su autoridad; 

lll. - Los directores de internados o talleres, que reciban en su 

establecimiento discípulos o aprendices menores de 16 años, por los 
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delitos q~e cjccutei1 é~tos durante el tiempo que se hallen bajo el cuidado 

de aquéllos;' 

IV.- Los <lucilos, empresas o encargados de negociaciones o 

establecimientos mercantiles de cualquier especie, por los delitos que 

cometan sus obreros, jornaleros, empicados, domésticos y artesanos, con 

motivo y en el desempeilo de su servicio; 

V.- Las sociedades o agrupaciones, por los delitos de sus socios o 

gerentes directores, en los mismos ténninos en que, confonnc a las leyes, 

sean responsables por las demas obligaciones qne los segundos 

contraigan. 

Se exceptím de esta regla a la sociedad conyugal, pues, en todo 

caso, cada cónyuge rcspondeni con sus bienes propios por la reparnción 

del dailo qne cause, y 

VI.- El Estado, solidariamente, por los delitos dolosos de sus 

servidores públicos reali7.ados con motivo del ejercicio de sus fünciones, 

y subsidiariamente cuando aquéllos füeren culposos." 

"ARTICULO 33.- La obligación de pagar la sanción pecuniaria es 

preferente con respecto a cualesquiera otras contraídas con posterioridad 

al delito, a excepción de las referentes a alimentos y relaciones 

laborales." 

Estos dos últimos artículos no fueron afectados por la refonna de 

1999, quedando su texto integro como se encontraba hasta entonces. 

"ARTICULO 34.- La reparación del dm1o proveniente de delito 

que deba ser hecha por el delincuente tiene el carácter de pena pública y 

se exigirá de oficio por el Ministerio Público. La victima, el ofendido, sus 
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dependientes económicos o sus dercchohabicntcs podrán aportar al 

Ministerio Público o al Juez, en su caso, los datos y pmebas que tengan 

para demostrar la procedencia y monto de dicha reparación, en los 

ténninos c¡ue prevenga el Código de Procedimientos Penales. 

En toda sentencia condenatoria el jue1. dehcrú resolver sobre la 

reparación del dailo, ya sea absolviendo o condenando a pagar cantidad 

precisa y no dejar a salvo los derechos del ofendido ni aplazar la 

detenninación del monto a incidente o resolución posterior. 

El incnmplimiento por parte de las antoridades de la obligación a 

c¡uc se refiere el párrafo anterior, scrú sancionado con multa de treinta a 

cuarenta días de salario mínimo. 

Cuando dicha reparación deba exigirse a tercero, tendrá el carácter 

de responsabilidad civil y se trnrnitm<í en fonna de incidente, en los 

ténninos que fije el propio Código de Procedimientos Penates. 

Qnicn se considere con derecho a la reparación del dai\o, que no 

pueda obtener ante el jue1. penal, en virtud de no ejercicio de la acción 

por parte del Ministerio Público, sobreseimiento o sentencia absolutoria, 

podní recurrir a la vía civil en los ténninos de la legislación 

correspondiente." 

En el anterior artículo en la segunda parte del páirnfo primero, se 

agrega además entre las personas que pueden aportar al Ministerio 

Público o al Juez, pmebas para acreditar la reparación del dru1o, además 

del ofendido y dcrechohabicntcs también lo pueden hacer la víctima o sus 

dependientes económicos. Asimismo se adicionó el pá!T'dfo segm1do en el 

cual se impone la obligación al Juez a resolver sobre la reparación del 
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dmlo, y 110 dejar a salvo los derechos del o!Cndido, ni aplazar la 

dctenninación del monlo a incidente o resolución posterior, con lo cual se 

concede mayor seguridad a los ofendidos o victimas respecto a la 

reparación del dm1o. 

"ARTICULO 35.- El importe de la sanción pecuniaria se 

distribuirá: cnlrc el Estado y la parte ofendida; al primero se aplicará el 

importe de la multa, y a la segnnda el de la reparación. 

Si no se logra hacer c!Cctivo todo el importe de la sanción 

pecuniaria, se cubrir:1 de preferencia la reparación del daño, y en su caso, 

a prorrata cnlrc los ofendidos. 

Si la parle oli:ndida rc111111ciarc a la reparación, el importe dc ~sla 

se aplicani al Estado. 

Los depósitos que garnnticen la libertad cauciona! se aplicarán 

como pago preventivo a la reparación del daño cuando el inculpado se 

substraiga a la acción de la justicia. 

Al mandarse hacer efectivos tales depósitos, se prevendrá a la 

autoridad cjeculorn que conserve su importe a disposición del tribunal, 

para que se haga su aplicación confonnc a lo dispuesto en los pátrnfos 

anteriores de este articulo." 

"ARTICULO 36.- Cuando varias personas cometan el delito, el 

juez lijar.i la multa para cada uno de los delincuentes, según su 

participación en el hecho delicluoso y sus condiciones económicas; y en 

cuanto a la reparación del daño, la deuda se considerará como 

mancomunada y solidaria." 

"ARTICULO 37.- La reparación del daño se mandar.i hacer 
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efectiva, en la misma fonna que la multa. Una vez que la sentencia que 

imponga tal reparación cause ejecutoria, el tribunal que la haya 

pronunciado remitir¡\ de inmediato copia certificada de ella a la autoridad 

liscal competente y ésta, dentro de los tres días siguientes a la recepción 

de dicha copia, iniciará el procedimiento económico-coactivo, notificando 

de ello a la persona en cuyo favor se haya decretado, o a su representante 

legal." 

"ARTICULO 38.- Si no alcm11,1 a cubrirs.: la responsabilidad 

pecuniaria con los bienes del responsable o con el producto de su trabajo 

en la prisión, el reo liberado seguir:í si\icto a la obligación de pagar la 

parte que falte." 

"ARTICULO 39.- El juzgador, teniendo en cuenta el monto del 

daño y la situación económica del obligado, podrá lijar plazos para el 

pago de la reparación de aquél, los que en su cmtiunto no exceder.in de 

un año, pudiendo para ello exigir garantía si lo considera conveniente. 

La autoridad a quien cmrcsponda el cobro de la multa podrá lijar 

plazos para el pago de ésta, tomando en cuenta las circunstancias del 

caso." 

Los cinco artículos anteriores, no sufrieron modificación alguna, 

quedando su texto como se encontraba hasta antes de la refonna que 

hemos comentado. 

" ARTICULO 40.- Los instrnmentos del delito, así como las cosas 

que sean objeto o producto de él, se decomisarán si son de uso prohibido. 

Si son de uso lícito, se decomisarán cuando el delito sea intencional. Si 

pertenecen a un tercero, sólo se decomisar.in cuando el tercero que los 
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tenga en su poder o los haya adquirido bajo cualquier titulo, esté en 

alguno de los supuestos a los que se refiere el Articulo 400 de este 

Código, independientemente de la naturalc1Á1 juridica de dicho tercero 

propietario o poseedor y de la relación que aquel tcn¡!a con el 

delincuente, en su caso. Las autoridades competentes proccdenín al 

inmediato aseguramiento de los bienes que podrían ser materia del 

decomiso, durante la averiguación o en el proceso. Se actuarú en los 

ténninos previstos por este párrafo cualquiera que sea la naturaleza de los 

instnuncntos, objetos o productos del delito. 

La autoridad cmnpetenh: dctcnninar:i el destino de los 

instrumentos o cosas decomisadas. ;1) pago de la reparación de dmios y 

perjuicios cm1sados por el delito, al de la multa o, en su dcfocto, según su 

utilidad, para el mejormnicnto de la procuración y la administr¡1ción de 

justicia." 

A este articulo se reformó el segundo párrafo, en el cual los 

instrnmcntos o cosas decomisadas, podrán a dctcnninación de la 

autoridad compctentc, destinadas al pago de la reparación del daño y 

perjuicios causados, asi como a la multa, o en último caso a mejorar la 

procuración y administración de justicia. 

"ARTICULO 98.- El reconocimiento de la inocencia del 

sentenciado extingue la obligación de reparar el daño." 

La rcfonna que sutiió este artículo únicamente fue la eliminación 

de In primera parte de su único párrafo, la cual se refcria a la obligación 

de la reparación del daño cuando se presentaba el indulto. 

"ARTICULO 336.- Al que sin motivo justificado abandone a sus 
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·hijas, hijos o a su cónyuge, sin recursos para atender a sus necesidades de 

subsistencia, aún cuando posterionnentc cucuten con el apoyo de 

familiares o terceros, se le aplicará de uu mes a ciuco al1os de prisión o de 

180 a 360 dlas multa; privación de los derechos de familia y pago, como 

reparación del dai\o, de las cantidades no suministradas oportuuamente 

por el acusado. 

Se equipara al abandono de personas y se aplicar;i la misma 

sanción al que, aún viviendo en el mismo domicilio y sin motivo 

justificado, no proporcione los recursos necesarios para la subsistencia de 

sus hijas, hijos, su cónyuge o concubina. Para los efectos del presente 

articulo, se tendr;í por consumado el abandono aún cuando los hijos sean 

dejados al cuidado de 1111 familiar siu limitación de grado, o de una casa 

de asistencia. 

La misma pena se aplicará a aquel qnc teniendo la obligación de 

dar alimentos, no los proporcione sin causa justificada." 

El articulo anterior, si bien sufrió cambios el mismo, con respecto a 

la reparación del daño quedó como anterionncntc se encontraba en el 

sentido de que en el delito de abandono de personas se aplicará como 

reparación de dru1o las cantidades no suministradas por el acusado. 

A continuación citaremos algunos criterios jurispmdencialcs 

respecto de la reparación del daño, que a nuestro criterio, siivcn de apoyo 

al fundamento legal que nos da el propio Código Penal. 



Quinta !'!poca. 
Instancia: Primera Sala. 
Fuente: Senmnario Judicial de la Federación. 
Tomo: CXXlll. 
Página: 1732. 

IH\l'AnACIÓN DEI. DAÑO MORAL. Confonnc al 
articulo 30 del Código Penal, la reparación del dallo comprende 
no sólo la indemnización del dallo material , sino aún el moral 
cansado a ta victima o a sus familiares. En estas condiciones. 
en cuanto a los dallos mornles, si: deben distinguir dos 
hipótesis: la de que produLcan una alteración en el patrimonio 
del ofendido y la de que ningún daiio 111ate1iat sobrevenga en el 
patrimonio de éste. a consecuencia dd hecho punible. Es decir, 
a veces el dm1o moral es susceptible psíquica producida en ta 
víctima puede, por ejemplo, reducir su rendimiento en el 
trabajo, caso en el cual el dallo moral intluyc indudablemente 
en el patrimonio del ofendido. 

Amparo penal directo 669/5 t. Por acuerdo de la Primern 
Sala, de fecha 8 de jnnio de 1953, no se menciona et nombre 
del promovente. t 7 de marl.O de 1955. Mayoría de tres votos. 
Ponente: Teótilo Olea y Leyva. 

Quinta Época. 
Instancia: Sala Auxiliar. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación. 
Tomo:CXVll. 
Página: 516. 

ltEl'ARACIÓN DEL DAÑO MORAL. Ciertamente 
es admisible que la muerte de una persona causa a sus 
familiares no sólo un daño económico constituido por lo que 
dejan de recibir de él materialmente, sino también wi druio 
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111ornl constituido por la pena que les produce su ausencia 
definitiva; pero también es cierto que un dailo de esta últi111a 
especie no es reparable a modo de que las cosas queden en el 
estado que tenían antes, sino que su reparación solamente sc 
puede hacer por vía dc equivalencia, dando a los familiares una 
indemni111ción, pero de esto a que una vida sea estimable en 
dinero, hay una diferencia insalvahlc. 

Amparo civil directo 6884/40. Agencia Eusebio 
Gnyosso, S. A. 31 de julio de 1953. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: Juan José Gonz.1lc1. Buslamanle. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

Octava !~poca 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XIV-Julio 
Página: 527 

DAÑO l\IORAL. FIJACIÓN DEL. De lo estipulado 
por el articulo 191 (1 del Código Civil del Distrito Federal 
aplicable en materia federal en toda la Repúblicn se concluye 
que el monto de la reparación del dailo moral debe ser lijado 
por el juzgador de instancia de manera potestativa, y sólo debe 
ntender a los derechos lesionados, al grado de la 
responsabilidad, a la situación económica del responsable y de 
la vícti111a, así como de las demás circunstancias del caso. 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO 
CIRCUITO. Amparo directo 126/89. José Maria Pércz Conca y 
Rosa Barranco Martíncz (sucesión de Sara Palma Barranco). 28 
de noviembre de 1989. Unanimidad de votos. Ponente: Amoldo 
Nájera Virgen. Secretario: Guillcnno Báez Pérez. 

--- ------------------·-··_,' 



Sexta Época. 
Instancia: Primera Sala. 
Fuente: Semanario Judicial de la Fcderaciim. 
Tomo: LXXIV, Segunda Parte. 
Página: 22. 

DAÑO l\IOl{AI.. LA FAt:rA DE l'IHIEBAS somrn 
EL DAÑO MATEltlAL, NO ll\IPIDE AL .JlJZGADOI{ 
FIJAR UNA INDEMNIZACIÓN EN FAVOR DE LA 
VICTIMA. La falla de pmebas sobre el dailn material, no 
impide al juzgador lijar una imlenmimción por el daño moral en 
favor de la victima. En efecto. el daño moral no puede 
valori:wrse exactamente. Su reparnción el·onúmica no es 
posible medirla con precisión, y su monto o impm1ancia 
pccuniarin no pueden quedar sttietos a ninguna pmeha. El 
precio de un dolor, de una honra, de una vcnganw, seria 
absurdo dejarlo a la apreciación de peritos. l'.s a los jueces a 
quienes corresponde scilalar la cuantia de la indemniwción 
mediante un juicio pmdenle, tomando en cuenta la capacidad 
económica del obligado, la naluralent del dailo y las 
constancias relativas que obren en el proceso. 

Amparo directo !1491/62. Elcu1.inque Flores llcmández. 
19 de agosto de 1963. 5 vol os. Ponente: Manuel Rivera Silva. 

Octava Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: III Segunda l'arte-2 
Página: 673 

REPARACIÓN DEL DAÑO COMO PENA 
PUBLICA \' LA EXIGIDLE A TERCEROS COMO 
RESPONSABILIDAD CIVIL. VÍA PROCEDENTE. Es 
inexacto que en los casos en que se exige al sentenciado la 

- - _____________________ ._ .. _ .. -. 



reparación del dailo, deba intentarse su cobro en la vía civil, en 
virtud de que teniendo esta sanción el carúcter de pena pública. 
su cu111plimiento debe obtenerse dentro de la causa respectiva y 
a petición del Ministerio Público. En cambio, cuando el pago de 
los dm1os se exige a terceros. si tiene el canícter de 
responsabilidad civil y debe hacerse efectiva en la vía incidental 
en la fonna establecida en la ley, car:icter que también conserva 
en las hipótesis siguientes: cuando el órgano de investigación 
no ejercita la acción penaL en los casos en que se decreta el 
sobreseimiento de la causa; cuando se suspende el 
procedimiento de esta última; o cuando se dicta sentencia 
absolutoria en favor del reo. 

PRIMER TRIBUNAi. COLEGIADO DEL NOVENO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 588/88. Manuel l lcmúndcz Maldonado. 
12 de enero de 1989. Unani111idad de votos. Ponente: María del 
Carmen Torres Medina de González. Secretario: Artemio 
Zavala Córdova. 

Quinta Época 
Instancia: Pri111era Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo:CXV 
Página: 214 

REPARACIÓN DEL DAÑO Y 
RESPONSADILIDAD CIVIL. El dailo producido por el 
delito da lugar al ejercicio de dos acciones; la de reparación del 
dailo, considerada como pena pública y cuyo ejercicio está en 
manos exclusivamente del Ministerio Público, acción que 
solamente puede dirigirse contra la persona del delincuente, y la 



de responsabilidad civil, que licnc el carúclcr de privada. y 
produce acción cuyo ejercicio se mmna por la ley civil ante los 
tribunales en esle ramo, y no comprende en su alcance m:is qne 
a las personas lisicas o morales de qmcnes depende el 
delincuente, al comeler el delito 

Amparo penal directo 2007/51. "(lu;mos y Fcrtilizanlcs 
de México", S. A. 6 de febrero de 195J. Unanimidad de cualro 
votos. La pnblicación no menciona el nombre del ponente. 

Sexta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Apéndice de 1995 
Tomo: 11, Parte S. C. J. N. 
Tesis: 28J 
Página: 159 

IUWAl{ACIÓN DEL DAÑO EXIGIBLE A 
T1mc1mos. IA1 reparación del dailo a cargo directo del 
delincuente constituye pena pública sobre la que el juez debe 
resolver precisamente en la sentencia definitiva del proceso, 
pero la que es exigible a terceros tiene el car.\cter de 
responsabilidad civil y debe tramitarse en fonna de incidente 
ante el propio juez de lo penal, o en juicio especial ante los 
tribunales del orden civil si se promueve despucs de fallado el 
proceso. 

Sexta Época: Amparo directo 5455/58. Ismael l'it1a 
Pérez. 12 de enero de 1959. Cinco volos. 

Amparo directo 3641/55. Miguel Mariscal Bravo. 2J de 
febrero de 1960. Unanimidad de cuatro votos. 

Amparo directo J64J/55. Embotelladora Kist de 
Guadalajara, S. A 23 de febrero de 1960. Unanimidad de 
cuatro votos. 

Amparo directo 3789/59. Ingenieros Civiles Asociados. 
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S. A. de C. V. 25 de febrero de 1960. Cinco votos. 
Amparo directo 4016/60. José Arévalo Córdova y coag. 

18 de enero de 1961. Unanimidad de cuatro votos. 

Quinta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de In Federación 
Tomo: CXXlll 
Página: 1691 

REPARACIÓN DEL DAÑO. Conlllnnc a los artículos 
29, 30 y 31 del Código Penal, la reparación del daño tiene el 
carácter de pena pública y tiene como presupuesto el relativo a 
que esté plenamente acreditada la pretensión punitiva del 
proceso penal y de que al propio tiempo se aporten pniebas en 
la causa para establecer el monto del dailo causado proveniente 
del delito, dado que sólo tendrú el carácter de responsabilidad 
civil cuando dicha reparación deba cxigirsclc a tercero y podrú 
tramitarse en fonna de incidente con arreglo a lo dispuesto por 
el Código de Procedimientos Penales. 

Amparo penal directo 365/53. Por acuerdo de la Primera 
Sala, de fecha 8 de junio de 1953, no se menciona el nombre 
del promoventc. 16 de mar1.o de 1955. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Tcótilo Olea y Leyva. 

Sexta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: Xlll, Segunda Parte 
Página: 134 
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IU:PAnACIÓN DEL DAÑO. Confonnc a los articulo 
29, 30 y 31 del Código Penal, la reparación del daiio que debe 
ser hecha por el delincuente, tiene el ear.icter de pena pública, 
ya que no sólo es de interés público sino de orden público, 
hasta el punto que su cxigibilidad y procedimiento, lijados por 
In ley, son :tjenos a la voluntad de los ofendidos. toda vo:z que 
lo que es importante es que el resarcimiento del dailo se r.:alic.:. 

Amparo directo 4275157. José Guadalupe Cubillas 
Mendo1.n. 16 de julio de 1958. Cinco votos. Ponente: Luis 
Chico Goeme. 

Sexta Í!poca 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Jndicinl de la Federación 
Tomo: XIV, Segunda Parte 
Página: 188 

nEl'ARACIÓN DEL DAÑO. La reparación del dailo 
comprende, en los ténninos del artículo 30 del Código Penal 
Federal, tanto la restitución de la cosa o el pago del precio de la 
misma, como la indemnización de los dmlos material y moral y 
los perjuicios causados a la víctima. 

Amparo directo 1739155. José Leonides Delgadillo. S de 
agosto de 1958. 5 votos. Ponente: Luis Chico Gocme. 
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Séptima Época 
Instancia: Primera Sala 
Fnente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 69 Segunda l'm1e 
Página: 30 

Irnl'ARACIÓN DEL DAÑO, Fl.IACIÓN DEL 
MONTO DE LA, RECURRIENDO A NORMAS 
LABORAi.ES. Es criterio de esta Suprema Corte de Justicia, 
el remitirse a las nonnas laborales en auxilio de la ley penal, 
para detcnninar el monto de la reparación que debe de pagarse, 
sin que esta circunstancia implique que se supla la dclicicncia 
de la queja, pues por ser la reparación dd dal1o, una pena 
pública, la misma es exigible desde el momento en que alguien 
es condenado por un hecho delictuoso. 

Amparo directo 1765/74. Arturn Almmm1 Almanza. 6 
de. septiembre de 1974. Mayoría de 4 votos. Ponente: Ezequiel 
Burguete Farrcra. 

NOTA ( 1 ): En la publicación original la mención de la 
votación no era precisa y se corrigió. 

En la publicación original de esta tesis aparece la 
leyenda: "Véase: Séptima Epoca, Segunda Parte: Vohunen 63, 
Pág. 36." 

Octava Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XII-Julio 
Página: :!87 

REPARACIÓN DEL DAÑO. PERSONAS QUE 
TIENEN DERECHO A LA. IA1 reparación del daño es mia 
sanción pecuniaria establecida en el artículo 30 del Código 
Penal para el Distrito Federal, y que tiene como finalidad la 



reslilución, y si no füerc posible, el pago del precio de la cosa 
oblenida por el delilo, la indcm1ii1,1ción del dailo malenal y 
moral, así como de los perjuicios causados a la victima o sujc10 
pasivo del delilo, susccplihle de cuanlilicación, de acuerdo a las 
pruebas oblenidas en el proceso, por lo que el pago de dicha 
pena debe ser impuesta en fa\'or del ofendido y en caso de 
fallecimiento del mismo a los familiares o bien a quienes 
dependan económicamenle de él al 1110111en10 de sn muerlc, por 
lo que el aclo reclamado que impone dicha pena lmieamenle a 
favor del Estado viola garantias y procede conceder el amparo 
para el único efecto de que se elimine la 111is111a por una clara 
inobservancia del articulo ."\O bis del Código Penal en comenlo. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
PENAL DEI. PRIMER CIRCUITO. Amparo direclo 2242/92. 
Angel TmTes Gu1iérre1 .. 29 de enero de 199J. Unanimidad de 
votos. l'oncnle: Manuel Morales Cruz. Secrelario: Sanliago F. 
Rodríguez l lcmándcz. 

Quintn Época 
Instancia: Primcrn Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: CXXYlll 
Página: 251 

REPARACIÚN DEL DAÑO, MONTO DE LA. 
Confonnc al articulo J 1 del Código Penal Federal, la reparación 
debe ser fijada según el dailo que sea preciso reparar, de 
acuerdo con las pruebas obtenidas en el proceso; de ahí que sea 
improcedente la sanción que se imponga a un acusado por el 
monto total del daño, cuando imicmnente queda un faltantc para 
cubrir la totalidad del mismo. 

Amparo dircclo 2533/53. Por acuerdo de la Primera 
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Sala; de fecha 8 de junio de 1953, no se menciona el nombre 
del promovcntc. 25 de abril de 1956. Unanimidad de cuatro 
votos. Ponente: Genaro Ruiz de Cháve7.. 

Quinta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo:CIX 
P;igina: 1634 

REPARACIÓN DEL DAÑO. Si bien es verdad que la 
reparación compreudc también la indemni1;1ción por los daños 
morales y materiales que se causen a la victima, también lo es 
que de acuerdo con la disposición contenida en el articulo 31 
del Código Penal para el Distrito y Territorios Federales, dicha 
reparación será lijada por los jueces, según el daño que sea 
preciso reparar, y atendiendo también a la capacidad económica 
del obligado a pagarla, de tal manera que es obligación del 
Ministerio Público y, principalmente, de la parte ofendida, 
coadyuvante de aquél, allegar las pruebas necesarias para que 
el juzgador pueda hacer la regulación y fijación del monto de 
los daños materiales y morales que se le hubieron causado, 
pues, de lo contrario, d juzgador carece de base legal para 
hacer una condenación que no puede establecerse en fonna 
indetenniuada, toda vc7. que la sentencia debe precisar el monto 
del dai\o que haya de repararse; y si la parte ofondida y quejosa 
no aportó pmeba alguna para tal regulación, la autoridad 
responsable, al absolver al acusado del pago de esa reparación, 
no incurrió en violación alguna de ley en su perjuicio. 

Amparo penal directo 10158/49. Nathan Talleri lvonnc. 
18 de agosto de 1951. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: 
Teólilo Olea y Lcyva. La publicación no menciona el nombre 
del ponente. 



Quinta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
'lbmo: CIV 
Página: 2463 

REPARACIÓN DEL DAÑO. Conti.mnc a la 
interpretación que esta Suprema Corte ha dado a los artículos 
30 y 31 del Código Penal, la reparación del daiio en el aspecto 
pallimonial o material, debe ser siempre igual al acusado, y 
sólo tiene aplicación la regla de que se atienda a la capacidad 
económica del obligado a pagarla, tratándose del dai1o moral. 

Amparo penal dircclo 4082/,18. Búliz Arcllano José Luis. 
25 de febrero de 1949. Unanimidad de cualrn rnlos. Auscnlc: 
Luis G. Corona. La publicación no menciona el nombre del 
ponente. 

Quinta lipoca 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LVIll 
Página: 2070 

REPARACIÓN DEL DAÑO. Confonne a los artículos 
30 y 31 del Código Penal vigente en el Distrito Federal, la 
reparación del daño ser;i hecha por los Jueces, según que sea 
preciso reparar, y de acuerdo con las pruebas obtenidas en el 
proceso, y si no se procedió en esa fonua, se violan los 
artículos 14 y 16 constitncionales, y debe concederse el 
amparo, para el efecto de que se condene al pago de la 
reparación de los daños provenientes del delito, en los justos 
límites del monto ruado, según las pruebas. 

Amparo penal directo 7358/37. Santana Cuevas Natalio. 
17 de noviembre de 1938. Unanimidad de cinco votos. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

t4S 



Quinta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LVII 
Página: 2540 

REPARACIÓN DEL DAÑO. El articulo 31 del Código 
Penal, vigente en el Distrito Federal, expresa que la reparación 
del daño será lijado por los Jueces, de acuerdo con las prnebas 
obtenidas en el proceso, y si esas prnebas no existen y se 
condena a la reparación del daño. se viola el citado precepto y 
los artículos 14 y 16 constitncionalcs. 

Amparo penal directo 3219/38. Téllez Aguilar Cipriano. 
8 de septiembre de 1938. Unanimidad de cuatro votos. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 

Sexta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: CIV, Segunda Pai1e 
Página: 15 

DAÑO l\IORAL Y l\IATEIUAL, Fl.IACIÓN DEL 
l\IONTO DE LA REPARACIÓN DEL. Sólo cuando se trate 
de lijar el monto de la reparación del daño moral debe 
entenderse a la capacidad económica del acusado, en tanto que, 
cuando dicha fijación se refiere al daño material debe atenderse 
al monto del mismo como apare7.ca probado en la causa. 

Amparo directo 4136/65. Carlos Chowe Fcmández. 16 
de febrero de 1966. 5 votos. Ponente: Manuel Rivera Silva. 

Sostiene la misma tesis: 
Amparo directo 6329/61. José Gutiérrez Sánchez. 21 de 

febrero de 1966. Unanimidad de 5 votos. 
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Quinta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: CIV 
Púgina: 84 

REPARACIÓN DEL DAÑO NO SOLICITADA 
POR EL MINISTEIUO PIJllLICO. Si se loma en cuenta 
que la reparación del daño tiene calidad de pena pública, 
aunque el representante social no la solicite, el juzgador no 
viola la ley cuando resuelve al respecto. ya que es a él a quien 
corresponde aplicar las disposiciones relativas. 

Amparo directo 4213175. lleriberto Canlú Times. 4 de 
diciembre de 197 5. 5 votos. Ponente: Ernesto A¡rnilar Alvarez. 

Sexta l~poca 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LXII, Segunda Parte 
Página: 62 

REPAl~ACIÓN DEL DAÑO, EL E.IERCICIO DE 
LA ACCIÓN PENAL DE, CORRESPONDE AL 
MINISTERIO PlJHLICO. El derecho a la reparación del 
dm1o material, no obstante alCctar exclusivamente el patrimonio 
del ofendido, en divers:L~ leyes, se reputa como pena pública y, 
en esta virtud, el ejercicio de la acción respectiva queda 
incluida en las lhcultadcs del Ministerio Público. 

Amparo directo 7145/61. Bemabé Cortés Flores. 30 de 
agosto de 1962. 5 votos. Ponente: Alberto R. Vela. 



Octava Época 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XII-Julio 
Página: 287 

IU:PARACIÓN DEI. DAÑO, POR TENER EL 
CARAcnm DE PENA PllBLICA LA. ÍJNICAl\IENTE 
INCUMBE AL i\llNISTEIUO PlJIILICO SlJ 
RECLAMACIÓN. En lénninos del m1iculo 21 del Código 
Penal del Estado de Chiapas. la reparación del dailo que deba 
ser realizada por el sujelo aclivo liene car;iclcr de sanción 
pública, por tanlo, esla reclamación incumbe al Minislcrio 
Público, por eslar comprendida dcnlrn del monopolio del 
ejercicio de la acción penal que es exclusiva de esa instilución 
de conlimnidad con lo previsto por el :n1iculo 21 de la 
Constitución. 

TRIBUNAL COLEGIADO DEI. VIGESIMO 
CIRCUITO. Reclamación 2/93. Romún Murillo Chavarría. 18 
de numm de 1993. Unanimidad de volos. l'onenlc: Francisco A. 
Vclasco Santiago. Secretaria: Claudia Asunción Gómez 
Nigenda. 

Sexta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XLIII, Segunda Parte 
Página: 82 

REPARACIÓN DEL DAÑO EXIGIBLE A 
TERCEROS. Si el sujeto pasivo del dru1o patrimonial lo fue el 
patrón del reo, es incongruenle sostener que éste, por ser a su 
vez patrón del inculpado, se encuentra obligado a pagar nada 
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menos que sus propios dailos. Pues en la legislación puniliva 
Federal, el principal obligado a la reparación con reslilución de 
la cosa obtenida con el delito o su pagó y a la indemnización a 
la víctima (sttielo pasivo del da1io) o sus familiares (oli:ndidos), 
lo es el propio delincucnle, ya que por su conduela inlcncional 
o culposa se produce el resul1ado, lcsion:imlosc aquellos 
intereses y por consecuencia, dicho legislador dclennina que lal 
reparación consliluye "pena pública" formando parte de la 
sanción pecuniaria (m1iculos 29 y 30 del Código Penal 
Federal). Empero, si el delincucnle es insolvenle o por alguna 
otra circunslancia no esluviese en posibilidad de cumplir con el 
compromiso y no deseando el legislador que la viclima o 
familiares se queden sin el resarcimiento, eslablcce el sistema 
de obligar a los terceros que en alguna fonna esl:in ligados con 
el autor, fijando un procedimiento expedito para la reclamación 
en fonna incidental dentro del mismo sumario penal (articulo 32 
del Código Penal 5J2 a 540 del Procesal o de_j:indolos en 
libertad de recurrir a la vía civil ante los Tribunales de este 
orden (artículos 191 O a 1934 del Código Civil), enunciando 
taxativamente a los posibles terceros obligados (ascendientes, 
tutores o custodios, directores de internados o lallercs, due11os 
o empresarios, sociedades, agmpacionl'S y al Estado), In que no 
se pudo dar en el caso en razón de lo expuesto, ya que quien 
podía reclamar los daños füe precisamente el palrón del 
inculpado y no pudo ser al mismo tiempo víctima y demandado. 

Amparo directo 54 78/60. Cristino Espinosa Gaytán. 12 
de enero de 1961. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Agustín 
Mercado Alarcón. 

Sexta Época 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXXII 
Página: 89 



lmPARACIÓN DEL DAÑO. lÁ1 reparación del dailo a 
cargo direclo del delincuente constituye pena pública sobre la 
que el juez debe resolver precisamenle en la sentencia 
definitiva del proceso, pero la que es exigible a terceros tiene 
caráeler de responsabilidad civil y debe tramitarse en limna de 
incidente anlc el propio juc1. de lo penal, o en juicio especial 
ante los tribunales del orden civil si se promueve después de 
follado el proceso. 

Sexla l~poca. Amparo Directo 5455/59. Ismael l'iila 
l'érez. 5 votos. Vol. XXXII, pág. 89 . 

Quinta Época 
Instancia: Primcm Sala 
Fucnle: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo:CXll 
Página: 1279 

REPARACIÓN DEL DAÑO. La sanción penal 
propiamente dicha es pública, porque satisface intereses 
sociales; y la reparación del daiio, impropiamente llamada pena 
pública, carece de este atributo, porque sólo satisface intereses 
patrimoniales privados, no beneficiando al Estado, sino 
excepcionalmente, cuando el titular del derecho a la reparación 
hace renuncia expresa de él. 

Amparo penal directo 4631/51. Castillo Uribc Teodoro. 
6 de junio de 1952. Mayoría de lrcs votos. Disidentes: 
Femando de la Fuente y Luis G. Corona. Relator: Luis Chico 
Goeme. 

·!, 
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Octava l~poca 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: VI Segunda Partc-2 
Pagina: 640 

IU~PARACIÓN DEL DAÑO. CllANl>O EXISTE 
COAUTOIUA, CONSTITUYE l!NA DEUDA 
MANCOMUNADA Y SOLIDAIUA. Del articulo 36 del 
Código Penal Federal se colige que cuando varias personas 
cometen un delito, la deuda de la reparación del dai\o se 
considera mancomunada y solidaria por lo que, si de las 
constancias procesales se deduce que aún pcnnanccc insoluta 
parte de la reparación del dai\o, es evidente que el juez del 
conocm11ento indebidamente absolvió a uno de los 
responsables, por haber pagado sólo la canlid:ul de dinero de la 
que dice él dispuso, aduciendo reparación del dai\o, y dado 
ademas el desistimiento de la parte afectada por lo que a dicho 
acusado se rclicrc, pues el aludido juzgador pasó por alto que 
la acción penal se ejercitó en grado de coparticipación en 
té1111inos del m1iculo 13 del Código punitivo Federal respecto a 
todos los acusados, circunstancia que lo obliga a dilucidar la 
situación de los sentenciados a este particular, esto es, tomar en 
cuenta los pagos efectuados y sobre el saldo insoluto dictar 
sentencia condenatoria contra los ajusliciados, la que 
eonstituiria deuda mancomunada y solidaria. 

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL CUARTO 
CIRCUITO. 

Amparo directo 535/89. Víctor Manuel Lópcz García. 21 
de febrero de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: Ramiro 
Barajas Plasencia. Secretaria: Gloria Fuerte Cortcz. 
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4.2 CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES VIGENTE 

PARA EL DISTRITO FEDERAL. 

Al igual que el Código Penal, el Código de Procedimientos Penales 

también ha sufrido diversas reíonnas significativas, de las cuales 

consideramos que las principales íucron encaminadas hacia las víctimas 

de los delitos, siendo de esta manera uno de los primeros puntos que se 

consideró en la exposición de motivos relativa a la iniciativa del Jefe de 

Gobierno del Distrito Federal, de fecha 24 de agosto de 1999. 

De esta manera se sostuvo en dicha exposición de motivos que con 

miras 11 restaurar el equilibrio entre los derechos de la victima y del 

inculpado, se propone la incorporación de un Capitulo 1 Bis, dcnolllinado 

"De lns víctimas o de los ofendidos por algún delito", que comprendería 

los articulos 9 y 9 bis, con el objeto de regular los derechos de la víctima 

u ofendido por el delito. 

En ese mismo orden de ideas se señaló que "Correlacionadas con 

los derechos de las víctimas, la refonua al articulo 9 bis propone señalar 

claramente las obligaciones del Ministerio Público desde el inicio de la 

averiguación, entre las que se encuentran: hacer cesar, cuando sea 

posible, las consecuencias del delito; recibir la declaración escrita o 

verbal correspondiente e iniciar la averiguación del caso, en los ténuinos 

del Código, de coufonuidad con los principios constitucionales de 

legalidml, honradez, lealtad, illlparcialidad, eficiencia y eficacia; expedir 

gratuitamente a solicitud de los denunciantes o querellantes, copia simple 
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de su declaración o, previo pago de derechos, copia certificada; proponer 

el no ejercicio de la acción penal cuando de las declaraciones iniciales y 

de los clemenlos aportados no se desprenda la co111isión de algún delilo; 

solicilar la reparación del dailo; e infonnar a la viclima n. en su caso, a su 

represenlanle legal, sobre el significado y la 1rasccndc11cia del 

olorgamienlo del perdón cuando decidan otorgarlo." 

Otro de los aspectos i111portantcs tratados c11 la exposición a que 

nos hemos reforido es el que se scilala en el m1111cral cuatro y el cnal 

señala: "Actual111entc, conlra la scnlencia definitiva que el Juzgador dicla 

en el procedimienlo sumario no cabe recurso alguno. l.o anlcrior implica 

un grave deseqnilibrio procesal entre los inlerescs del inculpado y los de 

la víctima y el represenhmle social. En la ¡mictica. el sentenciado puede 

recurrir al amparo; en cambio, la reprcsenlación social se ve impedida 

para impugnar, por cualquier medio. la resolución de fondo que le 

agravia. Con el objeto de que resulte procedente el rcrnrso de apelación 

en conlra de las sentencias dictadas por los Jueces de Paz Penales dentro 

de los procedimientos sumarios, la iniciativa propone modificar el artículo 

418 fracción 1, del Código adjetivo." 

Lo anlerior no lleva a pensar que el ánimo en esta iniciativa no es 

solo encaminada a defender los derechos de los procesados, sino qne 

además, se incluye a las víctimas de los delitos, que en todo caso ya 

pueden contar con el derecho de recurrir la sentencia que les sea 

desfüvorable en lo relativo a la reparación del dai1o, contando con un 

medio más para ello. 

De esta fonna, y con el afán de ofrecer mayor prolección a los 



intereses de las victima u ofendidos, fue refonnada nuestra legislación 

adjetiva penal, In cual a continuación en lo rebtivo a la repamción del 

dailo, scílalaremos aquellos artículos que fueron reformados, modificados 

o derogados, así corno aquellos que quedaron intactos, con el propósito 

de aportar un instnunento que sirva para una mejor locali¡r.;1ción de los 

preceptos relativos a la reparación del dailo, siendo estos los siguientes: 

"ARTICULO 2º.- Al Ministerio Público corresponde el ejercicio 

exclusivo de la acción penal, la cual tiene por objeto: 

l. Pedir la aplicación de las sanciones establecidas en las leyes 

penales; 

11. Pedir la libertad de los procesados, en la fonna y ténninos que 

previene la ley; 

111. Pedir la reparación del daílo en los lérrninos especificados en el 

Código Penal." 

En realidad este artículo no sufrió reforma alguna quedando su 

texto intacto. 

"ARTICULO 9º.- Las víctimas o los ofendidos por la comisión de 

un delito tendrán derecho, en la averiguación previa o en el proceso, 

según corresponda: 

1.- A que el Ministerio Público y sus Auxiliares les presten los 

servicios que constitucionalmente tienen encomendados con legalidad, 

honradez, lealtad, imparcialidad, pro!Csionalismo, eficiencia y eficacia y 

con la máxima diligencia; 

11.- A que los servidores públicos los tmten con la atención y 

respeto debido a su dignidad humana absteniéndose de cualquier acto u 



omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, abuso o 

ejercicio indebido de la autoridad; 

111.- A que ningún servidor público por si o por interpósila persona 

les soliciteu, aceplen o reciban, beneficios adicionales a las 

conlraprestacioncs comprobables que el Es1ado les otorga por el 

desempeño de su limción; 

IV.- A presenlar cualquier denuncia o querella por hechos 

probablemente conslilulivos de delilo y a que el Minislerio Público las 

reciba; 

V.- A que se les procure juslicia de manera pronla, graluita e 

imparcial respecto de sus denuncias o querellas, praclicando todas las 

diligencias necesarias para poder detenninar la averiguación previa; 

VI.- A recibir asesoría jurídica por parte de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal respeclo de sus denuncias o 

querellas y, en su caso, a recibir servicio de intérpreles traductores 

cuando pertenezcan a un grnpo élnico o pueblo indígena. no conozcan o 

no comprendan bien el idioma cspm1ol, o padezcan alguna discapacidad 

que les impida oír o hablar; 

VII.- A ratificar en el acto la denuncia o querella siempre y cuando 

exhiban identificación oficial 11 ofrezcan los tesligos de identidad idóneos; 

VIII.- A conlar cou !odas las facilidades para identificar al 

probable responsable; 

IX.- A recibir en fonna graluila copia simple de su denuncia o 

querella ratificada debidamenle o copia certificada cuando la solicite, de 

confonnidad con lo prcvislo por el presenle Código y por el Código 



Financiero del Distrito Federal; 

X.- A coadyuvar con el Ministerio Público en la integración de la 

averiguación y en el desarrollo del proceso; 

XI.- A comparecer ante el Ministerio Público para poner a 

disposición todos los datos conducentes a acreditar el cuerpo del delito, la 

responsabilidad del indiciado y el monto del da1io y su reparación y a que 

el Ministerio Público integre dichos datos a la averiguación; 

XII.- A tener acceso al expediente para infonnarse sobre el estado 

y avance de la averiguación previa; 

XIII.- A que se les preste la atención médica de urgencia cuando la 

requienm; 

XIV.- A que se realicen el reconocimiento o diligencias de 

identificación o confrontación en el lugar en el que no puedan ser vistos o 

identificados por el probable responsable. En los casos de delitos que 

atenten contra la libe11ad y el nonnal dcsamillo psicoscxual, o en los que 

el menor sea victima, el Juez o el Ministerio Público de oficio debcnin 

acordar que la diligencia de confronta o iclcntilicación se efectúe en el 

lugar donde no puedan ser vistos o identificados por el probable 

responsable; 

XV.- A que el Ministerio Público solicite debidamente la 

reparación del daño y a que se les satisfaga cuando ésta proceda; 

XVI.- A recibir auxilio psicológico en los casos necesarios, y en 

caso de delitos que atenten contra la libertad y el nonnal desarrollo 

psicosexual, a recibir este auxilio por una persona de su mismo sexo; 

XVII.- A ser restituidos en sus derechos cuando éstos estén 
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acreditados; 

XVIII.- A quejarse mue la Contraloria lntenm de la f>rocurmluria 

General de Justicia del Distrito Federal y a denunciar ante la Fiscalía para 

Servidores Públicos o ante cualquier agente del Ministerio Público, por 

violaciones de los derechos que se se11alau para su investigación y 

responsabilbr.ación debidas; 

XIX.- A impugnar las dctenninacioncs de no ejercicio de la acción 

penal; y 

XX.- En caso de que deseen otorgar el perdón. a ser informado 

claramente del signifiendo y la trascemleneia juridica de ese acto. 

El sistema de auxilio a la víctima del delito dependerá de la 

Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal." 

Este articulo lile rellmnmlo en su totalidad, aunque debemos 

admitir que el texto anterior tenia la esencia del actual, solo que ahora se 

especifican los derechos que tienen las víctimas u ofondidos durante la 

averiguación previa o el proceso. 

"ARTICULO 9" 13is.- Desde el m1cm de la averiguación el 

Ministerio Público tendni la obligación de: 

1.- Hacer cesar, cuando sea posible, las consecuencias del delito; 

11.- Recibir la declaración escrita o verbal correspondiente e iniciar 

la averiguación del caso, en los ténninos de este Código, de confonnidad 

con los principios constitucionales de legalidad, honradez, lcahad, 

imparcialidad, eficiencia y eficacia; 

111.- lnfonnar a los denunciantes o querellantes sobre su derecho a 

ratificar la denuncia o querella en el mismo acto y a recibir su ratificación 
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inmediatamente, o a recibirla dentro de las 24 horas siguientes, cuando se 

identifiquen debidamente y no exista impedimento legal para ello, tiempo 

en el cual los denunciantes u querellantes deberán acreditar plenamente 

su identidad, salvo que no residan en la ciudad o exista algún 

impedimento material que deberá ser razonado por el Ministerio Píiblico; 

IV.- Iniciar e integrar la averiguación previa correspondiente 

cuando así proceda; 

V.- Practicar las diligencias inmediatas procedentes cuando de las 

declaraciones se desprendan indicios de la comisión de conductas 

delictivas; 

VI.- Expedir gratuitamente, a solicitud de los demmcianles o 

querellantes, copia simple de su declaración o copia certificada en 

ténninos de lo previsto por esle Código y por el Código Financiero del 

Distrito Federal; 

VII.- Trasladarse al lugar de los hechos, para dar fe de las personas 

y de las cosas afectadas por el acto delictuoso, y a lomar los datos de las 

personas que lo hayan presenciado, procurando que declaren, si es 

posible, en el mismo h1t(ar de los hechos, y citándolas en caso contrario 

para que dentro del lénnino de vcinticualro horas comparezcan a rendir su 

declaración, y a rcali7.ar !odas las diligencias inmediatas a que hace 

referencia este Código y las demás conducentes para la integración 

debida de la averiguación; 

VIII.- Asegurar que los denuncianlcs, querellantes u ofendidos 

precisen en sus declaraciones los hechos motivo de la dcmmcia o querella 

y las circunstancias de lugar, tiempo y modo en que ocurrieron; 



IX.- Proponer el no ejercicio de la acción penal cuando de las 

declaraciones iniciales y de los elementos apo11ados no se desprenda la 

comisión de conductas delictivas o elemento alguno para su investigación; 

X.- Solicitar al demmcianlc o querellante qne apm1e los datos 

necesarios para precisar la identidad del probable 1esponsahle y dar de 

inmediato intervención a peritos para la elaboración de la media filiación 

y el retrato hablado; 

XI.- Dar intervención a la policía judicial con el lin de localiim 

testigos que aporten los dalos para identificar al probable responsable, así 

como datos relacionados con la comisión de los hechos delictivos; 

XII.- Progmmar y desarrollar la investigación. absteniéndose de 

diligencias contradictorias, innecesarias, irrelevantes o inconducentes 

pam la eficacia de la indagatoria; 

XIII.- Expedir y techar de inmediato los citatorios o 

comparecencias ulteriores, de denunciantes. querellm11es. testigos, 

probables responsables, o de cualquier compareciente, ante el Ministerio 

Pilblico, de acuerdo con el desarrollo expedito, oportuno y eficaz de la 

indagatoria, siendo responsables los agentes del Ministerio Público que 

requiemn las comparecencias y sus auxiliares, de que se desahoguen con 

puntualidad y de confonuidad con la estrategia de investigación 

correspondiente. 

XIV.- Solicitar la reparación del daño en los ténninos de este 

Código; e 

XV.- lnfonnar a la victima o, en su caso, a su representante legal, 

sobre el significado y la tmsccndencia del otorgamiento del perdón 
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cuando decidan otorgarlo." 

De igual manera este articulo fue refonnado en su totalidad, siendo 

de importancia para nuestro tema el que se incluya como obligación para 

el Ministerio Pí1blico la obligación de solicitar la reparación del daño. 

"ARTICULO 35.- Cuando haya temor limdmlo de que el obligado 

a la reparación del daño oculte o enajene los bienes cu que deba hacerse 

efectiva dicha reparación, el Ministerio l'úhlico, el ofendido, o victima del 

delito, en su caso, podrán pedir al juez el embargo precautorio de dichos 

bienes. 

Para que el juez pueda dictar el embargo precautorio bastará la 

petición relativa y la pmeha de la necesidad de la medida. /l 111cnos que el 

inculpado otorgue lianza sulicicute a juicio del juez, éste dccrctani el 

embargo bajo su responsabilidad." 

"/IRTICUl.O 271.· El Ministerio Público que conozca de un hecho 

delictuoso, hara que tanto el ofendido como el probable responsable sean 

examinados inmediatamente por los médicos legistas, para que éstos 

dictaminen, con carácter provisional acerca ele su estado psicolisiológico. 

El Procurador detenuinar;i mediante disposiciones de carácter 

general el monto de la caución aplicable para gozar de la libertad 

provisional en la averiguación previa. 

Cuando el Ministerio Público decrete esa libertad al probable 

responsable lo prevendrá para que comparezca ante el mismo para la 

práctica de diligencias de averiguación, en su caso y concluida ésta ante 

el juez a quien se consigne la averiguación, quien ordenará su 

presentación y si no comparece ordenará su aprehensión, previa solicitud 



del Ministerio Público mandando hacer elCctiva la garantía otorgada. 

El Ministerio Público podrá hacer efectiva la garantía si el probable 

responsable desobedeciere, sin causajustilicada, las órdenes que dictare. 

La garantía se cancelará y en su caso se devolverá cuando se 

resuelva el no ejercicio de la acción penal o una vez que se haya 

presentado el probable responsable ante el juez de la causa y éste acuerde 

la devolución. 

En las averiguaciones previas por delitos que seau de la 

competencia de los juzgados de paz cu 111ate1ia penal o sicudo de los 

juzgados pcualcs cuya pena máxima no exceda de cinco m)os de prisión 

el probable responsable no scni privado de su libertad en los lugares 

ordinarios de detención y podrú quedar am1igado en su domicilio, con la 

facultad de trasladarse al lugar de su trabajo, si concurrieren las 

circunstancias siguientes: 

1.- Proteste presentarse ante el Ministerio Público que tnunitc la 

averiguación, cuando éste lo disponga; 

11.- No existan datos de que pretenda sustraerse a la acción de la 

justicia; 

Ill.- Realice convenio con el ofendido o sus cansahabientes, ante el 

Ministerio Público de la fonna en que reparará el dailo causado, en su 

caso, cuando no se convenga sobre el monto, el Ministerio Público con 

base en una estimación de los daños causados, en la inspección 

ministerial que practique, en las versiones de los sujetos relacionados con 

los hechos y en los demás elementos de prncba de que disponga, 

dctenninará dicho monto ... ". 
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"ARTICULO 317.- En las conclusiones, qne deberán presenlarse 

¡JOr escrito, se fijaran en proposiciones concrelas los hechos punibles que 

se atribuyan al acusado, solicilando la aplicación de las sanciones 

correspondientes, incluyendo la reparación del daiio y perjuicio. con cila 

de las leyes y de la jurisprudencia aplicables al caso. Eslas proposiciones 

deberán contener los elementos de prueba rdali\'os a la comprobación del 

delito y los conduecnles a establecer la responsabilidad penal." 

"ARTICULO 532.- La reparación del da11o que se exija a !creeros, 

de acuerdo con el m1ículo 32 del Código Penal para el Dislrilo Federnl en 

Materia del Fuero Común y para !oda la Rcpilhlica en Malcría del Fuero 

Federal (sic) deberá promo\'erse ante el jne1. o lribunal que conoce la 

acción penal, en cualquier estado del proceso, y se 1rami1arú y rcsol\'crá 

confonne a los artículos siguientes." 

"ARTICULO 53J.- La responsabilidml ci,·il por reparación del 

daño no podrj declararse sino a instancia de la parte ofendida contra las 

personas que detcnnina el Código Penal." 

"ARTICULO 534.- En el escrilo qnc inicie el incidente, se 

expresaran sucinlamcnte y numerados, los hechos o circunstancias que 

hubieren originado el dm1o, y se lijaran con precisión la cuantía de éste, 

así como los conceptos por los que proceda." 

"ARTICULO 556.- Todo inculpado lendrá derecho durante la 

averiguación previa y en el proceso judicial, a ser puesto en libertad 

provisional bajo caución, inmediatamente que lo solicite, si se reúnen los 

siguientes requisitos: 

l. Que garantice el monto estimado de la reparación del dru1o; 



Tratándose de delitos que afecten la vida o la integridad corporal, 

el monto de la reparación no podrn ser menor del que resulte aplicándose 

las disposiciones relativas de la Ley Federal del Trabajo; 

II. Que garantice el monto estimado de las sanciones pecuniarias 

que en su caso puedan imponérscle; 

III. Que otorgue caución para el cumplimiento de las obligaciones 

que en ténninos de ley se deriven a su cargo en razón del proceso; y 

IV. Qnc no se trate de delitos que por su gravedad están previstos 

en el pám1fo último del artículo 268 de este Código. 

"ARTICULO 569.- En caso de revocación de la libertad cauciona! 

se mandaní rcaprchcmlcr al procesado y, salvo la cansa prevista en la 

fracción IV del m1iculo 568 de este código, se hará electiva a favor de la 

victima o del ofendido por el delito la garantía relativa a la reparación del 

daño; las que versen sobre las sanciones pecuniarias y para el 

cumplimiento de las obligaciones derivadas del proceso, se hanin 

efectivas a favor del Estado.'" 

"ARTICULO 572.- El juez o tribunal ordenará la devolución de los 

depósitos o mandará cancelar las garantías, cuando: 

l. El acusado sea absuelto; y 

11. Cu:mdo se dicte al indiciado auto de libertad o de extinción de 

In acción penal. 

Cuando resulte condenado el acusado que se encuentre en libertad 

bajo caución y se presente a cmnplir su condena, las cauciones para 

garantizar la reparación del daño y las sanciones pecuniarias se harán 

efectivas, la primera a favor de la víctima u ofendido por el delito y la 



segunda a favor del Estado. La otorgada para ganmti1A1r las obligaciones 

derivadas del proceso se devolverán al sentenciado o a quien indique éste, 

o en su caso, se cancelarán. 

"ARTICULO 660.- El sobreseimiento procederá en los casos 

siguientes: 

l. Cuando el Procurador General de Justicia del Distrito Federal 

confinnc o fonnule conclusiones no acusatorias: 

11. Cuando aparezca que la responsabilidad penal est;í extinguida; 

111. Cuando nn se hubiere dictado auto de fonnal prisión o de 

sujeción a proceso y aparezca que el hecho que motiva la averiguación no 

es delictuoso o, cuando estando agotada ésta, se eompmebc que no 

existió el hecho dclicluoso que la motivó; 

1 V. Cuando habiéndose decretado la libcrtml por desvanecimiento 

de dalos, esté agotada la averiguación y no existan elementos posteriores 

para dictar nueva orden de aprehensión, o se esté en el caso previsto por 

el articulo 546; 

V. Cuando esté plenamente comprobado que en favor del 

inculpado existe alguna causa eximente de responsabilidad; 

VI. Cuando existan pmebas que acrediten fehacientemente la 

inocencia del acusado, y 

VII. Cuando se trate de delitos culposos que sólo produzcan dai\o 

en propiedad ajena y/o lesiones de las comprendidas en los artículos 289 

o 290 del Código Penal, si se paga la reparación del dai\o a la victima o al 

ofendido por el delito, si el inculpado no hubiese abandonado a aquélla, y 

no se encontrase el activo en estado de ebriedad, o bajo el influjo de 
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estupefacientes, psicotrópicos o sustancias que produzcan efectos 

similares. 

Lo anterior, no procederá cuando se trate de culpa calificada como 

grave, confonne a la parte conducente del artículo 60 del Código Penal. 

VIII. Cuando así lo detenuine expresamente este código." 

Los anteriores artículos quedaron sin modilieaciún alguna ya que 

sn texto se encuentra como hasta antes de la rcfonna que hemos sc11alado. 



CAPÍTULOS. 

PROPUESTA. 

5.1 CONTRAPOSICIÓN DEL PARRAFO SEGUNDO DE 

LA FRACCIÓN 11 DEL ARTÍCULO 572 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES CON LA SENTENCIA 

IMPUESTA. 

Para comen1,1r con este capítulo, analizaremos lo establecido en el 

pnrmro segundo de la fraccióu 11 del artículo 572 de nuestro Código de 

Procedimientos Penales, el cnal seilala: 

"Artículo 572. El juez o tribunal ordenaní la devolnción de los 

depósitos o mandará cancelar las garantías, cuando: 

l. El acnsaclo sea absuelto; y 

ll. Cuando se dicte al indiciado anlo de libertad o de extinción de 

la acción penal. 

Cuando resulte condenado el acusado que se encuentre en libertad 

bajo caución y se presente a cumplir sn condena, las cauciones para 

garantizar la reparación del dallo y las sanciones pecuniarias se harán 

efectivas, la primera a favor de la víctima u ofendido por el delito y la 

segunda a favor del Estado. La otorgada para garanti1A1r las obligaciones 

derivadas del proceso se devolverán al sentenciado o a quien indique éste, 

o en su caso, se cancelarán." 

Primeramente este articulo se refiere a que el Juez o Tribunal 

deberá ordenar la devolución de los depósitos o mandará cancelar las 



167 

garantfas cuando se cumplan dos hipótesis. 

Primeramente la fracción 1 antes mencionada seilala que cuando el 

acusado es absuelto, esto es, que al momento de ser sentenciado se haya 

detenninaclo que el acusado no fue penalmente responsable de la 

comisión del delito, o en su caso no se comprobó el cuerpo del delito, y 

consecuentemente se dictó una sentencia absolutoria. 

La fracción 11 se refiere a cuando se haya dictado un auto ele 

libertad o de extinción de la acción penal, entendiéndose ello, no a la 

resolución que pone lin al proceso, sino a una resolución dictada por el 

Juez dentro del proceso, la cual puede ser un auto de libertad por falla de 

elementos para procesar, o un auto de libertad por haberse considerado 

que no existe delito que perseguir; por otra parte también se puede 

considerar que la resolución que se haya dictado sea un auto en el cual se 

declara la extinción de la acción penal que ejerció el Ministerio Público, 

ello al actualizarse cualquiera de las hipótesis, inmersas en el Titulo 

Quinto del Libro Primero del Código Penal. 

Ahora bien, el párrafo segundo de la fracción 11 que estamos 

comentando, hace alusión a una situación distinta de las que 

primeramente seilala, esto al seilalar que cuando en contra del acusado se 

haya dictado una sentencia condenatoria, en la cual se le ha impuesto una 

penalidad perfectamente detcnninada, y dicho acusado este en libertad 

provisional bajo caución y se presenta a dar cumplimiento con esa 

detenninación del Juez, la garantía que haya otorgado por concepto de 

obligaciones procesales, se devolverá o en su caso se cancelarán, por lo 

que hace a la garantía que fue otorgada para garantizar la sanción 
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pecuniada semandaní a hacer efectiva en favor del Estado; y por último, 

·Ja gamntla que se haya otorgado para la reparación del daño se mandar.\ a 

hacer efectiva en favor de la víctima u ofendido. 

Este párrafo nos habla en pri111er ténnino !k un acusado que se 

encuentre en libertad provisional bajo caución y se presente a c11111plir su 

condena, aqui cabe señalar un ejemplo en el cual se refiere a un 

sentenciado en este caso, que en la resolución final el Juez le ha i111puesto 

una pena privativa de libertad, y se ponga a disposición del Juez para que 

sea ejecutada la sentencia, y se cu111pla con la pena de prisión i111puesta, 

entendiéndose esto de antemano, que la sentencia haya quedado firme por 

cualquiera de las hipótesis previstas por el articulo 443 del Código 

Procesal Penal. 

A nuestro parecer no existe problema alguno en cuanto a lo 

referente a las garantías concernientes a las obligaciones procesales y la 

sanción pecuniaria, y parecería que ta111poco existe problema con la 

garantía por la reparación del daño, pero aquí nos surge una interrogante 

¿r¡uc .mece/e c11a11do e11 la se/l/t'llcia se ha co11de11ado al pago de ww 

calllidad cspec(fica por co11cc11t11 de la n'tH1raciá11 del dm)o, la rnal 

resulta ser mayor c¡u<! la ca11tidad de la caución otorgada para 11hte11er 

la /ihcrla pnll'isional por el mismo concepto?. 

Este problema se presenta con mucha frecuencia en la practica, en 

los casos que al inicio del procedimiento los procesados obtienen su 

libertad provisional bajo caución, en cuyo caso, como ya lo hemos 

señalado en el capitulo respectivo, el artículo 556 del Código de 

Procedimientos Penales, en su fracción 1, nos refiere que para obtener la 
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libertad provisional, se debe de garnnti1.·u el monto estimado de la 

reparación del dailo, además, tratándose de delitos que afecten la vida o 

la integridad corporal, se deberán fijar aplicándose las disposiciones de la 

Ley Federal del Trabajo. Ahora bien, retomando nuestro ejemplo, y 

mlndiendo ni mismo que se trate de un delito de dai\o en propiedad ajena, 

en donde el objeto material haya sido valuado en sus dmlos por los 

peritos correspondientes, y encontrándonos al inicio del proceso en donde 

el Juez únicamente cuenta con el dictamen pericial que hemos referido 

para fijar el monto de la garantía por concepto de reparación del dai\o, es 

aqul en donde surge la segunda interrogante ¿c¡ue pasa M clurcmt<' el 

pmceso, el 1!{i!lldic/11 o el Ministerio /11í"'1co 11crcd111111 c¡m· la 1l!paracirí11 

del e/afio Ira sido mayor a lo valuado i11icial111!'11te?. A este respecto 

podemos rclcrir que nuestra legislación vigente no preve dicha situación, 

es decir, no existe disposición alguna la cual autorice al juzgador a 

incrementar la caución ya fijada inicialmente, sin embargo. tampoco 

existe dispositivo alguno que lo prohíba, por lo que en ese sentido 

podemos asumir que el juez puede fijar una nueva caución a lin de 

asegurar el pago de la reparación del dai\o, no obstante lo anterior, la 

verdad es que en la practica resulta poco frecuente que se incremente la 

caución por reparación del dai\o, por lo que en la mayor de la veces se 

llega hasta la sentencia contándose únicamente con la garantía por 

concepto de reparación del dai\o que se fijo desde un inicio, ello a pesar 

que antes de llegar a la resolución final, esto es, durante la secuela 

procesal, se aportaron elementos de pmcba para acreditar una reparación 

del dai\o mayor a la que desde un principio se habla establecido. 
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5.2 REl10RMA Al. ARTÍCULO 572 rnACCIÓN 11, 

PÁl{RAFO SEGUNDO DEL CÓDIGO DE PIWCEDIJ\llENTOS 

PENALES. 

En el capítulo anterior hemos establecido lo que a nuestro parecer 

resulta un problema para la víctima o el otendido. ya qw: si bien es cierto 

tanto la ley sustantiva como la adjetiva penal, rclieren diversos 

dispositivos a lin de asegurar sus derechos, lo cierto es que en ocasiones 

es insuficiente y deberla irse modilicando. adaptúndose mús a una 

realidad, pues es bien sabido que la victima u ofendido al momcnlo de 

sufrir en su persona, bienes o derechos un ilícito, tiene que sufrir las 

molestias del proceso, esto desde que fonm1la su denuncia o querella, 

hasta llegar a la sentencia. y todo lo que conlleva el proceso penal. 

asistiendo a audiencias y todas las diligencias judiciales que sea 

requerido, e incluso aportar pmebas para acreditar la reparación del dai1o, 

y por último, y esperar a que se realicen los trámites necesarios para que 

se le repare el dai\o, esto es el procedimiento económico-coactivo, o 

esperar a que con el trabajo que realice el sentenciado en prisión le sea 

reparado el dai\o, ello sin mencionar que en detcnninados casos debe de 

enlabiar un juicio civil para obtener el pago de la reparación del dm1o, lo 

cual consideramos absurdo pues sabemos de la lentitud con que se 

desarrolla un proceso, haciendo inalcan1A1ble una acción de esta 

naturaleza, pues basta solo imaginar lo que es esperar primero una 

resolución por la vía penal para posterionnente promover por la vía civil 

------·---·------·-·-' 
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la exigencia del la reparación del daño . 

. Es por lo anterior que consideramos que en el caso panicular que 

tratamos, se debe de llegar a una reparación del daño de manera 

inmediata y sin demora alguna, para lo cual creemos necesario que exista 

una refonna al párrafo segundo de la fracción 11 del aniculo 572 del 

Código de Procedimientos Penales, ya que este precepto establece lo 

siguiente: 

"Aniculo 572. El juez o tribunal ordenará la devolución de los 

depósitos o mandará cancelar las garantías, cuando: 

l. El acnsado sea absuelto; y 

11. Cuando se dicte al indiciado auto de libcl1ad o de extinción de 

la acción penal. 

Cuando resulte condenado el acusado que se encuentre en libenad 

bajo caución y se presente a cumplir su condena, las cauciones para 

garantizar la reparación del dm1o y las sanciones pecuniarias se harán 

efectivas, la primera a íavor de la victima u ofendido ¡mr el delito y la 

segunda a favor del Estado. La otorgada para garanti111r las obligaciones 

derivadas del proceso se devolvenin al sentenciado o a quien indique éste, 

o en su caso, se cancclarún." 

En ese sentido proponemos que el segundo párrafo de la fracción 

segunda sea un dispositivo para asegurar mejor la reparación del daño, y 

siendo qnc el mismo se refiere al momento en que el sentenciado se 

presente a cumplir su condena y en la que como se desprende del propio 

texto existe pena pecuniaria, esto es multa y reparación del daño, pues lo 

correcto seria que se cnmpliera con su totalidad, pero para el caso que 
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hemos planteado con anterioridad, esto es, 11ue la reparación del dai\o sea 

de mayor cantidad a la que se encuentra garantizada con la caución por 

tal concepto, sea tomada en cuenta la caución por sanción pecuniaria para 

cubrir prcícrentemente la reparación del dai\o. 

En ese orden de ideas nuestra propuesta para lograr nuestro 

objetivo, seria el rcfonnar el párrafo segundo de la fracción 11 que hemos 

citado, para lo cual consideramos que el mismo debe de quedar de la 

siguiente fonna: 

Articulo 572. El juez o tribunal ordenará la devolución de los 

depósitos o mandani cancelar las ganmtias. cuando: 

l. El acusado sea absuelto; y 

11. Cuando se dicte al indiciado auto de libertad o de extinción de 

la acción penal. 

Cuando resulte condenado el acusado que se encuentre en 

libertad bajo cauciím y se presente a cum¡11ir su condena, las 

cauciones ¡111ra garantizar la reparación del daño y las sunciones 

¡1ecuni11rias se lumín cfecti\•as, la primera a fa\·or de la \'Íctim11 u 

ofendido por el delito y la segunda a favor del Estado. La otorgndn 

para gnr1111tiz11r lns obligaciones derivadas del ¡1roccso se de\'Oh·erán 

al sentenciado o 11 qnien indique éste, o en su caso, se cancelanln. 

C11brié11dose pre(ere11temente la reparación del dallo, para el caso de 

que la gara11tfa por ese concepto sea interior a la impuesta e11 la 

.w1te11cia, ello con las garantfas por sanción pecuniaria 1•, en s11 caso, 

co11 las relatÍl'as a las de obligaciones deril'adas del proceso. 



CONCLUSIONES. 

PRIMERA. 

En In Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así 

como en el Código Penal y Código de Procedimientos Penales, los 

vocablos victima y ofendido son empicados en forma indistinta, esto es, 

como sinónimos, lo cual consideramos como un error, ya que sería 

suficiente referirse al ofendido como la persona lisica o moral sobre la 

que recae la conducta delictiva del sujeto activo, y es el ofendido el que 

resulta afoctado en sus bienes jurídicamente tutelados por la ley. 

SEGUNDA. 

De igual manera cousidcramos que hasta este momento el 

legislador no hace un adecuado uso del léxico jurídico, ya que de igual 

fonna los vocablos inculpado, procesado, acusado y condenado, en 

nuestra legislación vigente, erróneamente han sido utilizados como 

sinónimos, siendo que tales palabras tienen una acepción distinta, en las 

diversas etapas del procedimiento penal. 

TERCERA. 

Al paso de los años, nnestra legislación penal, tanto la sustantiva 

como la adjetiva, ha ido rcfonnándose y adecuándose a una realidad, que 

en lo referente al ofendido, han sido acertadas con el fin de protegerlo en 

sus bienes juridicos, sin embargo, en ocasiones insuficientes. 



CUARTA. 

La Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos, tuvo 

una acertada rcfonna en 1985, esto en la fracción 1 del articulo 20, como 

cambiar el ténuino "fian1,1", por el de "caución", aplicando un mejor 

léxico juriclico a este respecto. 

QUINTA. 

ºfonio al ofendido, como al sujeto activo del delito, se les ha 

tratado de otorgar en nuestra legislación igualdad jurídica, siu embargo, el 

ofendido dentro del procedimiento penal tiene un papel secundario. pnes 

está sujeto a la actividad que el Ministerio Público n:alice tanto en la 

Averiguación Previa, como dentro del Proceso penal propiamente dicho. 

SEXTA. 

El daño causado al ofendido, puede ser material y moral, y de los 

cuales a través del estudio que hemos realizado no damos cuenta 

perfectamente que el segundo de ellos, por su uaturalc1.a no tangible, no 

es cuantificable, y dentro de la legislación penal que hemos anali1,1do no 

existe nonua que señale el criterio o el procedimiento para cuantificar el 

daño moral. 

SÉPTIMA. 

Dentro del Código Adjetivo Penal se establece el momento en que 

el ofendido puede constituirse como coadyuvante del Ministerio Público, 

y esto puede ser durante la averiguación previa y el proceso, por lo que 
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consideramos que el ofendido debe de lencr una mejor asesoría por la 

represenlación social, para efcclo de que dicha inlcrvención del ofendido 

debe de hacerse al inicio del procedimienlo, eslo es desde la averiguación 

previa, con el lin de que pueda aportar ladas aquellas prncbas que tenga u 

obtenga, parn establecer el monlo de la reparación del daño, para que 

lanto el Ministerio Público como el Juzgador cuenten con elementos 

suficientes para que las cauciones que fijen por tal conceplo, sean aún 

más acordes al momenlo de llegar a la resolución que pondrá lin al 

proceso. 

OCTAVA. 

En la mayor de las ocasiones, es innecesario que el Ministerio 

Público al fonnnlar sus conclusiones acusatorias, solicite al juez se 

condene al pago del daño moral, lo anlerior si tomamos en cuenta que no 

existe nonna jurídica, como ya lo hemos referido, para reali7.1r un 

verdadero razonamienlo legal para lal condena, y consecuentemente el 

Juzgador en la resolución que da por lcnninada la inslancia, no entra a un 

estudio lógico-jurídico, por no conlar con los elcmenlos suficientes para 

ello. 

NOVENA. 

Nuestras legislación contiene nonnas especificas tendientes a 

asegurar la reparación del daño al ofendido, sin embargo, es necesario 

seguir realizando refonnas para cubrir las pequeñas lagunas que aún 

existen tanto en el Código Penal Sustantivo como en el Adjetivo. 
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